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jefAtURA deL eStAdO 

Acuerdos internacionales

INStRUMeNtO de RAtIfICACIóN del 
Convenio sobre la Ciberdelincuencia, 
hecho en Budapest el 23 de noviembre de 
2001. («Boe» núm. 226 de 17 de septiembre 
de 2010.)

juan carlos i

rey de espaÑa

Por cuanto el día 23 de noviembre de 
2001, el Plenipotenciario de España, 
nombrado en buena y debida forma al 
efecto, firmó «ad referendum» en Buda-
pest el Convenio sobre la Ciberdelin-
cuencia, hecho en la misma ciudad y 
fecha,

Vistos y examinados el preámbulo y 
los cuarenta y ocho artículos del 
Convenio,

Concedida por las Cortes Generales la 
autorización prevista en el Artículo 94.1 
de la Constitución,

Vengo en aprobar y ratificar cuanto 
en el mismo se dispone, como en virtud 
del presente lo apruebo y ratifico, prome-
tiendo cumplirlo, observarlo y hacer que 

se cumpla y observe en todas sus partes, 
a cuyo fin, para su mayor validación y 
firmeza, mando expedir este Instrumento 
de Ratificación firmado por Mí, debida-
mente sellado y refrendado por el infras-
crito Ministro de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación, con la siguiente Declara-
ción:

«Para el caso de que el presente 
Convenio sobre la Ciberdelincuencia sea 
extendido por el Reino Unido a Gibraltar, 
el Reino de España desea formular la 
siguiente declaración:

1. Gibraltar es un territorio no autó-
nomo de cuyas relaciones exteriores es 
responsable el Reino Unido y que está 
sometido a un proceso de descoloniza-
ción de acuerdo con las decisiones y 
resoluciones pertinentes de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas.

2. Las autoridades de Gibraltar tienen 
un carácter local y ejercen competencias 
exclusivamente internas que tienen su 
origen y fundamento en la distribución y 
atribución de competencias efectuadas 
por el Reino Unido, de conformidad con 
lo previsto en su legislación interna, en su 
condición de Estado soberano del que 
depende el citado territorio no autó-
nomo.

dISPOSICIONeS GeNeRALeS
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3. En consecuencia, la eventual 
participación de las autoridades gibralta-
reñas en la aplicación del presente 
Convenio se entenderá realizada exclusi-
vamente en el marco de las competencias 
internas de Gibraltar y no podrá conside-
rarse que produce cambio alguno 
respecto de lo previsto en los dos párrafos 
precedentes.»

Dado en Madrid a 20 de mayo de 
2010.

JUAN CARLOS R.

 El Ministro de Asuntos Exteriores 
  y de Cooperación,
MIGUEL ÁNGEL MORATINOS CUYAUBÉ

consejo de euroPa

Convenio sobre la ciberdelincuencia

Budapest, 23.XI.2001

PreÁmBulo

Los Estados miembros del Consejo de 
Europa y los demás Estados signatarios 
del presente Convenio;

Considerando que el objetivo del 
Consejo de Europa es conseguir una 
unión más estrecha entre sus miembros;

Reconociendo el interés de intensificar 
la cooperación con los Estados Partes en 
el presente Convenio;

Convencidos de la necesidad de 
aplicar, con carácter prioritario, una polí-
tica penal común encaminada a proteger 
a la sociedad frente a la ciberdelin-
cuencia, entre otras formas, mediante la 
adopción de la legislación adecuada y el 
fomento de la cooperación interna-
cional;

Conscientes de los profundos cambios 
provocados por la digitalización, la 

convergencia y la globalización continua 
de las redes informáticas;

Preocupados por el riesgo de que las 
redes informáticas y la información elec-
trónica sean utilizadas igualmente para 
cometer delitos y de que las pruebas rela-
tivas a dichos delitos sean almacenadas y 
transmitidas por medio de dichas redes;

Reconociendo la necesidad de una 
cooperación entre los Estados y el sector 
privado en la lucha contra la ciberdelin-
cuencia, así como la necesidad de 
proteger los legítimos intereses en la utili-
zación y el desarrollo de las tecnologías 
de la información;

En la creencia de que la lucha efectiva 
contra la ciberdelincuencia requiere una 
cooperación internacional en materia 
penal reforzada, rápida y operativa;

Convencidos de que el presente 
Convenio resulta necesario para prevenir 
los actos dirigidos contra la confiden-
cialidad, la integridad y la disponibi-
lidad de los sistemas informáticos, redes 
y datos informáticos, así como el abuso 
de dichos sistemas, redes y datos, 
mediante la tipificación de esos actos, 
tal y como se definen en el presente 
Convenio, y la asunción de poderes 
suficientes para luchar de forma efectiva 
contra dichos delitos, facilitando su 
detección, investigación y sanción, 
tanto a nivel nacional como interna-
cional, y estableciendo disposiciones 
que permitan una cooperación interna-
cional rápida y fiable;

Conscientes de la necesidad de garan-
tizar el debido equilibrio entre los inte-
reses de la acción penal y el respeto de 
los derechos humanos fundamentales 
consagrados en el Convenio de Consejo 
de Europa para la Protección de los Dere-
chos humanos y de las Libertades Funda-
mentales (1950), el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos de las 
Naciones Unidas (1966) y otros tratados 
internacionales aplicables en materia de 
derechos humanos, que reafirman el 
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derecho de todos a defender sus opiniones 
sin interferencia alguna, así como la 
libertad de expresión, que comprende la 
libertad de buscar, obtener y comunicar 
información e ideas de todo tipo, sin 
consideración de fronteras, así como el 
respeto de la intimidad;

Conscientes igualmente del derecho a 
la protección de los datos personales, tal 
y como se reconoce, por ejemplo, en el 
Convenio del Consejo de Europa de 1981 
para la protección de las personas con 
respecto al tratamiento informatizado de 
datos personales;

Considerando la Convención de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos del 
Niño (1989) y el Convenio de la Organi-
zación Internacional del Trabajo sobre las 
peores formas de trabajo de los menores 
(1999);

Teniendo en cuenta los convenios 
existentes del Consejo de Europa sobre 
cooperación en materia penal, así como 
otros tratados similares celebrados entre 
los Estados miembros del Consejo de 
Europa y otros Estados, y subrayando que 
el presente Convenio pretende completar 
dichos Convenios con objeto de dotar de 
mayor eficacia las investigaciones y los 
procedimientos penales relativos a los 
delitos relacionados con los sistemas y 
datos informáticos, así como facilitar la 
obtención de pruebas electrónicas de los 
delitos;

Congratulándose de las recientes 
iniciativas encaminadas a mejorar el 
entendimiento y la cooperación interna-
cional en la lucha contra la ciberdelin-
cuencia, incluidas las medidas adoptadas 
por las Naciones Unidas, la OCDE, la 
Unión Europea y el G8;

Recordando las recomendaciones del 
Comité de Ministros n.º R (85) 10 relativa 
a la aplicación práctica del Convenio 
europeo de asistencia judicial en materia 
penal, en relación con las comisiones 
rogatorias para la vigilancia de las teleco-
municaciones, n.º R (88) 2 sobre medidas 

encaminadas a luchar contra la piratería 
en materia de propiedad intelectual y 
derechos afines, n.º R (87) 15 relativa a la 
regulación de la utilización de datos 
personales por la policía, n.º R (95) 4 
sobre la protección de los datos perso-
nales en el ámbito de los servicios de 
telecomunicaciones, con especial refe-
rencia a los servicios telefónicos, así 
como n.º R (89) 9 sobre la delincuencia 
relacionada con la informática, que 
ofrece directrices a los legisladores 
nacionales para la definición de determi-
nados delitos informáticos, y n.º R (95) 13 
relativa a las cuestiones de procedimiento 
penal vinculadas a la tecnología de la 
información;

Teniendo en cuenta la Resolución n.º 
1, adoptada por los Ministros europeos 
de Justicia en su XXI Conferencia (Praga, 
10 y 11 de junio de 1997), que reco-
mendaba al Comité de Ministros apoyar 
las actividades relativas a la ciberdelin-
cuencia desarrolladas por el Comité 
Europeo de Problemas Penales (CDPC) 
para aproximar las legislaciones penales 
nacionales y permitir la utilización de 
medios de investigación eficaces en 
materia de delitos informáticos, así 
como la Resolución n.º 3, adoptada en 
la XXIII Conferencia de Ministros euro-
peos de Justicia (Londres, 8 y 9 de junio 
de 2000), que animaba a las Partes 
negociadoras a proseguir sus esfuerzos 
para encontrar soluciones que permitan 
que el mayor número posible de Estados 
pasen a ser Partes en el Convenio, y 
reconocía la necesidad de un sistema 
rápido y eficaz de cooperación interna-
cional que refleje debidamente las 
exigencias específicas de la lucha contra 
la ciberdelincuencia;

Teniendo asimismo en cuenta el Plan 
de Acción adoptado por los Jefes de 
Estado y de Gobierno del Consejo de 
Europa con ocasión de su Segunda Cumbre 
(Estrasburgo, 10 y 11 de octubre de 1997), 
para buscar respuestas comunes ante el 
desarrollo de las nuevas tecnologías de la 
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información, basadas en las normas y los 
valores del Consejo de Europa,

han convenido en lo siguiente:

caPÍtulo i 

Terminología

Artículo 1. Definiciones.

A los efectos del presente Convenio:

a) Por «sistema informático» se enten-
derá todo dispositivo aislado o conjunto 
de dispositivos interconectados o relacio-
nados entre sí, siempre que uno o varios 
de ellos permitan el tratamiento automati-
zado de datos en ejecución de un 
programa;

b) por «datos informáticos» se enten-
derá cualquier representación de hechos, 
información o conceptos de una forma que 
permita el tratamiento informático, incluido 
un programa diseñado para que un sistema 
informático ejecute una función;

c) por «proveedor de servicios» se 
entenderá:

i) Toda entidad pública o privada que 
ofrezca a los usuarios de sus servicios la 
posibilidad de comunicar por medio de 
un sistema informático, y

ii) cualquier otra entidad que procese 
o almacene datos informáticos para dicho 
servicio de comunicación o para los 
usuarios de ese servicio;

d) por «datos sobre el tráfico» se 
entenderá cualesquiera datos informá-
ticos relativos a una comunicación por 
medio de un sistema informático, gene-
rados por un sistema informático como 
elemento de la cadena de comunicación, 
que indiquen el origen, destino, ruta, 
hora, fecha, tamaño y duración de la 
comunicación o el tipo de servicio subya-
cente.

caPÍtulo ii

Medidas que deberán adoptarse a ni-
vel nacional

sección 1. derecho Penal sustantivo

Título 1. Delitos contra la confidencia-
lidad, la integridad y la disponibilidad 
de los datos y sistemas informáticos

Artículo 2. Acceso ilícito.

Cada Parte adoptará las medidas legis-
lativas y de otro tipo que resulten necesa-
rias para tipificar como delito en su 
derecho interno el acceso deliberado e 
ilegítimo a la totalidad o a una parte de 
un sistema informático. Cualquier Parte 
podrá exigir que el delito se cometa 
infringiendo medidas de seguridad, con 
la intención de obtener datos informá-
ticos o con otra intención delictiva, o en 
relación con un sistema informático que 
esté conectado a otro sistema infor-
mático.

Artículo 3. Interceptación ilícita.

Cada Parte adoptará las medidas legis-
lativas y de otro tipo que resulten necesa-
rias para tipificar como delito en su 
derecho interno la interceptación delibe-
rada e ilegítima, por medios técnicos, de 
datos informáticos comunicados en trans-
misiones no públicas efectuadas a un 
sistema informático, desde un sistema 
informático o dentro del mismo, incluidas 
las emisiones electromagnéticas proce-
dentes de un sistema informático que 
contenga dichos datos informáticos. 
Cualquier Parte podrá exigir que el delito 
se haya cometido con intención delictiva 
o en relación con un sistema informático 
conectado a otro sistema informático.

Artículo 4. Interferencia en los datos.

1. Cada Parte adoptará las medidas 
legislativas y de otro tipo que resulten 
necesarias para tipificar como delito en 
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su derecho interno la comisión delibe-
rada e ilegítima de actos que dañen, 
borren, deterioren, alteren o supriman 
datos informáticos.

2. Cualquier Parte podrá reservarse el 
derecho a exigir que los actos definidos 
en el apartado 1 provoquen daños 
graves.

Artículo 5. Interferencia en el sistema.

Cada Parte adoptará las medidas legis-
lativas y de otro tipo que resulten necesa-
rias para tipificar como delito en su 
derecho interno la obstaculización grave, 
deliberada e ilegítima del funcionamiento 
de un sistema informático mediante la 
introducción, transmisión, provocación 
de daños, borrado, deterioro, alteración 
o supresión de datos informáticos.

Artículo 6. Abuso de los dispositivos.

1. Cada Parte adoptará las medidas 
legislativas y de otro tipo que resulten 
necesarias para tipificar como delito en 
su derecho interno la comisión delibe-
rada e ilegítima de los siguientes actos:

a) La producción, venta, obtención 
para su utilización, importación, difusión 
u otra forma de puesta a disposición de:

i) Un dispositivo, incluido un 
programa informático, diseñado o adap-
tado principalmente para la comisión de 
cualquiera de los delitos previstos de 
conformidad con los anteriores artículos 
2 a 5;

ii) Una contraseña, un código de 
acceso o datos informáticos similares que 
permitan tener acceso a la totalidad o a 
una parte de un sistema informático, 

con el fin de que sean utilizados para 
la comisión de cualquiera de los delitos 
contemplados en los artículos 2 a 5; y

b) la posesión de alguno de los 
elementos contemplados en los ante-
riores apartados a.i) o ii) con el fin de que 

sean utilizados para cometer cualquiera 
de los delitos previstos en los artículos 2 
a 5. Cualquier Parte podrá exigir en su 
derecho interno que se posea un número 
determinado de dichos elementos para 
que se considere que existe responsabi-
lidad penal.

2. No podrá interpretarse que el 
presente artículo impone responsabilidad 
penal en los casos en que la producción, 
venta, obtención para su utilización, 
importación, difusión u otra forma de 
puesta a disposición mencionadas en el 
apartado 1 del presente artículo no tengan 
por objeto la comisión de un delito previsto 
de conformidad con los artículos 2 a 5 del 
presente Convenio, como es el caso de 
las pruebas autorizadas o de la protec-
ción de un sistema informático.

3. Cualquier Parte podrá reservarse el 
derecho a no aplicar lo dispuesto en el 
apartado 1 del presente artículo, siempre 
que la reserva no afecte a la venta, la 
distribución o cualquier otra puesta a 
disposición de los elementos indicados 
en el apartado 1.a.ii) del presente 
artículo.

Título 2. Delitos informáticos

Artículo 7. Falsificación informática.

Cada Parte adoptará las medidas legis-
lativas y de otro tipo que resulten necesa-
rias para tipificar como delito en su 
derecho interno, cuando se cometa de 
forma deliberada e ilegítima, la introduc-
ción, alteración, borrado o supresión de 
datos informáticos que dé lugar a datos no 
auténticos, con la intención de que sean 
tenidos en cuenta o utilizados a efectos 
legales como si se tratara de datos autén-
ticos, con independencia de que los datos 
sean o no directamente legibles e inteligi-
bles. Cualquier Parte podrá exigir que 
exista una intención fraudulenta o una 
intención delictiva similar para que se 
considere que existe responsabilidad 
penal.
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Artículo 8. Fraude informático.

Cada Parte adoptará las medidas legis-
lativas y de otro tipo que resulten necesa-
rias para tipificar como delito en su 
derecho interno los actos deliberados e 
ilegítimos que causen un perjuicio patri-
monial a otra persona mediante:

a) Cualquier introducción, altera-
ción, borrado o supresión de datos infor-
máticos;

b) cualquier interferencia en el 
funcionamiento de un sistema infor-
mático, con la intención fraudulenta o 
delictiva de obtener ilegítimamente un 
beneficio económico para uno mismo o 
para otra persona.

Título 3. Delitos relacionados con el 
contenido

Artículo 9. Delitos relacionados con la 
pornografía infantil.

1. Cada Parte adoptará las medidas 
legislativas y de otro tipo que resulten 
necesarias para tipificar como delito en 
su derecho interno la comisión delibe-
rada e ilegítima de los siguientes actos:

a) La producción de pornografía 
infantil con vistas a su difusión por medio 
de un sistema informático;

b) la oferta o la puesta a disposición 
de pornografía infantil por medio de un 
sistema informático;

c) la difusión o transmisión de porno-
grafía infantil por medio de un sistema 
informático,

d) la adquisición de pornografía 
infantil por medio de un sistema infor-
mático para uno mismo o para otra 
persona;

e) la posesión de pornografía infantil 
en un sistema informático o en un medio 
de almacenamiento de datos informá-
ticos.

2. A los efectos del anterior apartado 
1, por «pornografía infantil» se entenderá 
todo material pornográfico que contenga 
la representación visual de:

a) Un menor comportándose de una 
forma sexualmente explícita;

b) una persona que parezca un 
menor comportándose de una forma 
sexualmente explícita;

c) imágenes realistas que representen 
a un menor comportándose de una forma 
sexualmente explícita.

3. A los efectos del anterior apartado 2, 
por «menor» se entenderá toda persona 
menor de dieciocho años. No obstante, 
cualquier Parte podrá establecer un límite 
de edad inferior, que será como mínimo 
de dieciséis años.

4. Cualquier Parte podrá reservarse el 
derecho a no aplicar, en todo o en parte, 
las letras d) y e) del apartado 1, y las letras 
b) y c) del apartado 2.

Título 4. Delitos relacionados con in-
fracciones de la propiedad intelectual 
y de los derechos afines

Artículo 10. Delitos relacionados con 
infracciones de la propiedad intelec-
tual y de los derechos afines.

1. Cada Parte adoptará las medidas 
legislativas y de otro tipo que resulten 
necesarias para tipificar como delito en 
su derecho interno las infracciones de la 
propiedad intelectual, según se definan 
en la legislación de dicha Parte, de confor-
midad con las obligaciones asumidas en 
aplicación del Acta de París de 24 de julio 
de 1971 por la que se revisó el Convenio 
de Berna para la protección de las obras 
literarias y artísticas, del Acuerdo sobre 
los aspectos de los derechos de propiedad 
intelectual relacionados con el comercio 
y del Tratado de la OMPI sobre la 
propiedad intelectual, a excepción de 
cualquier derecho moral otorgado por 
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dichos Convenios, cuando esos actos se 
cometan deliberadamente, a escala 
comercial y por medio de un sistema 
informático.

2. Cada Parte adoptará las medidas 
legislativas y de otro tipo que resulten 
necesarias para tipificar como delito en 
su derecho interno las infracciones de los 
derechos afines definidas en la legisla-
ción de dicha Parte, de conformidad con 
las obligaciones que ésta haya asumido 
en aplicación de la Convención Interna-
cional sobre la protección de los artistas 
intérpretes o ejecutantes, los productores 
de fonogramas y los organismos de radio-
difusión (Convención de Roma), del 
Acuerdo sobre los aspectos de los dere-
chos de propiedad intelectual relacio-
nados con el comercio y del Tratado de 
la OMPI sobre las obras de los intérpretes 
y ejecutantes y los fonogramas, a excep-
ción de cualquier derecho moral otor-
gado por dichos Convenios, cuando esos 
actos se cometan deliberadamente, a 
escala comercial y por medio de un 
sistema informático.

3. En circunstancias bien delimi-
tadas, cualquier Parte podrá reservarse el 
derecho a no exigir responsabilidad penal 
en virtud de los apartados 1 y 2 del 
presente artículo, siempre que se disponga 
de otros recursos efectivos y que dicha 
reserva no vulnere las obligaciones inter-
nacionales que incumban a dicha Parte 
en aplicación de los instrumentos inter-
nacionales mencionados en los apartados 
1 y 2 del presente artículo.

Título 5. Otras formas de responsabi-
lidad y de sanciones

Artículo 11. Tentativa y complicidad.

1. Cada Parte adoptará las medidas 
legislativas y de otro tipo que resulten 
necesarias para tipificar como delito en su 
derecho interno cualquier complicidad 
intencionada con vistas a la comisión de 
alguno de los delitos previstos de confor-
midad con los artículos 2 a 10 del presente 

Convenio, con la intención de que se 
cometa ese delito.

2. Cada Parte adoptará las medidas 
legislativas y de otro tipo que resulten 
necesarias para tipificar como delito en 
su derecho interno cualquier tentativa de 
comisión de alguno de las delitos previstos 
de conformidad con los artículos 3 a 5, 7, 
8, 9.1.a) y c) del presente Convenio, 
cuando dicha tentativa sea intencio-
nada.

3. Cualquier Estado podrá reservarse 
el derecho a no aplicar, en todo o en 
parte, el apartado 2 del presente 
artículo.

Artículo 12. Responsabilidad de las per-
sonas jurídicas.

1. Cada Parte adoptará las medidas 
legislativas y de otro tipo que resulten 
necesarias para que pueda exigirse 
responsabilidad a las personas jurídicas 
por los delitos previstos de conformidad 
con el presente Convenio, cuando sean 
cometidos por cuenta de las mismas por 
cualquier persona física, tanto en calidad 
individual como en su condición de 
miembro de un órgano de dicha persona 
jurídica, que ejerza funciones directivas 
en la misma, en virtud de:

a) Un poder de representación de la 
persona jurídica;

b) una autorización para tomar deci-
siones en nombre de la persona jurí-
dica;

c) una autorización para ejercer 
funciones de control en la persona jurí-
dica.

2. Además de los casos ya previstos 
en el apartado 1 del presente artículo, 
cada Parte adoptará las medidas necesa-
rias para asegurar que pueda exigirse 
responsabilidad a una persona jurídica 
cuando la falta de vigilancia o de control 
por parte de una persona física mencio-
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nada en el apartado 1 haya hecho posible 
la comisión de un delito previsto de 
conformidad con el presente Convenio 
en beneficio de dicha persona jurídica 
por una persona física que actúe bajo su 
autoridad.

3. Con sujeción a los principios jurí-
dicos de cada Parte, la responsabilidad de 
una persona jurídica podrá ser penal, 
civil o administrativa.

4. Dicha responsabilidad se enten-
derá sin perjuicio de la responsabilidad 
penal de las personas físicas que hayan 
cometido el delito.

Artículo 13. Sanciones y medidas.

1. Cada Parte adoptará las medidas 
legislativas y de otro tipo que resulten 
necesarias para que los delitos previstos 
de conformidad con los artículos 2 a 11 
puedan dar lugar a la aplicación de 
sanciones efectivas, proporcionadas y 
disuasorias, incluidas penas privativas de 
libertad.

2. Cada Parte garantizará la imposi-
ción de sanciones o de medidas penales 
o no penales efectivas, proporcionadas y 
disuasorias, incluidas sanciones pecunia-
rias, a las personas jurídicas consideradas 
responsables de conformidad con el 
artículo 12.

sección 2. derecho Procesal

Título 1. Disposiciones comunes

Artículo 14. Ámbito de aplicación de 
las disposiciones sobre procedi-
miento.

1. Cada Parte adoptará las medidas 
legislativas y de otro tipo que resulten 
necesarias para establecer los poderes y 
procedimientos previstos en la presente 
Sección para los fines de investigaciones 
o procedimientos penales específicos.

2. Salvo que se establezca específi-
camente otra cosa en el artículo 21, 
cada Parte aplicará los poderes y proce-

dimientos mencionados en el apartado 
1 del presente artículo a:

a) Los delitos previstos de confor-
midad con los artículos 2 a 11 del presente 
Convenio;

b) otros delitos cometidos por medio 
de un sistema informático; y

c) la obtención de pruebas electró-
nicas de un delito.

3. a) Cualquier Parte podrá reser-
varse el derecho a aplicar las medidas indi-
cadas en el artículo 20 exclusivamente a 
los delitos o categorías de delitos especifi-
cados en la reserva, siempre que el ámbito 
de dichos delitos o categorías de delitos no 
sea más reducido que el de los delitos a los 
que esa Parte aplique las medidas indi-
cadas en el artículo 21. Las Partes procu-
rarán limitar dichas reservas para permitir 
la aplicación más amplia posible de la 
medida indicada en el artículo 20.

b) Cuando, como consecuencia de 
las limitaciones existentes en su legisla-
ción vigente en el momento de la adop-
ción del presente Convenio, una Parte no 
pueda aplicar las medidas indicadas en 
los artículos 20 y 21 a las comunica-
ciones transmitidas en el sistema infor-
mático de un proveedor de servicios:

i) Utilizado en beneficio de un grupo 
restringido de usuarios, y

ii) que no utilice las redes públicas 
de comunicaciones ni esté conectado a 
otro sistema informático, ya sea público 
o privado, 

dicha Parte podrá reservarse el derecho a 
no aplicar dichas medidas a esas comuni-
caciones. Cada Parte procurará limitar este 
tipo de reservas de forma que se permita la 
aplicación más amplia posible de las 
medidas indicadas en los artículos 20 y 
21.
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Artículo 15. Condiciones y salva-
guardas.

1. Cada Parte se asegurará de que el 
establecimiento, la ejecución y la aplica-
ción de los poderes y procedimientos 
previstos en la presente sección están 
sujetas a las condiciones y salvaguardas 
previstas en su derecho interno, que 
deberá garantizar una protección 
adecuada de los derechos humanos y de 
las libertades, incluidos los derechos 
derivados de las obligaciones asumidas 
en virtud del Convenio del Consejo de 
Europa para la protección de los dere-
chos humanos y las libertades fundamen-
tales (1950), del Pacto Internacional de 
derechos civiles y políticos de las 
Naciones Unidas (1966), y de otros 
instrumentos internacionales aplicables 
en materia de derechos humanos, y que 
deberá integrar el principio de proporcio-
nalidad.

2. Cuando resulte procedente dada la 
naturaleza del procedimiento o del poder 
de que se trate, dichas condiciones 
incluirán, entre otros aspectos, la supervi-
sión judicial u otra forma de supervisión 
independiente, los motivos que justifiquen 
la aplicación, y la limitación del ámbito de 
aplicación y de la duración del poder o del 
procedimiento de que se trate.

3. Siempre que sea conforme con el 
interés público y, en particular, con la 
correcta administración de la justicia, 
cada Parte examinará la repercusión de 
los poderes y procedimientos previstos en 
la presente sección en los derechos, 
responsabilidades e intereses legítimos 
de terceros.

Título 2. Conservación rápida de datos 
informáticos almacenados

Artículo 16. Conservación rápida de 
datos informáticos almacenados.

1. Cada Parte adoptará las medidas 
legislativas y de otro tipo que resulten 
necesarias para permitir a sus autoridades 

competentes ordenar o imponer de otra 
manera la conservación rápida de deter-
minados datos electrónicos, incluidos los 
datos sobre el tráfico, almacenados por 
medio de un sistema informático, en 
particular cuando existan razones para 
creer que los datos informáticos resultan 
especialmente susceptibles de pérdida o 
de modificación.

2. Cuando una Parte aplique lo 
dispuesto en el anterior apartado 1 por 
medio de una orden impartida a una 
persona para conservar determinados 
datos almacenados que se encuentren en 
posesión o bajo el control de dicha 
persona, la Parte adoptará las medidas 
legislativas y de otro tipo que resulten 
necesarias para obligar a esa persona a 
conservar y a proteger la integridad de 
dichos datos durante el tiempo necesario, 
hasta un máximo de noventa días, de 
manera que las autoridades competentes 
puedan conseguir su revelación. Las 
Partes podrán prever que tales órdenes 
sean renovables.

3. Cada Parte adoptará las medidas 
legislativas y de otro tipo que resulten 
necesarias para obligar al encargado de 
la custodia de los datos o a otra persona 
encargada de su conservación a mantener 
en secreto la aplicación de dichos proce-
dimientos durante el plazo previsto en su 
derecho interno.

4. Los poderes y procedimientos 
mencionados en el presente artículo 
estarán sujetos a lo dispuesto en los 
artículos 14 y 15.

Artículo 17. Conservación y revelación 
parcial rápidas de datos sobre el trá-
fico.

1. Para garantizar la conservación de 
los datos sobre el tráfico en aplicación de 
lo dispuesto en el artículo 16, cada Parte 
adoptará las medidas legislativas y de 
otro tipo que resulten necesarias:
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a) Para asegurar la posibilidad de 
conservar rápidamente dichos datos sobre 
el tráfico con independencia de que en la 
transmisión de esa comunicación partici-
paran uno o varios proveedores de servi-
cios, y

b) para garantizar la revelación 
rápida a la autoridad competente de la 
Parte, o a una persona designada por 
dicha autoridad, de un volumen sufi-
ciente de datos sobre el tráfico para que 
dicha Parte pueda identificar a los provee-
dores de servicio y la vía por la que se 
transmitió la comunicación.

2. Los poderes y procedimientos 
mencionados en el presente artículo 
estarán sujetos a lo dispuesto en los 
artículos 14 y 15.

Título 3. Orden de presentación

Artículo 18. Orden de presentación.

1. Cada Parte adoptará las medidas 
legislativas y de otro tipo que resulten 
necesarias para facultar a sus autoridades 
competentes a ordenar:

a) A una persona que se encuentre 
en su territorio que comunique determi-
nados datos informáticos que posea o 
que se encuentren bajo su control, alma-
cenados en un sistema informático o en 
un medio de almacenamiento de datos 
informáticos; y

b) a un proveedor de servicios que 
ofrezca prestaciones en el territorio de 
esa Parte que comunique los datos que 
posea o que se encuentren bajo su control 
relativos a los abonados en conexión con 
dichos servicios.

2. Los poderes y procedimientos 
mencionados en el presente artículo 
están sujetos a lo dispuesto en los artículos 
14 y 14.

3. A los efectos del presente artículo, 
por «datos relativos a los abonados» se 

entenderá toda información, en forma de 
datos informáticos o de cualquier otra 
forma, que posea un proveedor de servi-
cios y esté relacionada con los abonados 
a dichos servicios, excluidos los datos 
sobre el tráfico o sobre el contenido, y 
que permita determinar:

a) El tipo de servicio de comunica-
ciones utilizado, las disposiciones 
técnicas adoptadas al respecto y el 
periodo de servicio;

b) la identidad, la dirección postal o 
geográfica y el número de teléfono del 
abonado, así como cualquier otro número 
de acceso o información sobre factura-
ción y pago que se encuentre disponible 
sobre la base de un contrato o de un 
acuerdo de prestación de servicios;

c) cualquier otra información rela-
tiva al lugar en que se encuentren los 
equipos de comunicaciones, disponible 
sobre la base de un contrato o de un 
acuerdo de servicios.

Título 4. Registro y confiscación de 
datos informáticos almacenados

Artículo 19. Registro y confiscación de 
datos informáticos almacenados.

1. Cada Parte adoptará las medidas 
legislativas y de otro tipo que resulten nece-
sarias para facultar a sus autoridades compe-
tentes a registrar o a tener acceso de una 
forma similar:

a) A un sistema informático o a una 
parte del mismo, así como a los datos 
informáticos almacenados en el mismo; 
y

b) a un medio de almacenamiento 
de datos informáticos en el que puedan 
almacenarse datos informáticos, 

en su territorio.

2. Cada Parte adoptará las medidas 
legislativas y de otro tipo que resulten 
necesarias para asegurar que, cuando sus 
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autoridades procedan al registro o tengan 
acceso de una forma similar a un sistema 
informático específico o a una parte del 
mismo, de conformidad con lo dispuesto 
en el apartado 1.a, y tengan razones para 
creer que los datos buscados están alma-
cenados en otro sistema informático o en 
una parte del mismo situado en su terri-
torio, y dichos datos sean lícitamente 
accesibles a través del sistema inicial o 
estén disponibles para éste, dichas auto-
ridades puedan ampliar rápidamente el 
registro o la forma de acceso similar al 
otro sistema.

3. Cada Parte adoptará las medidas 
legislativas y de otro tipo que resulten 
necesarias para facultar a sus autoridades 
competentes a confiscar o a obtener de 
una forma similar los datos informáticos 
a los que se haya tenido acceso en apli-
cación de lo dispuesto en los apartados 1 
ó 2. Estas medidas incluirán las siguientes 
facultades:

a) Confiscar u obtener de una forma 
similar un sistema informático o una parte 
del mismo, o un medio de almacena-
miento de datos informáticos;

b) realizar y conservar una copia de 
dichos datos informáticos;

c) preservar la integridad de los datos 
informáticos almacenados de que se 
trate;

d) hacer inaccesibles o suprimir 
dichos datos informáticos del sistema 
informático al que se ha tenido acceso.

4. Cada Parte adoptará las medidas 
legislativas y de otro tipo que resulten 
necesarias para facultar a sus autoridades 
competentes a ordenar a cualquier 
persona que conozca el funcionamiento 
del sistema informático o las medidas 
aplicadas para proteger los datos infor-
máticos contenidos en el mismo que faci-
lite toda la información necesaria, dentro 
de lo razonable, para permitir la aplica-

ción de las medidas indicadas en los 
apartados 1 y 2.

5. Los poderes y procedimientos 
mencionados en el presente artículo 
estarán sujetos a lo dispuesto en los 
artículos 14 y 15.

Título 5. Obtención en tiempo real de 
datos informáticos

Artículo 20. Obtención en tiempo real 
de datos sobre el tráfico.

1. Cada Parte adoptará las medidas 
legislativas y de otro tipo que resulten 
necesarias para facultar a sus autoridades 
competentes a:

a) Obtener o grabar mediante la apli-
cación de medios técnicos existentes en 
su territorio, y

b) obligar a un proveedor de servi-
cios, dentro de los límites de su capacidad 
técnica:

i) a obtener o grabar mediante la 
aplicación de medios técnicos existentes 
en su territorio, o

ii) a prestar a las autoridades compe-
tentes su colaboración y su asistencia 
para obtener o grabar

en tiempo real los datos sobre el tráfico 
asociados a comunicaciones específicas 
transmitidas en su territorio por medio de 
un sistema informático.

2. Cuando una Parte, en virtud de los 
principios consagrados en su ordena-
miento jurídico interno, no pueda adoptar 
las medidas indicadas en el apartado 1.a), 
podrá adoptar en su lugar las medidas 
legislativas y de otro tipo que resulten 
necesarias para asegurar la obtención o 
la grabación en tiempo real de los datos 
sobre el tráfico asociados a determinadas 
comunicaciones transmitidas en su terri-
torio mediante la aplicación de los medios 
técnicos existentes en el mismo.
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3. Cada Parte adoptará las medidas 
legislativas y de otro tipo que resulten 
necesarias para obligar a un proveedor de 
servicios a mantener en secreto el hecho 
de que se ha ejercido cualquiera de los 
poderes previstos en el presente artículo, 
así como toda información al respecto.

4. Los poderes y procedimientos 
mencionados en el presente artículo 
estarán sujetos a lo dispuesto en los 
artículos 14 y 15.

Artículo 21. Interceptación de datos 
sobre el contenido.

1. Cada Parte adoptará las medidas 
legislativas y de otro tipo que resulten 
necesarias para facultar a las autoridades 
competentes, por lo que respecta a una 
serie de delitos graves que deberán defi-
nirse en su derecho interno:

a) A obtener o a grabar mediante la 
aplicación de medios técnicos existentes 
en su territorio, y

b) a obligar a un proveedor de servi-
cios, dentro de los límites de su capa-
cidad técnica:

i) A obtener o a grabar mediante la 
aplicación de los medios técnicos exis-
tentes en su territorio, o

ii) a prestar a las autoridades compe-
tentes su colaboración y su asistencia 
para obtener o grabar

en tiempo real los datos sobre el conte-
nido de determinadas comunicaciones 
en su territorio, transmitidas por medio de 
un sistema informático.

2. Cuando una Parte, en virtud de los 
principios consagrados en su ordena-
miento jurídico interno, no pueda adoptar 
las medidas indicadas en el apartado 1.a), 
podrá adoptar en su lugar las medidas 
legislativas y de otro tipo que resulten 
necesarias para asegurar la obtención o 

la grabación en tiempo real de los datos 
sobre el contenido de determinadas 
comunicaciones transmitidas en su terri-
torio mediante la aplicación de los medios 
técnicos existentes en el mismo.

3. Cada Parte adoptará las medidas 
legislativas y de otro tipo que resulten 
necesarias para obligar a un proveedor de 
servicios a mantener en secreto el hecho 
de que se ha ejercido cualquiera de los 
poderes previstos en el presente artículo, 
así como toda información al respecto.

4. Los poderes y procedimientos 
mencionados en el presente artículo 
estarán sujetos a lo dispuesto en los 
artículos 14 y 15.

Sección 3. Jurisdicción

Artículo 22. Jurisdicción.

1. Cada Parte adoptará las medidas 
legislativas y de otro tipo que resulten 
necesarias para afirmar su jurisdicción 
respecto de cualquier delito previsto con 
arreglo a los artículos 2 a 11 del presente 
Convenio, siempre que se haya come-
tido:

a) En su territorio; o

b) a bordo de un buque que enar-
bole pabellón de dicha Parte; o

c) a bordo de una aeronave matricu-
lada según las leyes de dicha Parte; o

d) por uno de sus nacionales, si el 
delito es susceptible de sanción penal en 
el lugar en el que se cometió o si ningún 
Estado tiene competencia territorial 
respecto del mismo.

2. Cualquier Estado podrá reservarse 
el derecho a no aplicar o a aplicar única-
mente en determinados casos o condi-
ciones las normas sobre jurisdicción esta-
blecidas en los apartados 1.b) a 1.d) del 
presente artículo o en cualquier otra parte 
de los mismos.
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3. Cada Parte adoptará las medidas 
que resulten necesarias para afirmar su 
jurisdicción respecto de los delitos 
mencionados en el apartado 1 del artículo 
24 del presente Convenio, cuando el 
presunto autor del delito se encuentre en 
su territorio y no pueda ser extraditado a 
otra Parte por razón de su nacionalidad, 
previa solicitud de extradición.

4. El presente Convenio no excluye 
ninguna jurisdicción penal ejercida por 
una Parte de conformidad con su derecho 
interno.

5. Cuando varias Partes reivindiquen 
su jurisdicción respecto de un presunto 
delito contemplado en el presente 
Convenio, las Partes interesadas cele-
brarán consultas, siempre que sea opor-
tuno, con miras a determinar cuál es la 
jurisdicción más adecuada para las actua-
ciones penales.

caPÍtulo iii

Cooperación internacional

sección 1. PrinciPios generales

Título 1. Principios generales relativos a 
la cooperación internacional

Artículo 23. Principios generales rela-
tivos a la cooperación internacional.

Las Partes cooperarán entre sí en la 
mayor medida posible, de conformidad 
con las disposiciones del presente capí-
tulo, en aplicación de los instrumentos 
internacionales aplicables a la coopera-
ción internacional en materia penal, de 
acuerdos basados en legislación uniforme 
o recíproca y de su derecho interno, para 
los fines de las investigaciones o los 
procedimientos relativos a los delitos 
relacionados con sistemas y datos infor-
máticos o para la obtención de pruebas 
electrónicas de los delitos.

Título 2. Principios relativos a la extra-
dición

Artículo 24. Extradición.

1. a) El presente artículo se apli-
cará a la extradición entre las Partes por 
los delitos establecidos en los artículos 2 
a 11 del presente Convenio, siempre que 
estén castigados en la legislación de las 
dos Partes implicadas con una pena priva-
tiva de libertad de una duración máxima 
de como mínimo un año, o con una pena 
más grave.

b) Cuando deba aplicarse una pena 
mínima diferente en virtud de un acuerdo 
basado en legislación uniforme o recí-
proca o de un tratado de extradición apli-
cable entre dos o más Partes, incluido el 
Convenio Europeo de Extradición (STE n.º 
24), se aplicará la pena mínima estable-
cida en virtud de dicho acuerdo o 
tratado.

2. Se considerará que los delitos 
mencionados en el apartado 1 del 
presente artículo están incluidos entre los 
delitos que dan lugar a extradición en 
cualquier tratado de extradición vigente 
entre las Partes. Las Partes se compro-
meten a incluir dichos delitos entre los 
que pueden dar lugar a extradición en 
cualquier tratado de extradición que 
puedan celebrar entre sí.

3. Cuando una Parte que condicione 
la extradición a la existencia de un tratado 
reciba una solicitud de extradición de 
otra Parte con la que no haya celebrado 
ningún tratado de extradición, podrá 
aplicar el presente Convenio como funda-
mento jurídico de la extradición respecto 
de cualquier delito mencionado en el 
apartado 1 del presente artículo.

4. Las Partes que no condicionen la 
extradición a la existencia de un tratado 
reconocerán los delitos mencionados en 
el apartado 1 del presente artículo como 
delitos que pueden dar lugar a extradi-
ción entre ellas.

5. La extradición estará sujeta a las 
condiciones establecidas en el derecho 
interno de la Parte requerida o en los 
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tratados de extradición aplicables, 
incluidos los motivos por los que la Parte 
requerida puede denegar la extradición.

6. Cuando se deniegue la extradición 
por un delito mencionado en el apartado 
1 del presente artículo únicamente por 
razón de la nacionalidad de la persona 
buscada o porque la Parte requerida se 
considera competente respecto de dicho 
delito, la Parte requerida deberá someter 
el asunto, a petición de la Parte requi-
rente, a sus autoridades competentes para 
los fines de las actuaciones penales perti-
nentes, e informará a su debido tiempo 
del resultado final a la Parte requirente. 
Dichas autoridades tomarán su decisión 
y efectuarán sus investigaciones y proce-
dimientos de la misma manera que para 
cualquier otro delito de naturaleza 
comparable, de conformidad con la legis-
lación de dicha Parte.

7. a) Cada Parte comunicará al 
Secretario General del Consejo de Europa, 
en el momento de la firma o del depósito 
de su instrumento de ratificación, acepta-
ción, aprobación o adhesión, el nombre 
y la dirección de cada autoridad respon-
sable del envío o de la recepción de soli-
citudes de extradición o de detención 
provisional en ausencia de un tratado.

b) El Secretario General del Consejo 
de Europa creará y mantendrá actuali-
zado un registro de las autoridades desig-
nadas por las Partes. Cada Parte garanti-
zará en todo momento la exactitud de los 
datos que figuren en el registro.

Título 3. Principios generales relativos a 
la asistencia mutua

Artículo 25. Principios generales rela-
tivos a la asistencia mutua.

1. Las Partes se concederán asistencia 
mutua en la mayor medida posible para 
los fines de las investigaciones o procedi-
mientos relativos a delitos relacionados 
con sistemas y datos informáticos o para 
la obtención de pruebas en formato elec-
trónico de un delito.

2. Cada Parte adoptará también las 
medidas legislativas y de otro tipo que 
resulten necesarias para cumplir las obli-
gaciones establecidas en los artículos 27 
a 35.

3. En casos de urgencia, cada Parte 
podrá transmitir solicitudes de asistencia o 
comunicaciones relacionadas con las 
mismas por medios rápidos de comunica-
ción, incluidos el fax y el correo electró-
nico, en la medida en que dichos medios 
ofrezcan niveles adecuados de seguridad 
y autenticación (incluido el cifrado, en 
caso necesario), con confirmación oficial 
posterior si la Parte requerida lo exige. La 
Parte requerida aceptará la solicitud y dará 
respuesta a la misma por cualquiera de 
estos medios rápidos de comunicación.

4. Salvo que se establezca específi-
camente otra cosa en los artículos del 
presente capítulo, la asistencia mutua 
estará sujeta a las condiciones previstas 
en el derecho interno de la Parte reque-
rida o en los tratados de asistencia mutua 
aplicables, incluidos los motivos por los 
que la Parte requerida puede denegar la 
cooperación. La Parte requerida no ejer-
cerá el derecho a denegar la asistencia 
mutua en relación con los delitos mencio-
nados en los artículos 2 a 11 únicamente 
porque la solicitud se refiere a un delito 
que considera de naturaleza fiscal.

5. Cuando, de conformidad con las 
disposiciones del presente capítulo, se 
permita a la Parte requerida condicionar la 
asistencia mutua a la existencia de una 
doble tipificación penal, dicha condición 
se considerará cumplida cuando la 
conducta constitutiva del delito respecto 
del cual se solicita la asistencia constituya 
un delito en virtud de su derecho interno, 
con independencia de que dicho derecho 
incluya o no el delito dentro de la misma 
categoría de delitos o lo denomine o no 
con la misma terminología que la Parte 
requirente,.

Artículo 26. Información espontánea.
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1. Dentro de los límites de su derecho 
interno, y sin petición previa, una Parte 
podrá comunicar a otra Parte información 
obtenida en el marco de sus propias 
investigaciones cuando considere que la 
revelación de dicha información podría 
ayudar a la Parte receptora a iniciar o 
llevar a cabo investigaciones o procedi-
mientos en relación con delitos previstos 
en el presente Convenio o podría dar 
lugar a una petición de cooperación de 
dicha Parte en virtud del presente capí-
tulo.

2. Antes de comunicar dicha infor-
mación, la Parte que la comunique podrá 
solicitar que se preserve su confidencia-
lidad o que se utilice con sujeción a 
determinadas condiciones. Si la Parte 
receptora no puede atender esa solicitud, 
informará de ello a la otra Parte, que 
deberá entonces determinar si a pesar de 
ello debe facilitarse la información o no. 
Si la Parte destinataria acepta la informa-
ción en las condiciones establecidas, 
quedará vinculada por las mismas.

Titulo 4. Procedimientos relativos a las 
solicitudes de asistencia mutua en au-
sencia de acuerdos internacionales 
aplicables

Artículo 27. Procedimientos relativos a 
las solicitudes de asistencia mutua en 
ausencia de acuerdos internacionales 
aplicables.

1. Cuando entre las Partes requirente 
y requerida no se encuentre vigente un 
tratado de asistencia mutua o un acuerdo 
basado en legislación uniforme o recí-
proca, serán de aplicación las disposi-
ciones de los apartados 2 a 10 del presente 
artículo. Las disposiciones del presente 
artículo no serán de aplicación cuando 
exista un tratado, acuerdo o legislación 
de este tipo, salvo que las Partes intere-
sadas convengan en aplicar en su lugar la 
totalidad o una parte del resto del presente 
artículo.

2. a) Cada Parte designará una o 
varias autoridades centrales encargadas 
de enviar solicitudes de asistencia mutua 
y de dar respuesta a las mismas, de su 
ejecución y de su remisión a las autori-
dades competentes para su ejecución.

b) Las autoridades centrales se comu-
nicarán directamente entre sí.

c) En el momento de la firma o del 
depósito de su instrumento de ratifica-
ción, aceptación, aprobación o adhesión, 
cada Parte comunicará al Secretario 
General del Consejo de Europa los 
nombres y direcciones de las autoridades 
designadas en cumplimiento del presente 
apartado.

d) El Secretario General del Consejo 
de Europa creará y mantendrá actuali-
zado un registro de las autoridades 
centrales designadas por las Partes. Cada 
Parte garantizará en todo momento la 
exactitud de los datos que figuren en el 
registro.

3. Las solicitudes de asistencia mutua 
en virtud del presente artículo se ejecu-
tarán de conformidad con los procedi-
mientos especificados por la Parte requi-
rente, salvo que sean incompatibles con 
la legislación de la Parte requerida.

4. Además de las condiciones o de 
los motivos de denegación contemplados 
en el apartado 4 del artículo 25, la Parte 
requerida podrá denegar la asistencia si:

a) La solicitud se refiere a un delito 
que la Parte requerida considera delito 
político o delito vinculado a un delito 
político;

b) la Parte requerida considera que 
la ejecución de la solicitud podría atentar 
contra su soberanía, seguridad, orden 
público u otros intereses esenciales.

5. La Parte requerida podrá posponer 
su actuación en respuesta a una solicitud 
cuando dicha actuación pudiera causar 
perjuicios a investigaciones o procedi-
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mientos llevados a cabo por sus autori-
dades.

6. Antes de denegar o posponer la 
asistencia, la Parte requerida estudiará, 
previa consulta cuando proceda con la 
Parte requirente, si puede atenderse la 
solicitud parcialmente o con sujeción a 
las condiciones que considere necesa-
rias.

7. La Parte requerida informará sin 
demora a la Parte requirente del resultado 
de la ejecución de una solicitud de asis-
tencia. Deberá motivarse cualquier dene-
gación o aplazamiento de la asistencia 
solicitada. La Parte requerida informará 
también a la Parte requirente de cualquier 
motivo que haga imposible la ejecución 
de la solicitud o que pueda retrasarla de 
forma significativa.

8. La Parte requirente podrá solicitar 
a la Parte requerida que preserve la confi-
dencialidad de la presentación de una 
solicitud en virtud del presente capítulo y 
del objeto de la misma, salvo en la medida 
necesaria para su ejecución. Si la Parte 
requerida no puede cumplir esta petición 
de confidencialidad, lo comunicará 
inmediatamente a la Parte requirente, que 
determinará entonces si pese a ello debe 
procederse a la ejecución de la soli-
citud.

9. a) En casos de urgencia, las soli-
citudes de asistencia mutua o las comu-
nicaciones al respecto podrán ser 
enviadas directamente por las autori-
dades judiciales de la Parte requirente a 
las autoridades correspondientes de la 
Parte requerida. En tal caso, se enviará al 
mismo tiempo copia a la autoridad central 
de la Parte requerida a través de la auto-
ridad central de la Parte requirente.

b) Cualquier solicitud o comunica-
ción en virtud de este apartado podrá 
efectuarse a través de la Organización 
Internacional de Policía Criminal 
(INTERPOL).

c) Cuando se presente una solicitud 
en aplicación de la letra a) del presente 
artículo y la autoridad no sea competente 
para tramitarla, remitirá la solicitud a la 
autoridad nacional competente e infor-
mará directamente a la Parte requirente 
de dicha remisión.

d) Las solicitudes y comunicaciones 
efectuadas en virtud del presente apar-
tado que no impliquen medidas coerci-
tivas podrán ser remitidas directamente 
por las autoridades competentes de la 
Parte requirente a las autoridades compe-
tentes de la Parte requerida.

e) En el momento de la firma o el 
depósito de su instrumento de ratifica-
ción, aceptación, aprobación o adhesión, 
cada Parte podrá informar al Secretario 
General del Consejo de Europa de que, 
por razones de eficacia, las solicitudes 
formuladas en virtud del presente apar-
tado deberán dirigirse a su autoridad 
central.

Artículo 28. Confidencialidad y restric-
ción de la utilización.

1. En ausencia de un tratado de asis-
tencia mutua o de un acuerdo basado en 
legislación uniforme o recíproca que esté 
vigente entre las Partes requirente y 
requerida, serán de aplicación las dispo-
siciones del presente artículo. Las dispo-
siciones del presente artículo no serán de 
aplicación cuando exista un tratado, 
acuerdo o legislación de este tipo, salvo 
que las Partes interesadas convengan en 
aplicar en su lugar la totalidad o una parte 
del resto del presente artículo.

2. La Parte requerida podrá supeditar 
la entrega de información o material en 
respuesta a una solicitud a la condición 
de que:

a) Se preserve su confidencialidad 
cuando la solicitud de asistencia judicial 
mutua no pueda ser atendida en ausencia 
de esta condición, o
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b) no se utilicen para investigaciones 
o procedimientos distintos de los indi-
cados en la solicitud.

3. Si la Parte requirente no puede 
cumplir alguna condición de las mencio-
nadas en el apartado 2, informará de ello 
sin demora a la otra Parte, que determi-
nará en tal caso si pese a ello debe facili-
tarse la información. Cuando la Parte 
requirente acepte la condición, quedará 
vinculada por ella.

4. Cualquier Parte que facilite infor-
mación o material con sujeción a una 
condición con arreglo a lo dispuesto en 
el apartado 2 podrá requerir a la otra Parte 
que explique, en relación con dicha 
condición, el uso dado a dicha informa-
ción o material.

Sección 2. Disposiciones especiales

Título 1. Asistencia mutua en materia 
de medidas provisionales

Artículo 29. Conservación rápida de 
datos informáticos almacenados.

1. Una Parte podrá solicitar a otra 
Parte que ordene o asegure de otra forma 
la conservación rápida de datos almace-
nados por medio de un sistema infor-
mático que se encuentre en el territorio 
de esa otra Parte, respecto de los cuales 
la Parte requirente tenga la intención de 
presentar una solicitud de asistencia 
mutua con vistas al registro o al acceso 
de forma similar, la confiscación o la 
obtención de forma similar, o la revela-
ción de los datos.

2. En las solicitudes de conservación 
que se formulen en virtud del apartado 1 
se indicará:

a) La autoridad que solicita dicha 
conservación;

b) el delito objeto de investigación o 
de procedimiento penal y un breve 

resumen de los hechos relacionados con 
el mismo;

c) los datos informáticos almace-
nados que deben conservarse y su rela-
ción con el delito;

d) cualquier información disponible 
que permita identificar a la persona 
encargada de la custodia de los datos 
informáticos almacenados o la ubicación 
del sistema informático;

e) la necesidad de la conservación; 
y

f) que la Parte tiene la intención de 
presentar una solicitud de asistencia 
mutua para el registro o el acceso de 
forma similar, la confiscación o la obten-
ción de forma similar o la revelación de 
los datos informáticos almacenados.

3. Tras recibir la solicitud de otra 
Parte, la Parte requerida tomará las 
medidas adecuadas para conservar rápi-
damente los datos especificados de 
conformidad con su derecho interno. A 
los efectos de responder a una solicitud, 
no se requerirá la doble tipificación penal 
como condición para proceder a la 
conservación.

4. Cuando una Parte exija la doble 
tipificación penal como condición para 
atender una solicitud de asistencia mutua 
para el registro o el acceso de forma 
similar, la confiscación o la obtención de 
forma similar o la revelación de datos 
almacenados, dicha Parte podrá reser-
varse, en relación con delitos distintos de 
los previstos con arreglo a los artículos 2 
a 11 del presente Convenio, el derecho a 
denegar la solicitud de conservación en 
virtud del presente artículo en los casos 
en que tenga motivos para creer que la 
condición de la doble tipificación penal 
no podrá cumplirse en el momento de la 
revelación.

5. Asimismo, las solicitudes de conser-
vación únicamente podrán denegarse si:
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a) La solicitud hace referencia a un 
delito que la Parte requerida considera 
delito político o delito relacionado con 
un delito político;

b) la Parte requerida considera que 
la ejecución de la solicitud podría atentar 
contra su soberanía, seguridad, orden 
público u otros intereses esenciales.

6. Cuando la Parte requerida consi-
dere que la conservación por sí sola no 
bastará para garantizar la futura disponi-
bilidad de los datos o pondrá en peligro 
la confidencialidad de la investigación de 
la Parte requirente o causará cualquier 
otro perjuicio a la misma, informará de 
ello sin demora a la Parte requirente, la 
cual decidirá entonces si debe pese a ello 
procederse a la ejecución de la soli-
citud.

7. Las medidas de conservación 
adoptadas en respuesta a la solicitud 
mencionada en el apartado 1 tendrán una 
duración mínima de sesenta días, con 
objeto de permitir a la Parte requirente 
presentar una solicitud de registro o de 
acceso de forma similar, confiscación u 
obtención de forma similar, o de revela-
ción de los datos. Cuando se reciba dicha 
solicitud, seguirán conservándose los 
datos hasta que se adopte una decisión 
sobre la misma.

Artículo 30. Revelación rápida de datos 
conservados sobre el tráfico.

1. Cuando, con motivo de la ejecu-
ción de una solicitud presentada de 
conformidad con el artículo 29 para la 
conservación de datos sobre el tráfico en 
relación con una comunicación especí-
fica, la Parte requerida descubra que un 
proveedor de servicios de otro Estado 
participó en la transmisión de la comuni-
cación, la Parte requerida revelará rápi-
damente a la Parte requirente un volumen 
suficiente de datos sobre el tráfico para 
identificar al proveedor de servicios y la 

vía por la que se transmitió la comunica-
ción.

2. La revelación de datos sobre el 
tráfico en virtud del apartado 1 única-
mente podrá denegarse si:

a) La solicitud hace referencia a un 
delito que la Parte requerida considera 
delito político o delito relacionado con 
un delito político;

b) la Parte requerida considera que 
la ejecución de la solicitud podría atentar 
contra su soberanía, seguridad, orden 
público u otros intereses esenciales.

Título 2. Asistencia mutua en relación 
con los poderes de investigación

Artículo 31. Asistencia mutua en relación 
con el acceso a datos informáticos alma-
cenados.

1. Una Parte podrá solicitar a otra 
Parte que registre o acceda de forma 
similar, confisque u obtenga de forma 
similar y revele datos almacenados por 
medio de un sistema informático situado 
en el territorio de la Parte requerida, 
incluidos los datos conservados en apli-
cación del artículo 29.

2. La Parte requerida dará respuesta 
a la solicitud aplicando los instrumentos 
internacionales, acuerdos y legislación 
mencionados en el artículo 23, así como 
de conformidad con otras disposiciones 
aplicables en el presente capítulo.

3. Se dará respuesta lo antes posible 
a la solicitud cuando:

a) Existan motivos para creer que los 
datos pertinentes están especialmente 
expuestos al riesgo de pérdida o modifi-
cación; o

b. los instrumentos, acuerdos o legis-
lación mencionados en el apartado 2 
prevean la cooperación rápida.

Artículo 32. Acceso transfronterizo a 
datos almacenados, con consenti-
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miento o cuando estén a disposición 
del público.

Una Parte podrá, sin la autorización de 
otra Parte:

a) Tener acceso a datos informáticos 
almacenados que se encuentren a dispo-
sición del público (fuente abierta), con 
independencia de la ubicación geográfica 
de dichos datos; o

b) tener acceso o recibir, a través de 
un sistema informático situado en su terri-
torio, datos informáticos almacenados 
situados en otra Parte, si la Parte obtiene 
el consentimiento lícito y voluntario de la 
persona legalmente autorizada para 
revelar los datos a la Parte por medio de 
ese sistema informático.

Artículo 33. Asistencia mutua para la 
obtención en tiempo real de datos 
sobre el tráfico.

1. Las Partes se prestarán asistencia 
mutua para la obtención en tiempo real 
de datos sobre el tráfico asociados a 
comunicaciones específicas en su terri-
torio transmitidas por medio de un sistema 
informático. Con sujeción a lo dispuesto 
en el apartado 2, dicha asistencia se regirá 
por las condiciones y procedimientos 
establecidos en el derecho interno.

2. Cada Parte prestará dicha asis-
tencia como mínimo respecto de los 
delitos por los que se podría conseguir la 
obtención en tiempo real de datos sobre 
el tráfico en un caso similar en su país.

Artículo 34. Asistencia mutua relativa a 
la interceptación de datos sobre el 
contenido.

Las Partes se prestarán asistencia mutua 
para la obtención o grabación en tiempo 
real de datos sobre el contenido de comu-
nicaciones específicas transmitidas por 
medio de un sistema informático en la 
medida en que lo permitan sus tratados y 
el derecho interno aplicables.

Título 3. Red 24/7

Artículo 35. Red 24/7.

1. Cada Parte designará un punto de 
contacto disponible las veinticuatro horas 
del día, siete días a la semana, con objeto 
de garantizar la prestación de ayuda 
inmediata para los fines de las investiga-
ciones o procedimientos relacionados 
con delitos vinculados a sistemas y datos 
informáticos, o para la obtención de 
pruebas electrónicas de un delito. Dicha 
asistencia incluirá los actos tendentes a 
facilitar las siguientes medidas o su adop-
ción directa, cuando lo permitan la legis-
lación y la práctica internas:

a) El asesoramiento técnico;

b) la conservación de datos en apli-
cación de los artículos 29 y 30;

c) la obtención de pruebas, el sumi-
nistro de información jurídica y la locali-
zación de sospechosos.

2. a) El punto de contacto de una 
Parte estará capacitado para mantener 
comunicaciones con el punto de contacto 
de otra Parte con carácter urgente.

b) Si el punto de contacto designado 
por una Parte no depende de la autoridad 
o de las autoridades de dicha Parte 
responsables de la asistencia mutua inter-
nacional o de la extradición, el punto de 
contacto velará por garantizar la coordi-
nación con dicha autoridad o autoridades 
con carácter urgente.

3. Cada Parte garantizará la disponi-
bilidad de personal debidamente formado 
y equipado con objeto de facilitar el 
funcionamiento de la red.

caPÍtulo iv

Disposiciones finales
Artículo 36. Firma y entrada en vigor.

1. El presente Convenio estará abierto 
a la firma de los Estados miembros del 
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Consejo de Europa y de los Estados no 
miembros que hayan participado en su 
elaboración.

2. El presente Convenio estará sujeto 
a ratificación, aceptación o aprobación. 
Los instrumentos de ratificación, acepta-
ción o aprobación se depositarán en 
poder del Secretario General del Consejo 
de Europa.

3. El presente Convenio entrará en 
vigor el primer día del mes siguiente a la 
expiración de un plazo de tres meses 
desde la fecha en que cinco Estados, de 
los cuales tres como mínimo sean 
Estados miembros del Consejo de 
Europa, hayan expresado su consenti-
miento para quedar vinculados por el 
Convenio de conformidad con lo 
dispuesto en los apartados 1 y 2.

4. Respecto de cualquier Estado 
signatario que exprese más adelante su 
consentimiento para quedar vinculado 
por el Convenio, éste entrará en vigor el 
primer día del mes siguiente a la expira-
ción de un plazo de tres meses desde la 
fecha en que haya expresado su consen-
timiento para quedar vinculado por el 
Convenio de conformidad con lo 
dispuesto en los apartados 1 y 2.

Artículo 37. Adhesión al Convenio.

1. Tras la entrada en vigor del presente 
Convenio, el Comité de Ministros del 
Consejo de Europa, previa consulta con 
los Estados Contratantes del Convenio y 
una vez obtenido su consentimiento 
unánime, podrá invitar a adherirse al 
presente Convenio a cualquier Estado 
que no sea miembro del Consejo y que 
no haya participado en su elaboración. La 
decisión se adoptará por la mayoría esta-
blecida en el artículo 20.d) del Estatuto 
del Consejo de Europa y con el voto 
unánime de los representantes con 
derecho a formar parte del Comité de 
Ministros.

2. Para todo Estado que se adhiera al 
Convenio de conformidad con lo 

dispuesto en el anterior apartado 1, el 
Convenio entrará en vigor el primer día 
del mes siguiente a la expiración de un 
plazo de tres meses desde la fecha del 
depósito del instrumento de adhesión en 
poder del Secretario General del Consejo 
de Europa.

Artículo 38. Aplicación territorial.

1. En el momento de la firma o del 
depósito de su instrumento de ratifica-
ción, aceptación, aprobación o adhesión, 
cada Estado podrá especificar el territorio 
o territorios a los que se aplicará el 
presente Convenio.

2. En cualquier momento posterior, 
mediante declaración dirigida al Secre-
tario General del Consejo de Europa, 
cualquier Parte podrá hacer extensiva la 
aplicación del presente Convenio a cual-
quier otro territorio especificado en la 
declaración. Respecto de dicho territorio, 
el Convenio entrará en vigor el primer día 
del mes siguiente a la expiración de un 
plazo de tres meses desde la fecha en que 
el Secretario General haya recibido la 
declaración.

3. Toda declaración formulada en 
virtud de los dos apartados anteriores 
podrá retirarse, respecto de cualquier 
territorio especificado en la misma, 
mediante notificación dirigida al Secre-
tario General del Consejo de Europa. La 
retirada surtirá efecto el primer día del 
mes siguiente a la expiración de un plazo 
de tres meses desde la fecha en que el 
Secretario General haya recibido dicha 
notificación.

Artículo 39. Efectos del Convenio.

1. La finalidad del presente Convenio 
es completar los tratados o acuerdos 
multilaterales o bilaterales aplicables 
entre las Partes, incluidas las disposi-
ciones de:
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– El Convenio europeo de extradición, 
abierto a la firma en París el 13 de 
diciembre de 1957 (STE n.º 24);

– el Convenio europeo de asistencia 
judicial en materia penal, abierto a la 
firma en Estrasburgo el 20 de abril de 
1959 (STE n.º 30);

– el Protocolo adicional al Convenio 
europeo de asistencia judicial en materia 
penal, abierto a la firma en Estrasburgo el 
17 de marzo de 1978 (STE n.º 99).

2. Si dos o más Partes han celebrado 
ya un acuerdo o tratado sobre las mate-
rias reguladas en el presente Convenio o 
han regulado de otra forma sus rela-
ciones al respecto, o si lo hacen en el 
futuro, tendrán derecho a aplicar, en 
lugar del presente Convenio, dicho 
acuerdo o tratado o a regular dichas 
relaciones en consonancia. No obstante, 
cuando las Partes regulen sus relaciones 
respecto de las materias contempladas 
en el presente Convenio de forma distinta 
a la establecida en el mismo, deberán 
hacerlo de una forma que no sea incom-
patible con los objetivos y principios del 
Convenio.

3. Nada de lo dispuesto en el presente 
Convenio afectará a otros derechos, 
restricciones, obligaciones y responsabi-
lidades de las Partes.

Artículo 40. Declaraciones.

Mediante notificación por escrito diri-
gida al Secretario General del Consejo de 
Europa, cualquier Estado podrá declarar, 
en el momento de la firma o del depósito 
de su instrumento de ratificación, acepta-
ción, aprobación o adhesión, que se 
acoge a la facultad de exigir elementos 
complementarios según lo dispuesto en 
los artículos 2, 3, 6.1.b), 7, 9.3 y 27.9.e).

Artículo 41. Cláusula federal.

1. Los Estados federales podrán reser-
varse el derecho a asumir las obligaciones 
derivadas del capítulo II del presente 

Convenio de forma compatible con los 
principios fundamentales por los que se 
rija la relación entre su gobierno central 
y los estados que lo formen u otras enti-
dades territoriales análogas, siempre que 
siga estando en condiciones de cooperar 
de conformidad con el capítulo III.

2. Cuando formule una reserva en 
aplicación del apartado 1, un Estado 
federal no podrá aplicar los términos de 
dicha reserva para excluir o reducir 
sustancialmente sus obligaciones en rela-
ción con las medidas contempladas en el 
capítulo II. En todo caso, deberá dotarse 
de una capacidad amplia y efectiva que 
permita la aplicación de las medidas 
previstas en dicho capítulo.

3. Por lo que respecta a las disposi-
ciones del presente Convenio cuya apli-
cación sea competencia de los estados 
federados o de otras entidades territo-
riales análogas que no estén obligados 
por el sistema constitucional de la fede-
ración a la adopción de medidas legisla-
tivas, el gobierno federal informará de 
esas disposiciones a las autoridades 
competentes de dichos estados, junto con 
su opinión favorable, alentándoles a 
adoptar las medidas adecuadas para su 
aplicación.

Artículo 42. Reservas.

Mediante notificación por escrito diri-
gida al Secretario General del Consejo de 
Europa, cualquier Estado podrá declarar, 
en el momento de la firma o del depósito 
de su instrumento de ratificación, acepta-
ción, aprobación o adhesión, que se 
acoge a una o varias de las reservas 
previstas en el apartado 2 del artículo 4, 
apartado 3 del artículo 6, apartado 4 del 
artículo 9, apartado 3 del artículo 10, 
apartado 3 del artículo 11, apartado 3 del 
artículo 14, apartado 2 del artículo 22, 
apartado 4 del artículo 29 y apartado 1 
del artículo 41. No podrán formularse 
otras reservas.
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Artículo 43. Situación de las reservas y 
retirada de las mismas.

1. La Parte que haya formulado una 
reserva de conformidad con el artículo 42 
podrá retirarla en todo o en parte mediante 
notificación dirigida al Secretario General 
del Consejo de Europa. Dicha retirada 
surtirá efecto en la fecha en que el Secre-
tario General reciba la notificación. Si en 
la notificación se indica que la retirada de 
una reserva surtirá efecto en una fecha 
especificada en la misma y ésta es poste-
rior a la fecha en que el Secretario General 
reciba la notificación, la retirada surtirá 
efecto en dicha fecha posterior.

2. La Parte que haya formulado una 
reserva según lo dispuesto en el artículo 
42 retirará dicha reserva, en todo o en 
parte, tan pronto como lo permitan las 
circunstancias.

3. El Secretario General del Consejo 
de Europa podrá preguntar periódica-
mente a las Partes que hayan formulado 
una o varias reservas según lo dispuesto 
en el artículo 42 acerca de las perspec-
tivas de que se retire dicha reserva.

Artículo 44. Enmiendas.

1. Cualquier Estado Parte podrá 
proponer enmiendas al presente 
Convenio, que serán comunicadas por el 
Secretario General del Consejo de Europa 
a los Estados miembros del Consejo de 
Europa, a los Estados no miembros que 
hayan participado en la elaboración del 
presente Convenio así como a cualquier 
Estado que se haya adherido al presente 
Convenio o que haya sido invitado a 
adherirse al mismo de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 37.

2. Las enmiendas propuestas por una 
Parte serán comunicadas al Comité 
Europeo de Problemas Penales (CDPC), 
que presentará al Comité de Ministros su 
opinión sobre la enmienda propuesta.

3. El Comité de Ministros examinará 
la enmienda propuesta y la opinión 

presentada por el CDPC y, previa consulta 
con los Estados Partes no miembros en el 
presente Convenio, podrá adoptar la 
enmienda.

4. El texto de cualquier enmienda 
adoptada por el Comité de Ministros de 
conformidad con el apartado 3 del 
presente artículo será remitido a las Partes 
para su aceptación.

5. Cualquier enmienda adoptada de 
conformidad con el apartado 3 del 
presente artículo entrará en vigor treinta 
días después de que las Partes hayan 
comunicado su aceptación de la misma 
al Secretario General.

Artículo 45. Solución de controversias.

1. Se mantendrá informado al Comité 
Europeo de Problemas Penales del 
Consejo de Europa (CDPC) acerca de la 
interpretación y aplicación del presente 
Convenio.

2. En caso de controversia entre las 
Partes sobre la interpretación o aplicación 
del presente Convenio, éstas intentarán 
resolver la controversia mediante negocia-
ciones o por cualquier otro medio pacífico 
de su elección, incluida la sumisión de la 
controversia al CDPC, a un tribunal arbi-
tral cuyas decisiones serán vinculantes 
para las Partes o a la Corte Internacional 
de Justicia, según acuerden las Partes inte-
resadas.

Artículo 46. Consultas entre las Partes.

1. Las Partes se consultarán periódi-
camente, según sea necesario, con objeto 
de facilitar:

a) La utilización y la aplicación efec-
tivas del presente Convenio, incluida la 
detección de cualquier problema deri-
vado del mismo, así como los efectos de 
cualquier declaración o reserva formu-
lada de conformidad con el presente 
Convenio;
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b) el intercambio de información 
sobre novedades significativas de carácter 
jurídico, político o tecnológico relacio-
nadas con la ciberdelincuencia y con la 
obtención de pruebas en formato electró-
nico;

c) el estudio de la conveniencia de 
ampliar o enmendar el presente 
Convenio.

2. Se mantendrá periódicamente 
informado al Comité Europeo de 
Problemas Penales (CDPC) acerca del 
resultado de las consultas mencionadas 
en el apartado 1.

3. Cuando proceda, el CDPC facili-
tará las consultas mencionadas en el 
apartado 1 y tomará las medidas necesa-
rias para ayudar a las Partes en sus 
esfuerzos por ampliar o enmendar el 
Convenio. Como máximo tres años 
después de la entrada en vigor del 
presente Convenio, el Comité Europeo de 
Problemas Penales (CDPC) llevará a cabo, 
en cooperación con las Partes, una revi-
sión de todas las disposiciones del 
Convenio y, en caso necesario, recomen-
dará las enmiendas procedentes.

4. Salvo en los casos en que sean 
asumidos por el Consejo de Europa, los 
gastos realizados para aplicar lo dispuesto 
en el apartado 1 serán sufragados por las 
Partes en la forma que éstas determinen.

5. Las Partes contarán con la asis-
tencia de la Secretaría del Consejo de 
Europa para desempeñar sus funciones 
en aplicación del presente artículo.

Artículo 47. Denuncia.

1. Cualquier Parte podrá denunciar 
en cualquier momento el presente 
Convenio mediante notificación dirigida 
al Secretario General del Consejo de 
Europa.

2. Dicha denuncia surtirá efecto el 
primer día del mes siguiente a la expira-
ción de un plazo de tres meses desde la 

fecha en que el Secretario General haya 
recibido la notificación.

Artículo 48. Notificación.

El Secretario General del Consejo de 
Europa notificará a los Estados miembros 
del Consejo de Europa, a los Estados no 
miembros que hayan participado en la 
elaboración del presente Convenio y a 
cualquier Estado que se haya adherido al 
mismo o que haya sido invitado a 
hacerlo:

a) Cualquier firma;

b) el depósito de cualquier instru-
mento de ratificación, aceptación, apro-
bación o adhesión;

c) cualquier fecha de entrada en 
vigor del presente Convenio de confor-
midad con los artículos 36 y 37;

d) cualquier declaración formulada 
en virtud del artículo 40 o reserva formu-
lada de conformidad con el artículo 42;

e) cualquier otro acto, notificación o 
comunicación relativo al presente 
Convenio.

En fe de lo cual, los infrascritos, debi-
damente autorizados a tal fin, firman el 
presente Convenio.

hecho en Budapest, el 23 de 
noviembre de 2001, en francés e inglés, 
siendo ambos textos igualmente autén-
ticos, en un ejemplar único que se depo-
sitará en los archivos del Consejo de 
Europa. El Secretario General del Consejo 
de Europa remitirá copias certificadas a 
cada uno de los Estados Miembros del 
Consejo de Europa, a los Estados no 
miembros que hayan participado en la 
elaboración del presente Convenio y a 
cualquier Estado invitado a adherirse al 
mismo.
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ESTADOS PARTE

Estados Firma Manifestación 
Consentimiento Entrada en Vigor Declaraciones 

y reservas

Albania 23-11-2001 20-06-2002 R 01-07-2004 S

Alemania 23-11-2001 09-03-2004 R 01-07-2009 S

Armenia 23-11-2001 12-10-2006 R 01-02-2007 S

Azerbaiyán 30-06-2008 15-03-2010 R 01-07-2010 S

Bosnia Y herzegovina 09-02-2005 19-05-2006 R 01-09-2006 S

Bulgaria 23-11-2001 07-04-2005 R 01-08-2005 S

Croacia 23-11-2001 17-10-2002 R 01-07-2004 S

Chipre 23-11-2001 19-01-2005 R 01-05-2005 S

Dinamarca 22-04-2003 21-06-2005 R 01-10-2005 S

Eslovaquia 04-02-2005 08-01-2008 R 01-05-2008 S

Eslovenia 24-07-2002 08-09-2004 R 01-01-2005 S

España 23-11-2001 03-06-2010 R 01-10-2010 S

Estados Unidos 23-11-2001 29-09-2006 R 01-01-2007 S

Estonia 23-11-2001 12-05-2003 R 01-07-2004 S

Finlandia 23-11-2001 24-05-2007 R 01-09-2007 S

Francia 23-11-2001 10-01-2006 Ap 01-05-2006 S

hungría 23-11-2001 04-12-2003 R 01-07-2004 S

Islandia 30-11-2001 29-01-2007 R 01-05-2007 S

Italia 23-11-2001 05-06-2008 R 01-10-2008 S

Letonia 05-05-2004 14-02-2007 R 01-06-2007 S

Lituania 23-06-2003 18-03-2004 R 01-07-2004 S

Macedonia, Antigua Republica 
Yugoslava de. 23-11-2001 15-09-2004 R 01-01-2005 S

Montenegro 07-04-2005 03-03-2010 R 01-07-2010 S

Noruega 23-11-2001 30-06-2006 R 01-10-2006 S

Paises Bajos 23-11-2001 16-11-2006 Ac 01-03-2007 S

Portugal 23-11-2001 24-03-2010 R 01-07-2010 S

Republica De Moldavia 23-11-2001 12-05-2009 R 01-09-2009 S

Rumania 23-11-2001 12-05-2004 R 01-09-2004 S

Serbia 07-04-2005 14-04-2009 R 01-08-2009 S

Ucrania 23-11-2001 10-03-2006 R 01-07-2006 S

R: Ratificación; Ap: Aprobación; Ac: Aceptación; S: Formula declaraciones o reservas
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declaraciones y reservas

Albania

Declaración consignada en una Nota 
Verbal de la Representación Permanente 
de Albania, con fecha 19 de junio de 
2006, registrada en la Secretaría General 
el 19 de junio de 2006-Original inglés.

De conformidad con el apartado 7 del 
artículo 24 del Convenio, Albania declara 
que la dirección de las autoridades 
responsables del envío o de la recepción 
de una solicitud de extradición o de 
detención provisional, en ausencia de un 
tratado, es:

Ministerio de Justicia, Bulevardi Zog I, 
Tirana.

Oficina Central Nacional de Interpol, 
Bulevardi Deshmoret e Kombit, Tirana.

Período de efecto: 19/6/2006.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 24.

Declaración consignada en una Nota 
Verbal de la Representación Permanente 
de Albania, con fecha 19 de junio de 
2006, registrada en la Secretaría General 
el 19 de junio de 2006. Original inglés.

De conformidad con el apartado 2 del 
artículo 27 del Convenio, Albania declara 
que la dirección de la autoridad central 
encargada de enviar las solicitudes de 
asistencia y de responder a las mismas, y 
de ejecutarlas o de transmitirlas a las 
autoridades competentes para su ejecu-
ción, es:

Ministerio de Justicia, Bulevardi Zog I, 
Tirana.

Período de efecto: 19/6/2006.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 27.

Declaración consignada en una Nota 
Verbal de la Representación Permanente 

de Albania, con fecha 10 de octubre de 
2006, registrada en Secretaría General el 
10 de octubre de 2006 - Or. ingl.

El punto de contacto de la Red 24/7 
designado por Albania es:

Police of State.

Ministry of Interior.

Bulevardi Deshmoret e Kombit.

Tirana.

Albania.

Período de efecto: 10/10/2006.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 35.

Alemania

Declaración consignada en una Nota 
Verbal de la Representación Permanente 
de Alemania depositada junto con el 
instrumento de ratificación el 9 de marzo 
de 2009. Original inglés.

De conformidad con el artículo 40 del 
Convenio, la República Federal de 
Alemania declara que se reserva la posi-
bilidad de exigir que:

(a) de conformidad con la segunda 
frase del artículo 2, el elemento suple-
mentario de la comisión con infracción 
de medidas de seguridad se incluya como 
un elemento del delito de espionaje de 
datos, tipificado en derecho alemán en el 
artículo 202a del Código Penal, conforme 
a la primera frase del artículo 2, y

(b) de conformidad con la segunda 
frase del artículo 7, el elemento suple-
mentario de «una intención fraudulenta 
o una intención delictiva similar», que 
adopta la forma de engaño en las transac-
ciones jurídicas, se incluya como 
elemento del delito de falsificación de 
datos jurídicamente probatorios, tipifi-
cado en derecho alemán en el artículo 
269 del Código Penal, conforme a la 
primera frase del artículo 7.
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Período de efecto: 1/7/2009.

La anterior declaración se refiere a los 
artículos 2, 40, 7.

Reserva consignada en una Nota Verbal 
de la Representación Permanente de 
Alemania depositada junto con el instru-
mento de ratificación el 9 de marzo de 
2009. Original inglés.

La República Federal de Alemania 
declara que hará valer el artículo 42 del 
Convenio en la medida en que:

(a) no se aplicará el apartado 1.ai del 
artículo 6 y el apartado b, en relación con 
los «dispositivos».

(b) no se tipificará como delito en 
virtud de la legislación nacional la tenta-
tiva de comisión de los actos a que se 
refiere el artículo 3, y

(c) podrán denegarse las solicitudes 
de conservación rápida de datos almace-
nados conforme al artículo 29 por causa 
de no reunirse la doble tipificación penal, 
a condición de que existan razones para 
creer que, en el momento de la revela-
ción, no se cumplirá la condición de 
doble tipificación, salvo en el caso de 
que el delito de que se trate sea un delito 
tipificado conforme a los artículos 2 a 
11.

Período de efecto: 1/7/2009.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 42.

Declaración consignada en una Nota 
Verbal de la Representación Permanente 
de Alemania depositada junto con el 
instrumento de ratificación el 9 de marzo 
de 2009. Original inglés.

De conformidad con el apartado 7.a 
del artículo 24 del Convenio, la Repú-
blica Federal de Alemania declara que la 
autoridad central responsable para el 
envío o la recepción de las solicitudes de 
extradición o de detención provisional es 

la Federal Foreign Office (dirección: 
Auswärtiges Amt, Werderscher Markt, 1, 
10117 Berlin).

Período de efecto: 1/7/2009.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 24.

Declaración consignada en una Nota 
Verbal de la Representación Permanente 
de Alemania depositada junto con el 
instrumento de ratificación el 9 de marzo 
de 2009. Original inglés.

De conformidad con el apartado 1 del 
artículo 35 del Convenio, la República 
Federal de Alemania declara que el punto 
de contacto designado para desempeñar 
las funciones especificadas en este 
artículo es la National high Tech Crime 
Unit de la Oficina Federal de la Policía 
Criminal (dirección: Thaerstr. 11, 65193 
Wiesbaden, tel.: 49-611-551-3101, fax: 
49-611-554-5100, correo electr.: 
so43auswertung@bka.bund.de (única-
mente para los casos no urgentes), y 
nhtcu@bka.de (únicamente para casos 
urgentes).

Período de efecto: 1/7/2009.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 35.

Declaración consignada en una carta 
del Representante Permanente de 
Alemania, de fecha 14 de mayo de 2009, 
registrada en la Secretaría General el 15 
de mayo de 2009. Original inglés.

De conformidad con el apartado 2.a 
del artículo 27 del Convenio, la Repú-
blica Federal de Alemania declara que la 
autoridad central encargada de las solici-
tudes de asistencia a falta de acuerdo 
internacional, es el Ministerio de Asuntos 
Exteriores (dirección: Auswärtiges Amt, 
Werderscher Markt, 1, 10117 Berlín).

Período de efecto: 1/7/2009.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 27.
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Armenia

Declaración transmitida por la Repre-
sentación Permanente de Armenia, con 
fecha 16 de julio de 2008, registrada en 
la Secretaría General el 16 de julio de 
2008 –Original inglés– confirmada por 
una comunicación de la Representación 
Permanente de Armenia, de fecha 10 de 
octubre de 2008; registrada en la Secre-
taría General el 10 de octubre de 2008. 
Original inglés.

De conformidad con el apartado 7 del 
artículo 24, el apartado 2 del artículo 27, 
y el apartado 1 del artículo 35 del 
Convenio sobre la Ciberdelincuencia, la 
República de Armenia designa como 
punto de contacto nacional a fines de 
cooperación en la lucha contra la ciber-
delincuencia, disponible las veinticuatro 
horas del día y siete días a la semana:

Sr. Samvel hovsepyan.

Mayor de la Policía.

Jefe de la 3.ª División del 1er Departa-
mento del Departamento Principal de 
Lucha contra la Delincuencia Interna-
cional Organizada de la Policía de la 
República de Armenia.

Tel.: +(37410) 562718.

Fax: +(37410) 578467.

Correo electr.: cybercrime@police.am

Período de efecto: 16/7/2008.

La anterior declaración se refiere a los 
artículos 24, 27, 35.

Azerbaiyán

Reserva aneja a los plenos poderes 
remitidos al Secretario General en el 
momento de la firma del instrumento, el 
30 de junio de 2008 –Original inglés– y 
confirmada en el instrumento de ratifica-
ción depositado el 15 de marzo de 2010. 
Original inglés.

De conformidad con el artículo 42 y el 
apartado 2 del artículo 4 del Convenio, 

la República de Azerbaiyán declara que 
la responsabilidad penal se produce 
cuando la conducta a que se refiere el 
artículo 4 del Convenio provoque daños 
graves.

Período de efecto: 1/7/2010.

La anterior declaración se refiere a los 
artículos 4, 42.

Reserva aneja a los plenos poderes 
remitidos al Secretario General en el 
momento de la firma del instrumento, el 
30 de junio de 2008 –Original inglés– y 
confirmada en el instrumento de ratifica-
ción depositado el 15 de marzo de 2010. 
Original inglés.

En lo que se refiere al inciso «b» del 
apartado 1 del artículo 6 del Convenio, 
la República de Azerbaiyán declara que 
en los casos en que los actos no se consi-
deren delitos peligrosos para la pobla-
ción, los mismos no se tipificarán como 
delitos, sino como actos punibles por 
violar la ley. En la hipótesis de que la 
perpetración deliberada de actos suscep-
tibles de sanción que no se consideren 
delitos peligrosos para la población (tanto 
por acción como por omisión) genere 
daños graves, dichos actos serán califi-
cados como delitos.

Período de efecto: 1/7/2010.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 6.

Reserva aneja a los plenos poderes 
remitidos al Secretario General en el 
momento de la firma del instrumento, el 
30 de junio de 2008 –Original inglés– y 
confirmada en el instrumento de ratifica-
ción depositado el 15 de marzo de 2010. 
Original inglés.

En lo que se refiere al apartado 3 del 
artículo 6 del Convenio, la República de 
Azerbaiyán considera que los actos indi-
cados en el apartado 1 del artículo 6 del 
Convenio no son delitos, sino actos puni-
bles por violar la ley en los casos en que 
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dichos actos no se consideran delitos 
peligrosos para la población, y declara 
que dichos actos serán objeto de diligen-
cias penales únicamente cuando se 
produzcan un daño grave.

Período de efecto: 1/7/2010.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 6.

Reserva aneja a los plenos poderes 
remitidos al Secretario General en el 
momento de la firma del instrumento, el 
30 de junio de 2008 –Original inglés– y 
confirmada en el instrumento de ratifica-
ción depositado el 15 de marzo de 2010. 
Original inglés.

En lo que se refiere al artículo 42 y al 
apartado 4 del artículo 29 del Convenio, 
la República de Azerbaiyán se reserva el 
derecho de denegar la solicitud de 
conservación en virtud del presente 
artículo en los casos en que tenga motivos 
para creer que, en el momento de la 
divulgación, no se cumplirá la condición 
de doble tipificación penal.

Período de efecto: 1/7/2010.

La anterior declaración se refiere a los 
artículos 29,42.

Declaración aneja a los plenos poderes 
remitidos al Secretario General en el 
momento de la firma del instrumento, el 
30 de junio de 2008 –Original inglés– y 
confirmada en el instrumento de ratifica-
ción depositado el 15 de marzo de 2010. 
Original inglés.

En virtud del inciso «a» del apartado 7 
del artículo 24 del Convenio, a falta de un 
tratado de extradición, la República de 
Azerbaiyán designa al Ministerio de 
Justicia como la autoridad responsable 
para recibir las solicitudes relativas a la 
extradición y la detención provisional.

Período de efecto: 1/7/2010.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 24.

Declaración aneja a los plenos poderes 
remitidos al Secretario General en el 
momento de la firma del instrumento, el 
30 de junio de 2008 –Original inglés– y 
confirmada en el instrumento de ratifica-
ción depositado el 15 de marzo de 2010. 
Original inglés.

En virtud del inciso «c» del apartado 2 
del artículo 27 del Convenio, la Repú-
blica de Azerbaiyán designa al Ministerio 
de Seguridad Nacional (dirección: 1, 
Inshaatchilar Avenue, Bakú, AZ 1073, 
República de Azerbaiyán; correo electr.: 
contact@justice.gov.az) como la auto-
ridad responsable para enviar y responder 
a las solicitudes de asistencia recíproca y 
a la cumplimentación de tales solici-
tudes.

Período de efecto: 1/7/2010.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 27.

Declaración aneja a los plenos poderes 
remitidos al Secretario General en el 
momento de la firma del instrumento, el 
30 de junio de 2008 –Original inglés– y 
confirmada en el instrumento de ratifica-
ción depositado el 15 de marzo de 2010. 
Original inglés.

En virtud del inciso «e» del apartado 9 
del artículo 27 del Convenio, la Repú-
blica de Azerbaiyán informa al Secretario 
General de que, por razones de eficacia, 
las solicitudes efectuadas en virtud del 
presente apartado deberán dirigirse a suu 
autoridad central.

Período de efecto: 1/7/2010 -

La anterior declaración se refiere al 
artículo 27.

Declaración aneja a los plenos poderes 
remitidos al Secretario General en el 
momento de la firma del instrumento, el 
30 de junio de 2008 –Original inglés– y 
confirmada en el instrumento de ratifica-
ción depositado el 15 de marzo de 2010 
– Original inglés.
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En virtud del apartado 1 del artículo 35 
del Convenio, la República de Azerbaiyán 
designa al Ministerio de Seguridad 
Nacional (dirección: 2, Parliament Avenue, 
Bakú, AZ 1006, República de Azerbaiyán; 
correo electr.: secretoffice@mns.gov.az) 
como punto de contacto disponible las 
veinticuatro horas del día, siete días a la 
semana, con el fin de garantizar la presta-
ción de ayuda inmediata para los fines de 
las investigaciones o de procedimientos 
en relación con delitos vinculados a 
sistemas y datos informáticos, o para la 
obtención de pruebas electrónicas de un 
delito.

Período de efecto: 1/7/2010.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 35.

Declaración aneja a los plenos poderes, 
remitida al Secretario General en el 
momento de la firma del instrumento, el 
30 de junio de 2008 –Original inglés– y 
confirmada en el instrumento de ratifica-
ción depositado el 15 de marzo de 2010. 
Original inglés.

De conformidad con el artículo 38 del 
Convenio, la República de Azerbaiyán 
declara que la aplicación de las disposi-
ciones del Convenio en los territorios de 
la República de Azerbaiyán ocupados por 
la República de Armenia, únicamente 
podrá garantizarse en el caso de que 
dichos territorios sean liberados de esa 
ocupación.

(Se adjunta mapa esquematizado de 
los territorios ocupados de la República 
de Azerbaiyán.)

Período de efecto: 1/7/2010.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 38.

Bosnia y Herzegovina

Declaración transmitida por una 
comunicación de la Representación 
Permanente de Bosnia y herzegovina, de 
fecha 6 de agosto de 2008, y confirmada 

por una carta de la Encargada de Nego-
cios a.i. de Bosnia y herzegovina, de 
fecha 28 de octubre de 2008, registrada 
en Secretaría General el 29 de octubre de 
2008 - Original francés.

De conformidad con el apartado 7 del 
artículo 24, el apartado 2 del artículo 27, 
y el apartado 1 del artículo 35 del 
Convenio sobre la Ciberdelincuencia, 
Bosnia y herzegovina ha designado 
como autoridad central a los fines del 
Convenio, a: la Agencia central de Infor-
mación e Investigación de Bosnia y 
herzegovina. El punto de contacto es es 
el Sr. Jasmin GOGIC, Director de la 
Oficina Regional de Sarajevo de la 
Agencia central de Información e Investi-
gación de Bosnia y herzegovina.

Período de efecto: 29/10/2008.

La declaración anterior se refiere a los 
artículos 24, 27, 35.

Bulgaria

Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 7 de abril de 
2005. Original inglés.

De conformidad con el apartado 3 del 
artículo 14 del Convenio, la República de 
Bulgaria se reserva el derecho de aplicar 
únicamente las medidas estipuladas en el 
artículo 20 a los delitos graves, definidos 
como tales en el Código Penal de 
Bulgaria.

Período de efecto: 1/8/2005.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 14.

Declaración consignada en una Nota 
Verbal de la Representación Permanente 
de Bulgaria, con fecha 9 de septiembre 
de 2005, registrada en la Secretaría 
General el 12 de septiembre de 2005. 
Original inglés.

De conformidad con el apartado 7.a 
del artículo 24 del Convenio, la Repú-
blica de Bulgaria declara que designa al 
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Ministerio de Justicia como autoridad 
central responsable del envío y la recep-
ción de una solicitud de extradición, y a 
la Oficina del Fiscal del Tribunal Supremo 
de Casación como autoridad central 
responsable del envío y la recepción de 
una solicitud de detención provisional.

Período de efecto: 12/9/2005.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 24.

Declaración consignada en una Nota 
Verbal de la Representación Permanente 
de Bulgaria, con fecha 9 de septiembre 
de 2005, registrada en la Secretaría 
General el 12 de septiembre de 
2005-Original inglés.

De conformidad con el apartado 2.c 
del artículo 27 del Convenio, la Repú-
blica de Bulgaria declara que designa 
como autoridades centrales encargadas 
de enviar las solicitudes de asistencia 
judicial y de responder a las mismas, a:

La Oficina del Fiscal del Tribunal 
Supremo de Casación, con respecto a las 
solicitudes de asistencia formuladas en la 
fase de diligencias previas al proceso;

el Ministerio de Justicia, con respecto 
a las solicitudes de asistencia formuladas 
en la fase del proceso;

Período de efecto: 12/9/2005.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 27.

Declaración consignada en una Nota 
Verbal de la Representación Permanente 
de Bulgaria, con fecha 9 de septiembre 
de 2005, registrada en la Secretaría 
General el 12 de septiembre de 
2005-Original inglés.

De conformidad con el apartado 1 del 
artículo 35 del Convenio, la República de 
Bulgaria declara que designa al Servicio 
Nacional para la Lucha contra la Delin-
cuencia Organizada del Ministerio del 
Interior para desempeñar las funciones de 

punto de contacto con respecto a las 
investigaciones relativas a la ciberdelin-
cuencia.

Período de efecto: 12/9/2005.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 35.

Croacia

Declaración consignada en una carta 
de la Encargada de Negocios a.i. de 
Croacia, de fecha 8 de enero de 2009, 
registrada en la Secretaría General el 9 de 
enero de 2009. Original inglés.

De conformidad con el apartado 7 del 
artículo 24, el apartado 2 del artículo 27 
y el apartado 1 del artículo 35 del 
Convenio sobre la ciberdelincuencia, 
Croacia designa como autoridades 
competentes a los fines del Convenio:

Artículos 24 y 27: el Ministerio de 
Justicia. Dezmanova 6, 10 000 Zagreb.

Artículo 35. el Ministerio del Interior, 
Policía-Dirección de la Policía Criminal, 
Ilica 335, 10 000 Zagreb.

Período de efecto: 9/1/2009.

La declaración anterior se refiere a los 
artículos 24, 27, 35.

Chipre

Declaración consignada en una Nota 
Verbal del Ministerio de Justicia de Chipre, 
completada por una Nota Verbal de la 
Representación Permanente de Chipre, de 
fecha 4 de agosto de 2009, registrada en la 
Secretaría General el 5 de agosto de 2009 
- Original francés.

El Gobierno de la República de Chipre 
designa como autoridad responsable del 
envío y la recepción de una solicitud de 
extradición o de detención provisional, 
en ausencia de un tratado, y conforme al 
artículo 24 del Convenio, de las solici-
tudes formuladas en virtud del artículo 27 
del Convenio, como punto de contacto 
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en virtud del artículo 35 del Convenio, y 
conforme a lo dispuesto en la parte 17 de 
la Ley de 2004 (22(III)/2004) (Ratifica-
ción) del Convenio sobre la Ciberdelin-
cuencia, desde su entrada en vigor, (a 
saber, el 30 de abril de 2004), a la 
siguiente autoridad:

Ministerio de Justicia y de Orden 
Público.

Athalassas Av. 125.

1461 Nicosia.

Tel.: +357 22 805928

Fax: +357 22 518328

Correo electr.: emorphaki@mjpo.cy

registry@mjpo.gov.cy

Período de efecto: 5/8/2009.

La declaración anterior se refiere a los 
artículos 24, 27, 35.

Dinamarca

Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 21 de junio 
de 2005. Original inglés.

De conformidad con el apartado 4 del 
artículo 9 del Convenio, el Gobierno del 
Reino de Dinamarca declara que el 
ámbito de los delitos previstos en el 
artículo 9 no incluirá la posesión de 
imágenes pornográficas de una persona 
de quince años de edad, si la persona 
afectada hubiera prestado su consenti-
miento a dicha posesión, véase el inciso 
«e» del apartado 1 del artículo 9.

Período de efecto: 1/10/2005.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 9.

Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 21 de junio 
de 2005. Original inglés.

De conformidad con el apartado 4 del 
artículo 9 del Convenio, el Gobierno del 
Reino de Dinamarca declara que el 
ámbito de los delitos previstos en el 

artículo 9 no incluirá las representaciones 
visuales de una persona que parezca un 
menor, comportándose de forma sexual-
mente implícita, véase el inciso «b» del 
apartado 2 del artículo 9.

Período de efecto: 1/10/2005.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 9.

Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 21 de junio 
de 2005. Original inglés.

De conformidad con el inciso a. del 
apartado 3 del artículo 14 del Convenio, 
el Gobierno del Reino de Dinamarca 
declara que aplicará el artículo 20 en 
relación con los datos sobre el tráfico 
únicamente cuando, de conformidad con 
el artículo 21, exista una obligación de 
facultar a las autoridades competentes 
para interceptar los datos sobre el conte-
nido, cuando se trate de investigaciones 
sobre delitos graves, definidos en la ley 
nacional.

Período de efecto: 1/10/2005.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 14.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 21 de 
junio de 2005. Original inglés.

En aplicación del artículo 38 del 
Convenio, el Gobierno del Reino de 
Dinamarca declara que, hasta que no se 
produzca otra decisión posterior, el 
Convenio no se aplicará a las islas Feroe 
ni a Groenlandia.

Período de efecto: 1/10/2005.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 38.

Declaración consignada en una carta 
del Representante Permanente de Dina-
marca, de fecha 28 de septiembre de 
2005, registrada en la Secretaría General 
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el 30 de septiembre de 2005. Original 
inglés.

De conformidad con el apartado 7 del 
artículo 24 del Convenio, el Gobierno del 
Reino de Dinamarca designa como auto-
ridad competente al Ministerio de 
Justicia.

Slotsholmsgade 10, DK-1216 Copen-
hague K, Dinamarca.

Período de efecto: 1/10/2005.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 24.

Declaración consignada en una carta 
del Representante Permanente de Dina-
marca, de fecha 28 de septiembre de 
2005, registrada en la Secretaría General 
el 30 de septiembre de 2005. Original 
inglés.

De conformidad con el apartado 2 del 
artículo 27 del Convenio, el Gobierno del 
Reino de Dinamarca designa como auto-
ridad competente al Ministerio de 
Justicia.

Slotsholmsgade 10, DK-1216 Copen-
hague K, Dinamarca.

Período de efecto: 1/10/2005.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 27.

Declaración consignada en una carta 
del Representante Permanente de Dina-
marca, de fecha 28 de septiembre de 
2005, registrada en la Secretaría General 
el 30 de septiembre de 2005. Original 
inglés.

De conformidad con el apartado 1 del 
artículo 35 del Convenio, el Gobierno del 
Reino de Dinamarca designa como auto-
ridad competente a la Policía Nacional 
danesa. Departamento de Policía, Politi-
torvet 14, DK-1780 Copenhague V, Dina-
marca.

Período de efecto: 1/10/2005.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 35

Eslovaquia

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 8 de 
enero de 2008. Original inglés.

De conformidad con el artículo 40 del 
Convenio, la República Eslovaca se 
reserva la posibilidad de exigir un 
elemento suplementario en el sentido del 
artículo 2 del Convenio y, para tipificar 
como delito un acceso ilícito, exige que 
el delito se cometa infringiendo las 
medidas de seguridad, con la intención 
de obtener datos informáticos o con otra 
intención delictiva, o en relación con un 
sistema informático conectado a otro 
sistema informático.

Período de efecto: 1/5/2008.

La declaración anterior se refiere a los 
artículos 2, 40.

Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 8 de enero de 
2008. Original inglés.

De conformidad con el artículo 42 y el 
apartado 4 del artículo 29 del Convenio, 
la República Eslovaca se reserva el 
derecho de denegar la solicitud de 
conservación en los casos en que tenga 
motivos para creer que, en el momento 
de la revelación, no podrá cumplirse la 
condición de la doble tipificación 
penal.

Período de efecto: 1/5/2008.

La declaración anterior se refiere a los 
artículos 29, 42.

Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 8 de enero de 
2008. Original inglés.

De conformidad con el artículo 42 y el 
apartado 2 del artículo 4 del Convenio, 
la República Eslovaca se reserva el 
derecho de exigir, para tipificar como 
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delito la conducta indicada en el apar-
tado 1 del artículo 4, que provoque daños 
graves.

Período de efecto: 1/5/2008.

La declaración anterior se refiere a los 
artículos 4, 42.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 8 de 
enero de 2008. Original inglés.

De conformidad con el apartado 7.a 
del artículo 24, la República Eslovaca 
declara que el Ministerio de Justicia de la 
República Eslovaca (Zupné námestie 13, 
81311 Bratislava) ha sido designado 
como autoridad responsable del envío y 
de la recepción de las solicitudes de 
extradición. La autoridad competente 
para recibir las solicitudes de detención 
provisional es el fiscal competente de la 
Oficina del Fiscal Regional y el Ministerio 
de Justicia de la República Eslovaca. La 
autoridad competente para enviar las 
solicitudes de detención provisional es el 
Ministerio de Justicia de la República 
Eslovaca y el tribunal competente para 
expedir una orden de detención interna-
cional.

Período de efecto: 1/5/2008.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 24.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 8 de 
enero de 2008 – Original inglés.

De conformidad con el apartado 2.a 
del artículo 27 del Convenio, la Repú-
blica Eslovaca declara que las autoridades 
centrales son el Ministerio de Justicia de 
la República Eslovaca (Zupné námestie 
13, 81311 Bratislava) y la Oficina del 
Fiscal General (Stúrova 2, 81285 Bratis-
lava).

Período de efecto: 1/5/2008.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 27.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 8 de 
enero de 2008 - Original inglés

De conformidad con el artículo 35 del 
Convenio, la República Eslovaca declara 
que el punto de contacto es el Presidium 
of the Police Forces, International Police 
Cooperation Office, Oficina Central 
Nacional de Interpol (Vajnorská 25, 
81272 Bratislava).

Período de efecto: 1/5/2008.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 35.

Eslovenia

Declaración consignada en una Nota 
Verbal de la Representación Permanente 
de Eslovenia, de fecha 19 de diciembre 
de 2006, registrada en Secretaría General 
el 20 de diciembre de 2006. Original 
inglés.

De conformidad con el apartado 7 del 
artículo 24 del Convenio, la República de 
Eslovenia declara que:

El Ministerio de Asuntos Exteriores es 
la autoridad responsable del envío o de 
la recepción de solicitudes de extradición 
en ausencia de un tratado:

Ministry of Foreign Affairs of the Repu-
blic of Slovenia.

Presernova 25

SI – 1000 Ljubljana

Tel.: +386 1 478 2000

el Ministerio del Interior, Criminal 
Investigation Police Directorate, Interna-
tional Police Cooperation Section es la 
autoridad responsable del envío o de la 
recepción de solicitudes de detención 
provisional en ausencia de un tratado:

Ministerio del Interior.

Criminal Investigation Police Directo-
rate.
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International Police Cooperation 
Section.

Tel.: +386 1 428 4780

Fax: +386 1 251 75 16

Móvil (Oficial de Guardia):  +386 41 
713 680; +386 41 713 699

Correo electr.: interpol.ljubljana@poli-
cija.si

Período de efecto: 20/12/2006.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 24.

Declaración consignada en una Nota 
Verbal de la Representación Permanente 
de Eslovenia, de fecha 19 de diciembre 
de 2006, registrada en Secretaría General 
el 20 de diciembre de 2006. Original 
inglés.

De conformidad con el apartado 2 del 
artículo 27 del Convenio, la República de 
Eslovenia designa al Ministerio de Justicia 
como autoridad central responsable para 
enviar o responder a las solicitudes de 
asistencia:

Ministry of Justice.

Zupanciceva 3.

SI – 1000 Ljubljana.

Período de efecto: 20/12/2006.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 27.

Declaración consignada en una Nota 
Verbal de la Representación Permanente 
de Eslovenia, de fecha 19 de diciembre 
de 2006, registrada en Secretaría General 
el 20 de diciembre de 2006 - Original. 
inglés.

De conformidad con el artículo 35 del 
Convenio, la República de Eslovenia 
designa como punto de contacto dispo-
nible las veinticuatro horas del día y siete 
días a la semana, al Ministerio del Inte-
rior, Criminal Investigation Police Direc-

torate, International Police Cooperation 
Section:

Ministry of the Interior.

Criminal Investigation Police Directo-
rate.

International Police Cooperation 
Section.

Tel.: +386 1 428 4780

Fax: +386 1 251 75 16

Móvil (Oficial de Guardia):  +386 41 
713 680; +386 41 713 699

Correo electr.:  interpol.ljubljana@
policija.si

Período de efecto: 20/12/2006.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 35.

España

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 3 de 
junio de 2010. Original inglés.

Para el caso de que el presente Convenio 
sobre la Ciberdelincuencia sea extendido 
por el Reino Unido a Gibraltar, el Reino 
de España desea formular la siguiente 
declaración:

1. Gibraltar es un territorio no autó-
nomo de cuyas relaciones exteriores es 
responsable el Reino Unido y que está 
sometido a un proceso de descoloniza-
ción de acuerdo con las decisiones y 
resoluciones pertinentes de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas.

2. Las autoridades de Gibraltar tienen 
un carácter local y ejercen competencias 
exclusivamente internas que tienen su 
origen y fundamento en la distribución y 
atribución de competencias efectuadas 
por el Reino Unido, de conformidad con 
lo previsto en su legislación interna, en su 
condición de Estado soberano del que 
depende el citado territorio no autó-
nomo.
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3. En consecuencia, la eventual 
participación de las autoridades gibralta-
reñas en la aplicación del presente 
Convenio se entenderá realizada exclusi-
vamente en el marco de las competencias 
internas de Gibraltar y no podrá conside-
rarse que produce cambio alguno 
respecto de lo previsto en los dos párrafos 
precedentes.»

Período de efecto: 1/10/2010.

Declaración consignada en una carta 
depositada junto con el instrumento de 
ratificación el 3 de junio de 2010. Original 
inglés.

De acuerdo con los artículos 24 y 27 
del Convenio, España declara que la 
autoridad central designada es la Subdi-
rección General de Cooperación Jurídica 
Internacional del Ministerio de Justicia.

Período de efecto: 1/10/2010.

La declaración anterior se refiere a los 
artículos 24, 27.

Declaración consignada en una carta 
depositada junto con el instrumento de 
ratificación el 3 de junio de 2010. Original 
inglés.

De acuerdo con el artículo 35 del 
Convenio, España declara que la auto-
ridad central designada es la Comisaría 
General de Policía Judicial del Ministerio 
del Interior.

Período de efecto: 1/10/2010.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 35.

Estados Unidos de América

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 29 de 
septiembre de 2006. Original inglés.

En aplicación de los artículos 2 y 40 
del Convenio, Estados Unidos de América 
declara que, en virtud de la legislación de 
Estados Unidos, el delito tipificado en el 
artículo 2 («Acceso ilegal») incluye como 

requisito complementario la intención de 
obtener datos informáticos.

Período de efecto: 1/1/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 2.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 29 de 
septiembre de 2006. Original inglés.

En aplicación de los artículos 6 y 40 
del Convenio, Estados Unidos de América 
declara que, en virtud de la legislación de 
Estados Unidos, el delito tipificado en el 
artículo 6.1.b («Abuso de dispositivos») 
incluye como requisito la posesión de 
una cantidad mínima de elementos. 
Dicha cantidad deberá ser igual que la 
prevista en la ley federal aplicable de 
Estados Unidos.

Período de efecto: 1/1/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 6.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 29 de 
septiembre de 2006. Original inglés.

En aplicación de los artículos 7 y 40 
del Convenio, Estados Unidos de América 
declara que, en virtud de la legislación de 
Estados Unidos, el delito tipificado en el 
artículo 7 («Falsificación informática») 
incluye como requisito la intención frau-
dulenta.

Período de efecto: 1/1/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 7.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 29 de 
septiembre de 2006. Original inglés.

En aplicación de los artículos 27 y 40 
del Convenio, Estados Unidos de América 
declara que las solicitudes formuladas a 
Estados Unidos en virtud del artículo 
27.9.e («Procedimientos relativos a las 
solicitudes de asistencia en ausencia de 
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acuerdos internacionales aplicables») 
deberán dirigirse a su autoridad central 
en materia de asistencia.

Período de efecto: 1/1/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 27.

Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 29 de 
septiembre de 2006. Original inglés.

En aplicación de los artículos 4 y 42 
del Convenio, Estados Unidos de América 
se reserva el derecho de exigir que la 
conducta provoque daños graves, que se 
determinarán conforme a la ley federal 
aplicable de Estados Unidos.

Período de efecto: 1/1/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 4.

Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 29 de 
septiembre de 2006. Original inglés.

En aplicación de los artículos 6 y 42 
del Convenio, Estados Unidos de América 
se reserva el derecho de no aplicar los 
apartados 1.a.i y 1.b del artículo 6 
(«Abuso de dispositivos») en lo que se 
refiere a los dispositivos principalmente 
diseñados o adaptados para permitir la 
comisión de los delitos tipificados en el 
artículo 4 («Interferencia en los datos») y 
en el artículo 5 («Interferencia en el 
sistema»).

Período de efecto: 1/1/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 6.

Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 29 de 
septiembre de 2006. Original inglés.

En aplicación de los artículos 9 y 42 
del Convenio, Estados Unidos de América 
se reserva el derecho de aplicar los apar-
tados 2.b y c del artículo 9 únicamente 
en la medida en que sean compatibles 

con la Constitución de Estados Unidos, 
tal como se interpreta por Estados Unidos 
y del modo previsto en el derecho federal, 
en el que se prevé, por ejemplo, el delito 
de difusión de material considerado 
pornográfico en virtud de las normas apli-
cables en Estados Unidos.

Período de efecto: 1/1/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 9.

Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 29 de 
septiembre de 2006. Original inglés.

En aplicación de los artículos 10 y 42 
del Convenio, Estados Unidos de América 
se reserva el derecho de imponer otros 
remedios eficaces en lugar de la respon-
sabilidad penal en virtud de los apartados 
1 y 2 del artículo 10 («Delitos relacio-
nados con las infracciones de la propiedad 
intelectual y de los derechos afines»), en 
lo que se refiere a las infracciones de 
determinados derechos de alquiler, en la 
medida en que la penalización de tales 
infracciones no sea necesaria en aplica-
ción de las obligaciones asumidas por 
Estados Unidos en virtud de los acuerdos 
enumerados en los apartados 1 y 2.

Período de efecto: 1/1/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 10.

Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 29 de 
septiembre de 2006. Original inglés.

En aplicación de los artículos 22 y 42 
del Convenio, Estados Unidos de América 
se reserva el derecho de no aplicar en 
parte los incisos b, c y d del apartado 1 
del artículo 22 («Jurisdicción»). Estados 
Unidos no afirmará su plena jurisdicción 
con respecto a los delitos cometidos fuera 
de su territorio por sus ciudadanos, o a 
bordo de buques que ostenten su pabe-
llón o de aeronaves matriculadas según 
sus leyes. No obstante, la ley de Estados 
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Unidos establece su jurisdicción respecto 
de determinado número de delitos, que 
deben tipificarse en virtud del Convenio, 
cometidos en el extranjero por ciuda-
danos de Estados Unidos en circunstan-
cias que impliquen intereses federales 
específicos, así como sobre cierto número 
de delitos cometidos a bordo de buques 
con pabellón de Estados Unidos o de 
aeronaves matriculadas según las leyes 
de Estados Unidos. En estos casos, Estados 
Unidos aplicarán los apartados 1b., c. y 
d. en la medida prevista por su legisla-
ción federal.

Período de efecto: 1/1/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 22.

Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 29 de 
septiembre de 2006. Original inglés.

En aplicación de los artículos 41 y 42 
del Convenio, Estados Unidos de América 
se reserva el derecho de asumir las obli-
gaciones derivadas del Capítulo II del 
Convenio de forma compatible con los 
principios fundamentales de su federa-
lismo.

Período de efecto: 1/1/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 41.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 29 de 
septiembre de 2006. Original inglés.

En aplicación del apartado 7 del 
artículo 24 del Convenio, Estados Unidos 
no designarán una autoridad responsable 
de las solicitudes de extradición o de 
detención provisional, en ausencia de un 
tratado, dado que Estados Unidos conti-
nuarán apoyándose en tratados de extra-
dición bilaterales, y que la autoridad 
responsable del envío o de la recepción 
de una solicitud de extradición en Estados 
Unidos se establece en los tratados de 
extradición bilaterales aplicables.

Período de efecto: 1/1/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 24.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 29 de 
septiembre de 2006. Original inglés.

En aplicación del apartado 2 del 
artículo 27 del Convenio, la autoridad 
central de Estados Unidos de América 
designada para la asistencia a los fines 
del Convenio es la: Office of International 
Affairs, United States Department of 
Justice, Criminal Division, Washington, 
D.C., 20530.

Período de efecto: 1/1/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 27.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 29 de 
septiembre de 2006. Original inglés.

En aplicación del apartado 1 del 
artículo 35 del Convenio, el punto de 
contacto disponible las veinticuatro horas 
del día y siete días a la semana, con 
objeto de garantizar la prestación de 
ayuda inmediata para los fines del 
Convenio, es la: Computer Crime and 
Intellectual Property Section, United 
States Department of Justice, Criminal 
Division, Washington, D.C. 20530. Los 
datos de contacto de la Computer Crime 
and Intellectual Property Section son los 
siguientes:

Red 24/7: Estados Unidos de 
América.

Contacto:

Computer Crime and Intellectual 
Property Section (CCIPS)

U. S. Department of Justice, 
Washington, D.C.

Descripción del contacto:
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CCIPS es una sección de la División 
Penal del Departamento de Justicia de 
Estados Unidos, que incluye a 40 juristas, 
con experiencia en la obtención de 
pruebas electrónicas, encargados de 
combatir la ciberdelincuencia y el robo 
de propiedad intelectual.

Período de efecto: 1/1/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 35.

Estonia

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 12 de 
mayo de 2003 - Original inglés/estonio.

De conformidad con el inciso «a» del 
apartado 7 del artículo 24 del Convenio, 
la República de Estonia designa al Minis-
terio de Justicia, en ausencia de un tratado 
de extradición, como autoridad respon-
sable para el envío o la recepción de una 
solicitud de extradición o de detención 
provisional.

Período de efecto: 1/7/2004.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 24.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 12 de 
mayo de 2003 - Original inglés/estonio.

De conformidad con el inciso «c» del 
apartado 2 del artículo 27 del Convenio, 
la República de Estonia designa al Minis-
terio de Justicia como autoridad central 
encargada de enviar las solicitudes de 
asistencia judicial o de responder a las 
mismas, así como de ejecutarlas o trans-
mitirlas a las autoridades competentes 
para su ejecución.

Período de efecto: 1/7/2004.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 27.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 12 de 
mayo de 2003 - Original inglés/estonio.

De conformidad con el apartado 1 del 
artículo 35 del Convenio, la República de 
Estonia designa a la Policía judicial 
central como punto de contacto.

Período de efecto: 1/7/2004.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 35.

Declaración consignada en una carta 
del Representante Permanente de Estonia, 
de fecha 5 de octubre de 2007, registrada 
en la Secretaría General el 8 de octubre 
de 2007. Original inglés.

Estonia designa como punto de 
contacto para la Red 24/24 7/7:

Sr. Dmitri Rudakov.

Estonian Central Criminal Police.

Tel.: +372.612.3684

Correo electr.: dmitri.rudakov@kkp.
pol.ee

Período de efecto: 8/10/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 35.

Finlandia

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 24 
de mayo de 2007. Original inglés.

De conformidad con el artículo 2 del 
Convenio, la República de Finlandia 
declara que exige, para que el acceso 
ilícito previsto en este artículo sea sancio-
nable, que el delito se cometa infrin-
giendo medidas de seguridad.

Período de efecto: 1/9/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 2.
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Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 24 de mayo 
de 2007. Original inglés.

De conformidad con el apartado 3 del 
artículo 11 del Convenio, la República de 
Finlandia declara que no aplicará el apar-
tado 2 de dicho artículo, relativo a la 
penalización de la tentativa, a los daños 
penales insignificantes ni a las falsifica-
ciones insignificantes.

Período de efecto: 1/9/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 11.

Reservas consignadas en el instru-
mento de ratificación depositado el 24 
de mayo de 2007. Original inglés.

De conformidad con el apartado 3.a 
del artículo 14 del Convenio, la Repú-
blica de Finlandia declara que única-
mente aplicará el artículo 20 a los delitos 
dirigidos contra un sistema informático 
cometidas utilizando un equipo de 
terminal de telecomunicaciones, al 
proxenetismo, las amenazas a personas 
que deban ser oídas en el marco de la 
administración de justicia, poniendo en 
peligro, la comisión de delitos incluidos 
en la legislación sobre narcóticos o la 
tentativa de los delitos anteriormente 
indicados, los actos de preparación de los 
delitos cometidos con fines terroristas y 
delitos castigados con penas de al menos 
cuatro años de prisión.

De conformidad con el apartado 3.b 
del artículo 14 del Convenio, la Repú-
blica de Finlandia declara que no apli-
cará las medidas indicadas en los artículos 
20 y 21 a las comunicaciones transmi-
tidas dentro de un sistema informático, si 
el sistema funciona en beneficio de un 
grupo cerrado de usuarios y no utiliza 
redes públicas de comunicaciones y no 
está conectado a otro sistema informático, 
sea público o privado.

Período de efecto: 1/9/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 14.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 24 de 
mayo de 2007. Original inglés.

De conformidad con el apartado 1 del 
artículo 35 del Convenio, la República de 
Finlandia designa al «National Bureau of 
Investigation, Criminal Intelligence Divi-
sion / Communications Centre» como 
punto de contacto disponible las veinti-
cuatro horas del día y siete días a la 
semana.

Período de efecto: 1/9/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 35.

Declaración consignada en una carta 
del Representante Permanente Adjunto 
de Finlandia, de fecha 14 de junio de 
2007, registrada en Secretaría General el 
18 de junio de 2007. Original inglés.

De conformidad con el apartado 7 del 
artículo 24 del Convenio, la República de 
Finlandia declara que la autoridad 
responsable del envío o de la recepción 
de las solicitudes con respecto a Finlandia 
es:

con respecto a las solicitudes de extra-
dición, el Ministerio de Justicia, Eteläes-
planadi 10, FIN-00130 helsinki, y

con respecto a las solicitudes de deten-
ción provisional, la Oficina Nacional de 
Investigación, Jokiniemenkuja 4, 
FIN-01370 Vantaa, Fax: +358-
983.886.299; correo electr.: KRP-RTP-
VI.P@krp.poliisi.fi

Período de efecto: 1/9/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 24.

Declaración consignada en una carta 
del Representante Permanente Adjunto 
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de Finlandia, de fecha 14 de junio de 
2007, registrada en Secretaría General el 
18 de junio de 2007. Original inglés.

De conformidad con el apartado 2.a 
del artículo 27 del Convenio, la Repú-
blica de Finlandia declara que la auto-
ridad central encargada de enviar las 
solicitudes de asistencia o de responder a 
las mismas, ejecutarlas o transmitirlas a 
las autoridades competentes para su 
ejecución, es el Ministerio de Justicia, 
Eteläesplanadi 10, FIN-00130 helsinki.

Período de efecto: 1/9/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 27.

Francia:

Declaración consignada en el instru-
mento de aprobación depositado el 10 de 
enero de 2006 - Original francés.

De conformidad con el artículo 21 del 
Convenio, Francia únicamente aplicará 
las medidas previstas en el artículo 21 
cuando el delito perseguido esté casti-
gado con pena de prisión igual o superior 
a dos años.

Período de efecto: 1/5/2006.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 21.

Declaración consignada en el instru-
mento de aprobación depositado el 10 de 
enero de 2006 - Original francés.

De conformidad con el artículo 27 del 
Convenio, Francia indica que, incluso en 
casos de urgencia:

las solicitudes de asistencia procedentes 
de autoridades judiciales francesas y desti-
nadas a las autoridades judiciales extran-
jeras se transmitirán por mediación del 
Ministerio de Justicia (Ministère de la 
Justice, 13, Place Vendôme, 75042 París 
Cedex 01):

las solicitudes de asistencia proce-
dentes de autoridades judiciales extran-
jeras y destinadas a las autoridades judi-
ciales francesas se transmitirán por 
conducto diplomático (Ministère des 
Affaires étrangères, 37, Quai d’Orsay, 
75700 París 07 SP).

Período de efecto: 1/5/2006.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 27.

Reserva consignada en el instrumento 
de aprobación depositado el 10 de enero 
de 2006 - Original francés.

De conformidad con el apartado 2.b 
del artículo 9 del Convenio, Francia apli-
cará el apartado 1 del artículo 9 a todo 
material pornográfico que represente de 
manera visual a una persona que parezca 
un menor comportándose de una forma 
sexualmente explícita, siempre que no se 
pruebe que dicha persona tenía dieciocho 
años de edad el día de la toma o graba-
ción de su imagen.

Período de efecto: 1/5/2006.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 9.

Reserva consignada en el instrumento 
de aprobación depositado el 10 de enero 
de 2006 - Original francés.

De conformidad con el artículo 22 del 
Convenio, Francia declara que se reserva 
el derecho de no fijar su jurisdicción 
cuando el delito no recaiga bajo la 
competencia territorial de ningún Estado. 
Francia declara, además, que cuando el 
delito sea susceptible de sanción penal 
en el lugar en el que se cometió, su perse-
cución únicamente podrá ejercerse a 
instancias del Ministerio público y deberá 
ir precedida de una denuncia o querella 
de la víctima o de sus derechohabientes 
o de una denuncia oficial de la autoridad 
del país donde se hubiere cometido el 
hecho (artículo 22.1.d).
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Período de efecto: 1/5/2006.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 22.

Declaración consignada en el instru-
mento de aprobación depositado el 10 de 
enero de 2006 – Original francés.

De conformidad con el artículo 24 del 
Convenio, Francia indica que:

– el Ministerio de Asuntos Exteriores 
será la autoridad responsable para el 
envío y la recepción de una solicitud de 
extradición en ausencia de un tratado 
(Ministère des Affaires étrangères, 37, 
Quai d’Orsay, 75700 París 07 SP).

– el Fiscal de la República territorial-
mente competente será la autoridad 
responsable para el envío y la recepción 
de una solicitud de detención provisional 
en ausencia de un tratado.

Período de efecto: 1/5/2006.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 24.

Declaración consignada en el instru-
mento de aprobación depositado el 10 de 
enero de 2006 - Original francés.

De conformidad con el artículo 35 del 
Convenio, Francia designa como punto 
de contacto a la Oficina Central de Lucha 
contra la delincuencia relacionada con la 
tecnología de la información y de la 
comunicación (11, Rue des Saussaies, 
75800 París).

Período de efecto: 1/5/2006.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 35.

Hungría

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 4 de 
diciembre de 2003. Original inglés.

De conformidad con el inciso e. del 
apartado 9 del artículo 27, la República 
de hungría informa que, razones de 
eficacia, las solicitudes que se refieren a 
este apartado deberán ir dirigidas a su 
autoridad central, por razones prácticas.

Período de efecto: 1/7/2004.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 27.

Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 4 de 
diciembre de 2003. Original inglés.

De conformidad con el apartado 4 del 
artículo 9, la República de hungría se 
reserva el derecho de no aplicar el inciso 
b. del apartado 2 del artículo 9.

Período de efecto: 1/7/2004.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 9.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 4 de 
diciembre de 2003. Original inglés.

De conformidad con el inciso a. del 
apartado 7 del artículo 24 del Convenio, 
la República de hungría comunica que 
el Ministerio de Justicia, en ausencia de 
un tratado, es responsable del envío o de 
la recepción de las solicitudes de extradi-
ción o de detención provisional. La 
Oficina Central Nacional de Interpol es 
únicamente responsable del envío o de la 
recepción de solicitudes de detención 
provisional.

Período de efecto: 1/7/2004.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 24

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 4 de 
diciembre de 2003. Original inglés.

De conformidad con los incisos a. y c. 
del apartado 2 del artículo 27, la Repú-
blica de hungría comunica que, con rela-
ción a las solicitudes expedidas antes del 
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inicio del procedimiento penal, la auto-
ridad central designada es:

the hungarian National Police Interna-
tional Implementing Co-operation 
Centre.

Budapest, Reve u. 4-6.

1139 - hungría.

Con relación a las solicitudes expe-
didas después del inicio del procedi-
miento penal, la autoridad central desig-
nada es:

la Oficina del Fiscal General de la 
República de hungría.

Budapest, Markó u. 4-6.

1055 - hungría.

Período de efecto: 1/7/2004.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 27.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 4 de 
diciembre de 2003 – Original inglés.

De conformidad con el artículo 35, la 
República de hungría comunica que el 
punto de contacto disponible las veinti-
cuatro horas del día y siete días a la 
semana, designado es el «hungarian 
National Police International Implemen-
ting Co-operation Centre».

Período de efecto: 1/7/2004.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 35.

Islandia

Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 29 de enero 
de 2007. Original inglés.

De conformidad con el apartado 4 del 
artículo 9 del Convenio, Islandia se 
reserva el derecho de no aplicar los 

incisos b. y c. del apartado 2 del artículo 
9 del Convenio.

Período de efecto: 1/5/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 9.

Declaración consignada en una carta 
del Representante Permanente de Islandia, 
depositada junto con el instrumento de 
ratificación el 29 de enero de 2007. 
Original inglés.

De conformidad con el apartado 7 del 
artículo 24 del Convenio, el Gobierno de 
Islandia designa al Ministerio de Justicia, 
Skuggasundi, 150 Reykjavik, Islandia, 
como la autoridad responsable del envío 
o de la recepción de una solicitud de 
extradición o de detención provisional, 
en ausencia de un tratado.

Período de efecto: 1/5/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 24.

Declaración consignada en una carta 
del Representante Permanente de Islandia, 
depositada junto con el instrumento de 
ratificación el 29 de enero de 2007. 
Original inglés.

De conformidad con el apartado 2 del 
artículo 27 del Convenio, el Gobierno de 
Islandia designa al Ministerio de Justicia, 
Skuggasundi, 150 Reykjavik, Islandia, 
como la autoridad encargada de enviar 
las solicitudes de asistencia y de responder 
a las mismas, ejecutarlas, o transmitirlas 
a las autoridades competentes para su 
ejecución.

Período de efecto: 1/5/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 27.

Declaración consignada en una carta 
del Representante Permanente de Islandia, 
depositada junto con el instrumento de 
ratificación el 29 de enero de 2007. 
Original inglés.
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De conformidad con el artículo 35 del 
Convenio, el Gobierno de Islandia 
designa al National Commissioner of the 
Icelandic Police (Rikislögreglustjórinn), 
Skúlagata 21, 101 Reykjavik, Islandia, 
como punto de contacto disponible las 
veinticuatro horas del día y siete días a la 
semana, con objeto de garantizar la pres-
tación de ayuda inmediata para los fines 
de las investigaciones relativas a los 
delitos vinculados a sistemas y datos 
informáticos o para la obtención de 
pruebas electrónicas de un delito.

Período de efecto: 1/5/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 35.

Italia

Declaración consignada en dos Notas 
Verbales remitidas en el momento del 
depósito del instrumento de ratificación 
el 5 de junio de 2008 - Original francés.

De conformidad con el apartado 7 del 
artículo 24, y el apartado 2 del artículo 
27 del Convenio, la República Italiana 
declara que la autoridad central desig-
nada es el Ministro de Justicia de la Repú-
blica Italiana:

Ministerio de Justicia.

Departamento para Asuntos Judi-
ciales.

Dirección General de la Justicia 
Penal.

Oficina II (Cooperación Judicial Inter-
nacional).

Viale Aremula 70.

I – 00186 Roma.

Tel.: 0039.06.68.85.21.80

Fax:  0039.06.68.85.73.59

Correo electr.: ufficio2.dgpenale.dag@
giustizia.it

Período de efecto: 1/10/2008.

La anterior declaración se refiere a los 
artículos 24, 27.

Declaración consignada en una Nota 
Verbal remitida en el momento del depó-
sito del instrumento de ratificación el 5 
de junio de 2008 - Original francés.

De conformidad con el artículo 35 del 
Convenio, la República Italiana declara 
que el Ministerio del Interior designará el 
punto de contacto de acuerdo con el 
Ministro de Justicia.

Período de efecto: 1/10/2008.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 35.

Declaración consignada en una carta 
del Representante Permanente de Italia, 
de fecha 19 de junio de 2009, registrada 
en Secretaría General el 22 de junio de 
2009 –Original inglés– y actualizada por 
medio de una carta del Representante 
Permanente de Italia, de fecha 9 de junio 
de 2010, registrada en Secretaría General 
el 9 de junio de 2010. Original inglés.

De conformidad con el apartado 1 del 
artículo 35 del Convenio, Italia designa 
al «Servizio Polizia Postale e delle Comu-
nicazioni» del Ministerio del Interior 
como punto de contacto con respecto a 
la Red 24/7. Los datos del servicio son:

Servizio Polizia Postale e delle Comu-
nicazioni.

Via Tuscolana 1548

Tel.: 0039.06.46.53.01.00

Fax:  0039.06.46.53.01.33

Correo electr.: htcemergency@interno.it

Período de efecto: 22/6/2009.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 35.

Letonia

Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 14 de febrero 
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de 2007 –Original inglés– y completada 
por una carta del Ministro de Asuntos Exte-
riores de Letonia, de fecha 31 de mayo de 
2007, registrada en Secretaría General el 
3 de julio de 2007. Original inglés.

De conformidad con el apartado 2 del 
artículo 22 del Convenio, la República de 
Letonia se reserva el derecho de no afirmar 
su jurisdicción con respecto a ninguno de 
los delitos tipificados en los artículos 2 a 
11 del Convenio cuando el delito se 
cometa por uno de sus nacionales, si dicho 
delito es susceptible de sanción penal en 
el lugar en el que se cometió.

Período de efecto: 1/6/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 22.

Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 14 de febrero 
de 2007. Original inglés.

De conformidad con el apartado 4 del 
artículo 29 del Convenio, la República de 
Letonia se reserva el derecho de denegar 
la solicitud de conservación en virtud de 
dicho artículo en los casos en que tenga 
motivos para creer que, en el momento 
de la revelación, no podrá satisfacerse la 
condición de la doble tipificación.

Período de efecto: 1/6/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 29.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 14 de 
febrero de 2007. Original inglés.

De conformidad con el apartado 7.a. 
del artículo 24 del Convenio, la Repú-
blica de Letonia declara que la autoridad 
responsable del envío o de la recepción 
de una solicitud de extradición o de 
detención provisional, en ausencia de un 
tratado, es:

Prosecutor General Office.

Kalpaka Blvd. 6, Riga.

LV-1801, Letonia.

Tel.: +371 6 7044400

Fax: +371 6 7044449

Correo electr.: webmaster@lrp.gov.lv

Período de efecto: 1/6/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 24.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 14 de 
febrero de 2007. Original inglés.

De conformidad con el apartado 2.c. 
del artículo 27 del Convenio, la República 
de Letonia declara que la autoridad encar-
gada de enviar las solicitudes de asistencia 
o de responder a las mismas, ejecutarlas 
o transmitirlas a las autoridades compe-
tentes para su ejecución, es:

Ministry of Justice.

Brivibas Blvd. 36, Riga.

LV-1536, Letonia.

Tel.: +371 6 7036801

Fax: +371 6 7285575

Correo electr.: tm.kancelaja@tm.gov.lv

Período de efecto: 1/6/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 27.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 14 de 
febrero de 2007. Original inglés.

De conformidad con el apartado 1 del 
artículo 35 del Convenio, la República de 
Letonia declara que el punto de contacto 
es:

International Cooperation Department 
of Central Criminal Police Department of 
State Police.

Brivibas Str. 61, Riga.

LV-1010, Letonia.
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Tel.: +371 6 7075031

Fax: +371 6 7075053

Correo electr.: kanc@vp.gov.lv

Período de efecto: 1/6/2007.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 35.

Lituania

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 18 de 
marzo de 2004 –Original inglés– y confir-
mada por una Nota Verbal del Ministerio 
de Asuntos Exteriores de Lituania, de 
fecha 26 de abril de 2004, registrada en 
Secretaría General el 10 de mayo de 
2004. Original inglés.

De conformidad con el artículo 40 y el 
artículo 2 del Convenio, la República de 
Lituania declara que existe responsabi-
lidad penal en virtud del acto descrito en 
el artículo 2 del Convenio por el acceso 
ilegítimo a la totalidad o a una parte de 
un sistema informático infringiendo 
medidas de seguridad de un ordenador o 
de una red informática.

Período de efecto: 1/7/2004.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 2.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 18 
de marzo de 2004 –Original inglés– y 
confirmada por una Nota Verbal del 
Ministerio de Asuntos Exteriores de 
Lituania, de fecha 26 de abril de 2004, 
registrada en Secretaría General el 10 
de mayo de 2004. Original inglés.

De conformidad con el artículo 40 y el 
inciso e. del apartado 9 del artículo 27 
del Convenio, la República de Lituania 
declara que, por razones de eficacia, las 
solicitudes de asistencia formuladas en 
virtud del apartado 9 del artículo 27 
deberán ir dirigidas a las autoridades 
centrales anteriormente designadas.

Período de efecto: 1/7/2004.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 27.

Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 18 de marzo 
de 2004 –Original inglés– y confirmada 
por una Nota Verbal del Ministerio de 
Asuntos Exteriores de Lituania, de fecha 
26 de abril de 2004, registrada en Secre-
taría General el 10 de mayo de 2004. 
Original inglés.

De conformidad con el artículo 42 y el 
apartado 2 del artículo 4 del Convenio, 
la República de Lituania declara que 
existe responsabilidad penal cuando los 
actos definidos en el artículo 4 del 
Convenio provoquen daños graves.

Período de efecto: 1/7/2004.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 4.

Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 18 de marzo 
de 2004 –Original inglés– y confirmada 
por una Nota Verbal del Ministerio de 
Asuntos Exteriores de Lituania, de fecha 
26 de abril de 2004, registrada en Secre-
taría General el 10 de mayo de 2004. 
Original inglés.

De conformidad con el artículo 42 y el 
apartado 4 del artículo 29 del Convenio, 
la República de Lituania declara que se 
reserva el derecho a denegar la solicitud 
de conservación de datos en los casos en 
que tenga motivos para creer que, en el 
momento de la revelación, el delito en 
cuya virtud se formula la solicitud de 
conservación de datos no tendrá la consi-
deración de delito en virtud de las leyes 
de la República de Lituania.

Período de efecto: 1/7/2004.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 29.

Boletín núm. 2118–Pág. 70



– 2377 –

           

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 18 de 
marzo de 2004 –Original inglés– y confir-
mada por una Nota Verbal del Ministerio 
de Asuntos Exteriores de Lituania, de 
fecha 26 de abril de 2004, registrada en 
Secretaría General el 10 de mayo de 
2004. Original inglés.

En aplicación del inciso a. del apar-
tado 7 del artículo 24 del Convenio, la 
República de Lituania declara que designa 
al Ministerio de Justicia y a la Oficina del 
Fiscal General de la República de Lituania 
como autoridades responsables del ejer-
cicio de las funciones mencionadas en el 
inciso a. del apartado 7 del artículo 24 
del Convenio.

Período de efecto: 1/7/2004.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 24.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 18 de 
marzo de 2004 –Original inglés– y confir-
mada por una Nota Verbal del Ministerio 
de Asuntos Exteriores de Lituania, de 
fecha 26 de abril de 2004, registrada en 
Secretaría General el 10 de mayo de 
2004. Original inglés.

En aplicación del inciso a. del apar-
tado 2 del artículo 27 del Convenio, la 
República de Lituania declara que designa 
al Ministerio de Justicia y a la Oficina del 
Fiscal General de la República de Lituania 
como autoridades centrales para el ejer-
cicio de las funciones mencionadas en el 
artículo 27.

Período de efecto: 1/7/2004.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 27.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 18 de 
marzo de 2004 –Original inglés– y confir-
mada por una Nota Verbal del Ministerio 
de Asuntos Exteriores de Lituania, de 
fecha 26 de abril de 2004, registrada en 

Secretaría General el 10 de mayo de 
2004. Original inglés.

En aplicación del apartado 1 del 
artículo 35 del Convenio, la República 
de Lituania declara que designa al 
Departamento de Policía del Ministerio 
del Interior de la República de Lituania 
como autoridad competente para ejer-
citar las funciones indicadas en el 
artículo 35.

Período de efecto: 1/7/2004.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 35.

Antigua República Yugoslava de 
Macedonia

Declaración del Ministerio de Asuntos 
Exteriores de la República de Macedonia, 
de fecha 7 de octubre de 2004, transmi-
tida por la Representación Permanente, y 
registrada en Secretaría General el 29 de 
noviembre de 2004. Original inglés.

De conformidad con el inciso a. del 
apartado 7 del artículo 24 del Convenio, 
la República de Macedonia declara que 
designa al Ministerio de Justicia de la 
República de Macedonia como autoridad 
responsable de ejecutar las funciones 
estipuladas en el inciso a. del apartado 7 
del artículo 24.

Período de efecto: 1/1/2005.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 24.

Declaración del Ministerio de Asuntos 
Exteriores de la República de Macedonia, 
de fecha 7 de octubre de 2004, transmi-
tida por la Representación Permanente, y 
registrada en Secretaría General el 29 de 
noviembre de 2004. Original inglés.

De conformidad con el inciso a. del 
apartado 2 del artículo 27 del Convenio, 
la República de Macedonia declara que 
designa al Ministerio de Justicia de la 
República de Macedonia como autoridad 
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central para ejercitar las funciones estipu-
ladas en el artículo 27.

Período de efecto: 1/1/2005.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 27.

Declaración consignada en una Nota 
Verbal de la Representación Permanente 
de «la Antigua República Yugoslava de 
Macedonia», de fecha 12 de octubre de 
2006, registrada en Secretaría General el 
13 de octubre de 2006. Original inglés.

El punto de contacto de la Red 24/7 
designado por la República de Mace-
donia es:

Sr. Marko Zvrlevski.

Deputy Public Prosecutor.

Department for Fight against Crime 
and Corruption.

Office of Public Prosecutor.

ul. Krste Misirkov bb.

1000 Skopje.

Tel. Mov.: 0038970.397849

Correo electr.: oficce@zjorm.org.mk

Período de efecto: 13/10/2006 -

La anterior declaración se refiere al 
artículo 35.

Moldavia

Declaración consignada en una carta 
del Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
la Integración Europea de Moldavia y en 
el instrumento de ratificación depositados 
el 12 de mayo de 2009. Original inglés.

De conformidad con el inciso a. del 
apartado 7 del artículo 24 y del inciso c. 
del apartado 2 del artículo 27 del 
Convenio, la República de Moldavia 
declara que las autoridades que se indican 
a continuación son las encargadas de la 
recepción y del envío de las solicitudes 

de asistencia, extradición o detención 
provisional:

a) Oficina del Fiscal General - con 
respecto a las solicitudes de asistencia, 
extradición o detención provisional 
formuladas en la fase de las diligencias 
penales.

Dirección: 26, Banulescu – Bodoni str., 
MD-2012 Chisinau, República de 
Moldavia. Tel.: (+37322) 221 470; Fax: 
(+373 22) 234 797.

b) Ministerio de Justicia - con 
respecto a las solicitudes de asistencia, 
extradición o detención provisional 
formuladas durante la fase judicial de 
ejecución de la pena.

Dirección: 82, calle 31 de agosto de 
1989, MD-2012 Chisinau, República de 
Moldavia. Tel.: (+37322) 234 795; Fax: 
(+373 22) 234 797.

Período de efecto: 1/9/2009.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 24.

Declaración consignada en una carta 
del Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
la Integración Europea de Moldavia y en 
el instrumento de ratificación depositados 
el 12 de mayo de 2009. Original inglés.

De conformidad con el inciso e. del 
apartado 9 del artículo 27 del Convenio, 
la República de Moldavia declara que 
todas las solicitudes formuladas en la fase 
de las diligencias penales deberán diri-
girse a la Oficina del Fiscal General, 
mientras las formuladas en la fase del 
juicio oral o en la de ejecución de la 
pena, deberán ir dirigidas al Ministerio de 
Justicia.

Período de efecto: 1/9/2009.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 27.

Declaración consignada en una carta 
del Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
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la Integración Europea de Moldavia y en 
el instrumento de ratificación depositados 
el 12 de mayo de 2009. Original inglés.

De conformidad con el apartado 1 del 
artículo 35 del Convenio, se designa al Sr. 
Octavian BUSUIOC, Dirección de 
Prevención y Lucha contra la ciberdelin-
cuencia, y de Información y Delitos 
Transnacionales del Ministerio del Inte-
rior, como punto de contacto encargado 
de garantizar la cooperación interna-
cional inmediata y permanente en el 
ámbito de la lucha contra la ciberdelin-
cuencia.

Dirección: 14, Bucuriei str., MD-2004 
Chisinau, República de Moldavia. Tel.: 
(+37322) 577 262; Fax: (+373 22) 577 
278.

Período de efecto: 1/9/2009.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 35.

Declaración consignada en una carta 
del Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
la Integración Europea de Moldavia y en 
el instrumento de ratificación depositados 
el 12 de mayo de 2009. Original inglés.

De conformidad con el apartado 1 del 
artículo 38 del Convenio, la República de 
Moldavia precisa que las disposiciones 
del Convenio únicamente serán aplica-
bles en el territorio controlado efectiva-
mente por las autoridades de la República 
de Moldavia.

Período de efecto: 1/9/2009.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 38.

Montenegro

Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 3 de marzo 
de 2010. Original inglés.

De conformidad con el apartado 4 del 
artículo 9 del Convenio, y en relación 
con el inciso e. del apartado 1 del artículo 
9, Montenegro declara que la obtención 

de pornografía infantil por medio de 
sistemas informáticos para uno mismo o 
para otras personas, y la posesión de 
pornografía infantil en un sistema infor-
mático o un medio de almacenamiento 
de datos informáticos no deberá conside-
rarse como delito cuando la persona que 
aparezca en dicho material tenga catorce 
años de edad y haya prestado su consen-
timiento.

Período de efecto: 1/7/2010.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 9.

Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 3 de marzo 
de 2010. Original inglés.

De conformidad con el apartado 4 del 
artículo 9, y en relación con el inciso b. 
del apartado 2 del artículo 9 del Convenio, 
Montenegro declara que el material que 
contenga la representación visual de una 
persona que parezca un menor compor-
tándose de una forma sexualmente explí-
cita del modo indicado en el inciso b. del 
apartado 2 del artículo 9 del presente 
Convenio, no deberá considerarse como 
pornografía infantil.

Período de efecto: 1/7/2010.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 9.

Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 3 de marzo 
de 2010. Original inglés.

De conformidad con el apartado 3 del 
artículo 14, y en relación con el artículo 
20 del Convenio, Montenegro declara 
que aplicará las medidas mencionadas en 
el artículo 20 únicamente sobre la base 
de la decisión de un tribunal competente 
de Montenegro, si ello es necesario para 
el desarrollo de un proceso penal o por 
razones de seguridad para Montenegro.

Período de efecto: 1/7/2010.
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La anterior declaración se refiere a los 
artículos 14, 20.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 3 de 
marzo de 2010. Original inglés.

De conformidad con el apartado 7 del 
artículo 24 del Convenio, Montenegro 
declara que la autoridad responsable del 
envío o de la recepción de una solicitud 
de extradición, en ausencia de un tratado, 
es el Ministerio de Justicia de Montenegro 
(dirección: Vuka Karadzica 3, 81 000 
Podgorica), mientras que la autoridad 
responsable del envío o de la recepción 
de una solicitud de detención provisional, 
en ausencia de un tratado, es la NCB 
Interpol en Podgorica (dirección: Bulevar 
Svetog Petra Cetinjskog 22, 81 000 
Podgorica).

Período de efecto: 1/7/2010.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 24.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 3 de 
marzo de 2010. Original inglés.

De conformidad con el apartado 2 del 
artículo 27 del Convenio, Montenegro 
declara que la autoridad central respon-
sable del envío o de la recepción de soli-
citudes de asistencia y de responder a las 
mismas, ejecutarlas o transmitirlas a las 
autoridades competentes para su ejecu-
ción, es, en ausencia de un tratado, el 
Ministerio de Justicia de Montenegro 
(dirección: Vuka Karadzica 3, 81 000 
Podgorica).

Período de efecto: 1/7/2010.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 27.

Noruega

Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 30 de junio 
de 2006. Original inglés.

En aplicación del apartado 3 del 
artículo 6 del Convenio, el Gobierno del 
Reino de Noruega se reserva el derecho 
de no aplicar el artículo 6.1.a.i del 
Convenio.

Período de efecto: 1/10/2006.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 6.

Reservas y declaraciones consignadas 
en el instrumento de ratificación y en una 
Nota Verbal de la Representación Perma-
nente de Noruega, depositados simultá-
neamente el 30 de junio de 2006. Original 
inglés.

En aplicación del apartado 3 del artículo 
14 del Convenio, el Gobierno del Reino 
de Noruega se reserva el derecho de no 
aplicar las medidas mencionadas en el 
artículo 20.  Obtención en tiempo real de 
datos sobre el tráfico, en el caso de los 
delitos menos graves.

Aclaración de lo que se entiende por 
«delitos menos graves».

En aplicación del apartado 3 del 
artículo 14 del Convenio, las Partes 
pueden reservarse el derecho de aplicar 
únicamente las medidas indicadas en el 
artículo 20 (Obtención en tiempo real de 
datos sobre el tráfico), a los delitos o cate-
gorías de delitos especificados en la 
reserva. Se indica en la reserva noruega 
que Noruega no desea autorizar la obten-
ción en tiempo real de datos sobre el 
tráfico, en relación de los delitos menos 
graves.

El artículo 216b de la Ley de Procedi-
miento Penal Noruega prevé la obtención 
de datos relativos al tráfico en los casos 
en que existan motivos legítimos para 
sospechar que una persona ha cometido 
o intentado cometer un delito castigado 
con pena de prisión igual o superior a 
cinco años, o de haber infringido dispo-
siciones penales específicas.
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La utilización de diversas formas de 
control de las comunicaciones y otras 
medidas coercitivas intrusivas para la inti-
midad, se limita especialmente a los casos 
que impliquen delitos graves, definidos 
como aquellos castigados con pena de 
prisión igual o superior a cinco años.

Aclaración de la relación entre la 
reserva y al aplicación de los artículos 20 
y 21 en la legislación noruega.

El derecho a aplicar las medidas indi-
cadas en el artículo 20 únicamente a los 
delitos especificados en la reserva, está 
sometido a la condición de que el ámbito 
de los delitos a los que se aplica el artículo 
20 no sea más reducido que el ámbito de 
delitos a los que se aplican las medidas 
indicadas en el artículo 21. La condición 
prevista en el artículo 14 debe interpre-
tarse en el sentido de que el ámbito de 
delitos con respecto a los cuales los datos 
sobre el tráfico puedan ser recogidos en 
tiempo real, no sea más reducido que el 
ámbito de delitos para el que se permite 
la interceptación de datos sobre el conte-
nido.

El artículo 21 (Interceptación de datos 
sobre el contenido) está sujeto en la legis-
lación noruega al artículo 216a de la Ley 
de Procedimiento Penal. El artículo 216a 
afecta a los delitos castigados con al 
menos 10 años de prisión, mientras que 
el artículo 216b afecta a los delitos casti-
gados con al menos cinco años de prisión. 
Ello significa que el artículo 216a se 
aplica a un ámbito de delitos más redu-
cido que el artículo 216b, por lo que se 
cumple la condición prevista en el 
artículo 14. En consecuencia, Noruega 
puede formular una reserva conforme al 
artículo 14.

Período de efecto: 1/10/2006.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 14.

Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 30 de junio 
de 2006. Original inglés.

En aplicación del apartado 4 del 
artículo 29 del Convenio, el Gobierno del 
Reino de Noruega se reserva el derecho 
de denegar la solicitud de conservación 
en virtud de este artículo en los casos en 
que tenga motivos para creer que, en el 
momento de la revelación, no se cumplirá 
la condición de la doble tipificación.

Período de efecto: 1/10/2006.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 29.

Declaración consignada en una Nota 
Verbal de la Representación Permanente 
de Noruega, de fecha 29 de junio, depo-
sitada junto con el instrumento de ratifi-
cación el 30 de junio de 2006. Original 
inglés.

De conformidad con el artículo 24 del 
Convenio, la autoridad noruega respon-
sable del envío o de la recepción de una 
solicitud de extradición es el Ministerio 
Real de Justicia y de Policía, P.O.Box 
8005, N-0030 Oslo.

Período de efecto: 1/10/2006.

La anterior declaración se refiere al 
artículo 24.

Declaración consignada en una Nota 
Verbal de la Representación Permanente 
de Noruega, de fecha 29 de junio, depo-
sitada junto con el instrumento de ratifi-
cación el 30 de junio de 2006. Original 
inglés.

De conformidad con el artículo 27 del 
Convenio, la autoridad noruega desig-
nada es el Servicio Nacional de Investi-
gación Criminal (KRIPOS). El número de 
teléfono directo abierto las veinticuatro 
horas del día y siete días a la semana (The 
high Tech Crimen Division) es el +47 23 
20 88 88.

Período de efecto: 1/10/2006.
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La anterior declaración se refiere a los 
artículos 27, 35.

Países Bajos

Declaración consignada en una carta 
del Representante Permanente de los 
Países Bajos, depositada con el instru-
mento de aceptación el 16 de noviembre 
de 2006. Original inglés.

De conformidad con el apartado 7 del 
artículo 24 del Convenio, la autoridad 
designada por los Países Bajos es:

Ministerio de Justicia.

Office of International Legal Assistance 
in Criminal Matters.

PO Box 20301

2500 Eh La haya

Tel.: +31 (0)70-3707911

Fax: +31 (0)70-3707945

Período de efecto: 1/3/2007.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 24.

Declaración consignada en el instru-
mento de aceptación depositado el 16 de 
noviembre de 2006. Original inglés.

De conformidad con el artículo 27.2.c 
del Convenio, la autoridad central desig-
nada por los Países Bajos es:

Landelijk Parket van het openbaar 
ministerie.

(National office of the public prosecu-
tion service).

Postbus 395

3000 AJ Rotterdam

Tel.: +31 (0)10-496-69-66

Fax: +31 (0)10-484-69-78

Período de efecto: 1/3/2007.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 27.

Declaración consignada en una carta 
del Representante Permanente de los Países 
Bajos, depositada con el instrumento de 
aceptación el 16 de noviembre de 2006. 
Original inglés.

De conformidad con el artículo 35 del 
Convenio, el punto de contacto desig-
nado por los Países Bajos es:

Landelijk Parket van het openbaar 
ministerie.

(National office of the public prosecu-
tion service).

Postbus 395

3000 AJ Rotterdam

Tel.: +31 (0)10-496-69-66

Fax: +31 (0)10-484-69-78

Período de efecto: 1/3/2007.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 35.

Declaración consignada en el instru-
mento de aceptación depositado el 16 de 
noviembre de 2006. Original inglés.

De conformidad con el artículo 38 del 
Convenio, el Reino de los Países Bajos 
acepta el Convenio para el Reino en 
Europa.

Período de efecto: 1/3/2007.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 38

Portugal

Declaración transmitida mediante una 
carta del Representante Permanente de 
Portugal, con fecha 30 de abril de 2010, 
registrada en Secretaría General el 4 de 
mayo de 2010. Original inglés.

De conformidad con el apartado 7a 
del artículo 24 del Convenio, Portugal 
declara que, en los casos en que no sea 
aplicable un convenio de extradición u 
otro instrumento bilateral o multilateral 
en materia de extradición, la autoridad 
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central responsable del envío o de la 
recepción de una solicitud de extradición 
o de una solicitud de detención provi-
sional, es la Procuradoria-Geral da Repú-
blica (Rua da Escola Politécnica, 140 - 
1269-269 Lisboa, Portugal).

Período de efecto: 1/7/2010.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 24.

Declaración transmitida mediante una 
carta del Representante Permanente de 
Portugal, con fecha 30 de abril de 2010, 
registrada en Secretaría General el 4 de 
mayo de 2010. Original inglés.

De conformidad con el apartado 2c 
del artículo 27 del Convenio, Portugal 
declara que, en ausencia de acuerdos 
internacionales aplicables, la autoridad 
central encargada de enviar las solici-
tudes de asistencia y de responder a las 
mismas es la Procuradoria-Geral da 
República (Rua da Escola Politécnica, 
140 - 1269-269 Lisboa, Portugal).

Período de efecto: 1/7/2010.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 27.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 24 
de marzo de 2010. Original inglés.

De conformidad con el apartado 5 del 
artículo 24 del Convenio, la República 
Portuguesa declara que no concederá la 
extradición de personas que:

a) Deban ser juzgadas por un tribunal 
de excepción o cumplir una pena decre-
tada por un tribunal de este tipo;

b) cuando haya quedado probado 
que las mismas serán sometidas a un 
proceso que no ofrezca las garantías jurí-
dicas de un procedimiento penal que 
respete las condiciones reconocidas a 
nivel internacional como indispensables 
para la salvaguardia de los derechos 

humanos, o que cumplirán su pena en 
condiciones inhumanas;

c) cuando sean reclamadas por un 
delito castigado con una pena o una 
medida de seguridad de carácter 
perpetuo.

La República Portuguesa únicamente 
concederá la extradición con respecto a 
un delito castigado con una pena priva-
tiva de libertad superior a un año.

La República Portuguesa no concederá 
la extradición de ciudadanos portu-
gueses.

No procederá la extradición en Portugal 
por delitos castigados con la pena capital 
en virtud de la legislación del Estado 
requirente.

Portugal únicamente autorizará el trán-
sito por el territorio nacional a las personas 
en que concurran las condiciones en 
cuya virtud pueda concederse la extradi-
ción.

Período de efecto: 1/7/2010.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 24.

Declaración transmitida mediante una 
carta del Representante Permanente de 
Portugal, con fecha 30 de abril de 2010, 
registrada en Secretaría General el 4 de 
mayo de 2010. Original inglés.

De conformidad con el apartado 1 del 
artículo 35 del Convenio, Portugal 
designa como punto de contacto para la 
Red 24/7 a la Policia Judiciária (Rua 
Gomes Freire, 174 – 1169-007 Lisboa, 
Portugal; teléfono (+351) 218 641 000; 
Fax (+351) 213 304 260).

Período de efecto: 1/7/2010.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 35.
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Rumanía

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 12 de 
mayo de 2004. Original inglés.

De conformidad con el apartado 7.a 
del artículo 24 del Convenio, Rumanía 
declara que la autoridad central respon-
sable del envío y de la recepción de una 
solicitud de extradición o de una deten-
ción provisional es el Ministerio de 
Justicia (dirección: Str. Apollodor nr. 17, 
sector 5, Bucarest).

Período de efecto: 1/9/2004.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 24.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 12 de 
mayo de 2004. Original inglés.

De conformidad con el apartado 2.c 
del artículo 27 del Convenio, Rumanía 
declara que las autoridades centrales 
encargadas de enviar las solicitudes de 
asistencia y de responder a las mismas, 
son:

a) La Oficina del Fiscal del Alto 
Tribunal de Casación y de Justicia, para 
las solicitudes de asistencia judicial 
formuladas durante las diligencias previas 
al proceso (dirección: Blvd. Libertatii, nr. 
12-14, sector 5, Bucarest);

b) el Ministerio de Justicia para las 
solicitudes de asistencia judicial formu-
ladas durante el proceso o la ejecución 
de la pena.

Período de efecto: 1/9/2004.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 27.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 12 de 
mayo de 2004. Original inglés.

De conformidad con el apartado 1 del 
artículo 35 del Convenio, Rumanía 

declara que el punto de contacto desig-
nado para garantizar la cooperación 
internacional inmediata y permanente en 
los ámbitos de la lucha contra la ciberde-
lincuencia es el Servicio de la Lucha 
contra la Ciberdelincuencia dentro de la 
Sección de Lucha contra la Delincuencia 
Organizada y el Tráfico de Estupefacientes 
del Alto Tribunal de Casación y de Justicia 
(dirección: Blvd. Libertatii, nr. 12-14, 
sector 5, Bucarest);

Período de efecto: 1/9/2004.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 35.

Serbia

Declaración consignada en una carta 
de la Encargada de Negocios a.i. de 
Serbia, de fecha 16 de julio de 2009, 
registrada en Secretaría General el 16 de 
julio. Original inglés.

De conformidad con los artículos 24, 
27 y 35 del Convenio, Serbia designa 
como autoridades centrales responsables 
de la aplicación del Convenio, a:

la Sra. Lidija Komlen Nikolic.

District Attorney for high-Tech Crime 
of the Republic of Serbia.

Savska 17A

11000 Beograd

Tel.: +381 11 36 01 278

Móvil: +381 63 38 44 42

Correo electr.: lidija.komlen@beograd.
vtk.jt.rs

Ministry of Interior of the Republic of 
Serbia.

Directorate of Crime Police.

Department for the fight against orga-
nized crime.

Bulevar Mihajla Pupina 2.

11070 Novi Beograd

Tel./Fax: +381 11 31 48 66
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Período de efecto: 1/8/2009.

La declaración anterior se refiere a los 
artículos 24, 27, 35.

Ucrania

Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 10 de marzo 
de 2006. Original inglés.

Ucrania se reserva el derecho de no 
aplicar el apartado 1 del artículo 6 del 
Convenio relativo a la tipificación como 
delito de la producción y la obtención 
para su utilización y otras formas de 
puesta a disposición de los dispositivos a 
que se refiere el apartado 1.a.i, así como 
la producción y la obtención para su utili-
zación de los elementos a que se refiere 
el apartado 1.º.ii del artículo 6 del 
Convenio.

Período de efecto: 1/7/2006.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 6.

Reserva consignada en el instrumento 
de ratificación depositado el 10 de marzo 
de 2006. Original inglés.

Ucrania se reserva el derecho de no 
aplicar en su integridad los apartados 1.d 
y 1.e del artículo 9 del Convenio.

Período de efecto: 1/7/2006.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 9.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 10 de 
marzo de 2006. Original inglés.

De conformidad con el apartado 7.a 
del artículo 24 del Convenio, Ucrania 
declara que las autoridades facultadas 
para ejercer las funciones a que se refiere 
el apartado 7 del artículo 24 del convenio, 
son el Ministerio de Justicia de Ucrania 
(en lo que se refiere a las solicitudes 
procedentes de autoridades judiciales) y 
la Oficina del Fiscal General de Ucrania 
(en lo que se refiere a las solicitudes 

procedentes de órganos de investiga-
ción).

Período de efecto: 1/7/2006.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 24.

Declaración consignada en el instru-
mento de ratificación depositado el 10 de 
marzo de 2006. Original inglés.

De conformidad con el apartado 2.c 
del artículo 27, Ucrania declara que las 
autoridades encargadas de enviar las soli-
citudes, responder a las mismas, ejecu-
tarlas o transmitirlas a las autoridades 
competentes para su ejecución, son el 
Ministerio de Justicia de Ucrania (en lo 
que se refiere a las comisiones rogatorias 
procedentes de autoridades judiciales) y 
la Oficina del Fiscal General de Ucrania 
(en lo que se refiere a las comisiones 
rogatorias procedentes de órganos encar-
gados de investigación).

Período de efecto: 1/7/2006.

La declaración anterior se refiere al 
artículo 27.

El presente Convenio entró en vigor de 
forma general el 1 de julio de 2004 y 
entrará en vigor para España el 1 de 
octubre de 2010, de conformidad con lo 
establecido en su artículo 36.4.

Lo que se hace público para conoci-
miento general.

Madrid, 14 de septiembre de 2010.–El 
Secretario General Técnico del Ministerio 
de Asuntos Exteriores y de Cooperación, 
Antonio Cosano Pérez.
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LeY 35/2010, de 17 de septiembre, de 
medidas urgentes para la reforma del 
mercado de trabajo. («Boe» núm. 227 de 
18 de septiembre de 2010.)

JUAN CARLOS I
rey de espaÑa

A todos los que la presente vieren y 
entendieren.

Sabed: Que las Cortes Generales han 
aprobado y Yo vengo en sancionar la 
siguiente ley.

preÁMbulo

i

La crisis financiera y económica de 
origen internacional que se ha desarro-
llado desde principios de 2008 ha 
quebrado la larga senda de crecimiento 
económico y del empleo que vivió la 
economía española desde mediados de 
los noventa y ha tenido como conse-
cuencia más grave una intensa destruc-
ción de empleo y el consecuente aumento 
del desempleo.

Las cifras a este respecto son esclare-
cedoras. En los últimos dos años se han 
perdido en nuestro país más de dos 
millones de puestos de trabajo y el desem-
pleo ha crecido en casi dos millones y 
medio de personas, lo que ha duplicado 
la tasa de paro hasta acercarse al 20%. 
Un desempleo de esa magnitud consti-
tuye el primer problema para los ciuda-
danos y sus familias y supone un lastre 
inasumible a medio plazo para el desa-
rrollo económico y para la vertebración 
social de nuestro país.

Por ello, recuperar la senda de la crea-
ción de empleo y reducir el desempleo 
constituye en estos momentos una 
exigencia unánime del conjunto de la 
sociedad y, en consecuencia, debe cons-
tituir el objetivo último fundamental de 
todas las políticas públicas.

Es indudable que la principal y directa 
causa de la pérdida de empleo durante 
los últimos dos años ha sido la caída de 
la actividad productiva, derivada, en un 
primer momento, del colapso de los 
cauces habituales de crédito y endeuda-
miento que sustentaron de forma decisiva 
el consumo y la inversión en la pasada 
etapa expansiva. Un fenómeno común a 
los países de nuestro entorno socioeco-
nómico, y en particular a los integrantes 
de la eurozona.

Pero es cierto que en España la inci-
dencia de esta contracción productiva 
sobre el empleo ha sido superior a la 
sufrida en otros países. Y existe una 
amplia coincidencia en señalar como 
responsables de este negativo comporta-
miento tanto a las diferencias en la estruc-
tura productiva del crecimiento econó-
mico, como a algunas particularidades 
estructurales de nuestro mercado laboral, 
que las reformas abordadas en las últimas 
décadas no han logrado eliminar o reducir 
de forma sustancial.

Unas debilidades de nuestro modelo 
de relaciones laborales que, en último 
término, vienen a explicar la elevada 
sensibilidad del empleo al ciclo econó-
mico que se ha venido poniendo de 
manifiesto en nuestro país, lo que hace 
que crezca mucho en las fases expansivas 
pero que se destruya con igual o mayor 
intensidad en las etapas de crisis, y entre 
las que se encuentran las siguientes: un 
significativo peso de los trabajadores con 
contrato temporal (en torno a un tercio 
del total de asalariados por cuenta ajena), 
que constituye una anomalía en el 
contexto europeo, y que ha derivado en 
una fuerte segmentación entre trabaja-
dores fijos y temporales; un escaso desa-
rrollo de las posibilidades de flexibilidad 
interna en las empresas que ofrece la 
legislación actual; una insuficiente capa-
cidad de colocación de los servicios 
públicos de empleo y la persistencia de 
elementos de discriminación en el 
mercado de trabajo en múltiples ámbitos, 
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pero de forma muy señalada en el empleo 
de mujeres, personas con discapacidad y 
desempleados de más edad.

La crisis económica ha puesto en 
evidencia la insostenibilidad económica 
y social de este modelo, que ha generado 
la rápida destrucción de cientos de miles 
de puestos de trabajo. A su corrección se 
dirigen esencialmente las medidas conte-
nidas en esta Ley, que suponen una conti-
nuación coherente de las actuaciones 
que el Gobierno ha puesto en práctica en 
materia laboral desde el inicio de la 
mencionada crisis financiera que preci-
pitó la entrada en recesión de nuestra 
economía, junto a la mayoría de los 
países del área euro.

La velocidad a la que ésta ha evolucio-
nado ha obligado a responder con idén-
tico ritmo para paliar o revertir sus efectos 
más dañinos, priorizando en cada 
momento la puesta en práctica de actua-
ciones laborales con el objetivo de 
reforzar la protección social, incentivar la 
contratación y mejorar la empleabilidad 
de los colectivos más perjudicados, o 
favorecer el mantenimiento del empleo 
en las empresas. Todo ello ha derivado en 
una larga lista de medidas que, aunque 
adoptadas en diferentes momentos 
temporales, han ido respondiendo a la 
misma lógica y de la que también parti-
cipan las que ahora se aprueban.

Las modificaciones legales que aquí se 
abordan se inscriben en un marco de 
reformas más amplio impulsado por el 
Gobierno, integradas en la denominada 
Estrategia de Economía Sostenible, 
presentada el pasado 2 de diciembre por 
el Presidente del Gobierno en el Congreso 
de los Diputados para acelerar la renova-
ción de nuestro modelo productivo. Un 
escenario de reformas estructurales de 
amplio espectro destinadas a hacer más 
resistente nuestra economía frente a las 
perturbaciones externas, a mejorar su 
competitividad a medio y largo plazo, a 
fortalecer los pilares de nuestro estado de 

bienestar y, en último término, a generar 
más empleo. La Estrategia de Economía 
Sostenible incluía el compromiso de 
realizar una reforma del mercado de 
trabajo, que se materializó a través del 
Real Decreto Ley 10/2010, de 16 de 
junio, que ha sido sustituido por la 
presente Ley.

Por tanto, es desde una perspectiva 
integral, que contemple tanto la totalidad 
de las actuaciones adoptadas en los 
últimos dos años como las iniciativas de 
futuro en marcha, que las medidas 
incluidas en esta Ley adquieren su 
completa dimensión.

ii

Esta reforma tiene como objetivo esen-
cial contribuir a la reducción del desem-
pleo e incrementar la productividad de la 
economía española. A estos efectos, se 
dirige a corregir la dualidad de nuestro 
mercado de trabajo promoviendo la esta-
bilidad en el empleo y a incrementar la 
flexibilidad interna de las empresas, 
como aspectos más destacables.

De manera más concreta, las medidas 
incluidas en esta norma se dirigen a lograr 
tres objetivos fundamentales.

Primero, reducir la dualidad de nuestro 
mercado laboral, impulsando la creación 
de empleo estable y de calidad, en línea 
con los requerimientos de un crecimiento 
más equilibrado y sostenible.

Segundo, reforzar los instrumentos de 
flexibilidad interna en el desarrollo de las 
relaciones laborales y, en particular, las 
medidas de reducción temporal de 
jornada, como mecanismo que permita 
el mantenimiento del empleo durante las 
situaciones de crisis económica, redu-
ciendo el recurso a las extinciones de 
contratos y ofreciendo mecanismos alter-
nativos más sanos que la contratación 
temporal para favorecer la adaptabilidad 
de las empresas.
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Tercero, elevar las oportunidades de 
las personas desempleadas, con parti-
cular atención a los jóvenes, reordenando 
para ello la política de bonificaciones a 
la contratación indefinida para hacerla 
más eficiente, haciendo más atractivos 
para empresas y trabajadores los contratos 
formativos y mejorando los mecanismos 
de intermediación laboral.

Las reformas legislativas dirigidas a 
reducir la dualidad de nuestro mercado 
laboral constituyen el primer objetivo de 
la Ley y son objeto de tratamiento en su 
capítulo I. Se incorpora en este ámbito un 
conjunto coherente y equilibrado de 
medidas que persiguen, por un lado, 
restringir el uso injustificado de la contra-
tación temporal y, por otro, favorecer una 
utilización más extensa de la contrata-
ción indefinida.

Entre las medidas dirigidas a restringir 
el uso injustificado de las modalidades 
temporales de contratación cabe destacar 
las dirigidas a establecer un límite 
temporal máximo en los contratos para 
obra o servicio determinado, límite a 
partir del cual ha de considerarse que las 
tareas contratadas tienen naturaleza 
permanente y han de ser objeto de una 
contratación indefinida; asimismo, se 
introducen algunos ajustes en la regla 
instaurada en 2006 para evitar el encade-
namiento sucesivo de contratos tempo-
rales, a fin de hacerla más eficiente. Por 
último, se incrementa hasta doce días la 
indemnización por finalización de 
contratos temporales. No obstante, 
razones de prudencia aconsejan implantar 
este incremento de una manera gradual y 
progresiva por la incidencia que su apli-
cación inmediata pudiera suponer sobre 
la creación de empleo.

Entre las medidas que persiguen una 
utilización más extensa de la contrata-
ción indefinida debe destacarse, ante 
todo, que queda incólume la regulación 
sustantiva del contrato indefinido de 
carácter ordinario. Todas las reformas se 

centran en la regulación del contrato de 
fomento de la contratación indefinida 
que, como se recordaba en los docu-
mentos hechos públicos por el Gobierno 
en este proceso de diálogo social, no ha 
venido cumpliendo en los últimos años 
la finalidad que reza en su enunciado, a 
saber, promover el acceso a contratos de 
carácter indefinido de los colectivos que 
más dificultades encuentran en la actua-
lidad para obtenerlos.

Con esta finalidad, se amplían, en 
primer lugar, los colectivos con los que se 
puede suscribir esta modalidad de 
contrato, reduciendo a un mes la 
exigencia del período de permanencia en 
el desempleo y posibilitando el acceso al 
mismo de los trabajadores «atrapados en 
la temporalidad», es decir, aquéllos que 
en los últimos años solo hayan suscrito 
contratos de duración determinada o a 
quienes se les haya extinguido un contrato 
de carácter indefinido.

Por otra parte, respetando las cuantías 
establecidas para los diversos supuestos 
de extinción, se reducen las cantidades a 
abonar por las empresas en caso de extin-
ción de los mismos mediante la asunción 
transitoria por el Fondo de Garantía Sala-
rial de una parte de las indemnizaciones, 
medida que se aplicará exclusivamente a 
las extinciones por las causas previstas en 
los artículos 51 y 52 del Estatuto de los 
Trabajadores, sean individuales o colec-
tivas, excluyendo a los despidos de 
carácter disciplinario. Se preserva, en 
consecuencia, el compromiso del 
Gobierno de mantener los derechos de 
los trabajadores y aliviar a las empresas 
de una parte de los costes extintivos. Esta 
medida no supone una asunción por el 
Estado de una parte de los mismos ya que 
se instrumenta a través de un organismo 
público que se nutre exclusivamente de 
cotizaciones empresariales.

La medida anterior quiere tener, no 
obstante, un carácter coyuntural y servir 
como transición hacia un modelo de 
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capitalización individual mantenido a 
todo lo largo de la vida laboral, por un 
número de días por año a determinar, 
para cuya regulación el Gobierno apro-
bará un Proyecto de Ley. Este fondo indi-
vidual de capitalización podrá hacerse 
efectivo por el trabajador para los casos 
de despido, así como para completar su 
formación, en supuestos de movilidad 
geográfica o, en último término, en el 
momento de su jubilación. Este modelo 
se dirigirá a dotar a nuestro mercado de 
trabajo de una mayor estabilidad en el 
empleo y una más sana movilidad 
laboral.

Por último, se da una nueva redacción 
a las causas del despido por razones 
económicas, técnicas, organizativas o de 
producción que establece el Estatuto de 
los Trabajadores. La experiencia obtenida 
en los últimos años ha puesto de mani-
fiesto, particularmente en los dos últimos 
años, algunas deficiencias en el funcio-
namiento de las vías de extinción previstas 
en los artículos 51 y 52 c) del Texto Refun-
dido de la Ley del Estatuto de los Traba-
jadores, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, al 
desplazar muchas extinciones de 
contratos indefinidos realmente basadas 
en motivaciones económicas o produc-
tivas hacia la vía del despido disciplinario 
improcedente.

Se ha estimado necesaria, en conse-
cuencia, una nueva redacción de estas 
causas de extinción que proporcione una 
mayor certeza tanto a trabajadores y a 
empresarios como a los órganos jurisdic-
cionales en su tarea de control judicial. 
En este sentido, no sólo se mantiene 
intacto el derecho de los trabajadores a la 
tutela judicial efectiva en esta materia, 
sino que la modificación integra en la Ley 
la interpretación que los órganos jurisdic-
cionales han hecho de las causas del 
despido objetivo en el desarrollo de su 
tarea de revisión jurisdiccional de las 
decisiones empresariales sobre esta 
materia. En definitiva, se persigue con 

ello reforzar la causalidad de la extinción 
de los contratos de trabajo, canalizando 
su finalización hacia la vía que proceda 
en función de la causa real que motiva su 
terminación. Se incluyen también deter-
minadas disposiciones en relación con el 
preaviso y el incumplimiento de los 
requisitos formales en la extinción del 
contrato por causas objetivas.

El capítulo II agrupa diversas medidas 
que pretenden potenciar los instrumentos 
de flexibilidad interna en el transcurso de 
las relaciones laborales, favoreciendo la 
adaptabilidad de las condiciones de 
trabajo a las circunstancias de la produc-
ción, bajo la consideración general de 
que dichos instrumentos constituyen una 
alternativa positiva frente a medidas de 
flexibilidad externa que implican un 
ajuste en el volumen de empleo.

Por tanto, configurar instrumentos que 
permitan a las empresas mejorar su 
competitividad, salvaguardando los dere-
chos de los trabajadores y facilitando de 
modo especial el mantenimiento de sus 
puestos de trabajo, constituye el objetivo 
general de este capítulo. Entre esas 
medidas de flexibilidad interna se modi-
fican las relativas a los traslados colec-
tivos, las modificaciones sustanciales de 
las condiciones de trabajo, las cláusulas 
de inaplicación salarial y, muy señalada-
mente, la suspensión de contratos y 
reducción de jornada por causas econó-
micas, técnicas, organizativas y de 
producción.

Respecto de las modificaciones intro-
ducidas en los artículos 40 y 41 del Esta-
tuto de los Trabajadores, se persigue dotar 
al procedimiento de mayor agilidad y 
eficacia. Para ello se establece el carácter 
improrrogable del plazo previsto para los 
períodos de consultas, se prevé una solu-
ción legal para los supuestos en que no 
existan representantes de los trabajadores 
en la empresa con quienes negociar y se 
potencia la utilización de medios extra-
judiciales de solución de discrepancias 
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establecidos a través de la negociación 
colectiva. Tales medios han demostrado 
su valor y eficacia como sistemas que 
evitan la judicialización de los conflictos 
laborales, permitiendo que los procesos 
de adaptación de las condiciones de 
trabajo se lleven a cabo con agilidad para 
el empresario y con garantías para los 
trabajadores, disminuyendo la conflicti-
vidad laboral, en especial en aquellos 
casos en que estos mecanismos se incar-
dinan en instituciones creadas mediante 
acuerdo de las organizaciones empresa-
riales y sindicales en el ámbito corres-
pondiente.

Por otra parte, las reformas introdu-
cidas en el artículo 82 del Estatuto de los 
Trabajadores, se dirigen a favorecer la 
efectividad de los procedimientos de 
inaplicación salarial cuando la situación 
y perspectivas de la empresa pudieran 
verse dañadas como consecuencia de 
régimen salarial establecido afectando a 
las posibilidades de mantenimiento del 
empleo. Para ello, se regula de manera 
más completa este procedimiento y se 
apela también aquí a la utilización de 
medios extrajudiciales de solución de 
discrepancias.

Se considera que no es posible 
mantener una regulación legal que 
conduce a situaciones de bloqueo no 
deseadas por el ordenamiento jurídico 
para estos casos de desacuerdo y que es 
esencial, por tanto, habilitar un procedi-
miento para resolver estas discrepancias, 
teniendo en cuenta el interés general 
evidente que conlleva propiciar la aplica-
ción de medidas de flexibilidad interna 
de carácter no traumático como meca-
nismo de utilización preferente frente al 
recurso a la destrucción de puestos de 
trabajo.

Este conjunto de medidas no contra-
dicen la voluntad manifestada por el 
Gobierno a lo largo de todo este proceso 
de diálogo social de respetar el período 
que se han dado los interlocutores 

sociales en el Acuerdo para el Empleo y 
la Negociación Colectiva suscrito el 
pasado mes de febrero para acordar las 
modificaciones que crean convenientes 
en la negociación colectiva. Pretenden 
tan solo, respetando la articulación legal 
de los convenios colectivos y mante-
niendo la eficacia normativa de los 
mismos, establecer los supuestos y condi-
ciones en los que pueda ser necesaria 
una inaplicación excepcional de lo esta-
blecido en un convenio colectivo como 
medio para evitar la destrucción de 
puestos de trabajo. Todo ello teniendo 
bien presente que la negociación colec-
tiva constituye el mejor instrumento para 
favorecer la adaptabilidad de las empresas 
a las necesidades cambiantes de la situa-
ción económica y para encontrar puntos 
de equilibrio entre la flexibilidad reque-
rida por las empresas y la seguridad 
demandada por los trabajadores.

Junto a lo anterior, este capítulo incluye 
modificaciones en el ámbito laboral y de 
protección social que persiguen fomentar 
la adopción por el empresario de medidas 
de reducción del tiempo de trabajo (sea 
a través de la suspensión del contrato de 
trabajo, sea mediante la reducción de la 
jornada en sentido estricto). Se trata de un 
instrumento que favorece la flexibilidad 
interna de la relación laboral y que 
permite alcanzar un equilibrio benefi-
cioso para empresarios y trabajadores, 
pues facilita el ajuste de la empresa a las 
necesidades cambiantes del mercado y, 
al mismo tiempo, proporciona al traba-
jador un alto grado de seguridad, tanto en 
la conservación de su puesto de trabajo, 
como en el mantenimiento de su nivel de 
ingresos económicos por la protección 
dispensada por el sistema de protección 
por desempleo. En este sentido, se intro-
duce la medida de reducción temporal de 
jornada dentro del artículo 47 del Esta-
tuto de los Trabajadores, se flexibiliza el 
tratamiento de esta figura tanto en el 
ámbito laboral como en el de la protec-
ción social y se amplían los incentivos 
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para trabajadores y empresarios vincu-
lados a la utilización de esta medida y 
consistentes, respectivamente, en la repo-
sición de las prestaciones de desempleo 
y en las bonificaciones de las cotiza-
ciones empresariales.

El capítulo III agrupa distintas medidas 
que se dirigen a favorecer el empleo de 
los jóvenes y de las personas desem-
pleadas. Para ello, en primer lugar, se 
mejora la política de bonificaciones a la 
contratación indefinida, partiendo del 
consenso general (que ha tenido reflejo 
en las recientes conclusiones de la Comi-
sión de Trabajo e Inmigración del 
Congreso de los Diputados sobre esta 
materia) de que su práctica generaliza-
ción ha limitado gravemente su eficiencia. 
Sobre la base de este diagnóstico, se 
realiza una regulación más rigurosa y se 
definen de manera más selectiva los 
colectivos de trabajadores para cuya 
contratación indefinida se establecen 
bonificaciones: jóvenes hasta 30 años 
con especiales problemas de empleabi-
lidad y mayores de 45 años con una 
permanencia prolongada en el desem-
pleo; junto a ello, se mantienen determi-
nadas bonificaciones para la conversión 
de contratos formativos y de relevo en 
contratos indefinidos. Se mejoran, por 
otra parte, las cuantías de estas nuevas 
bonificaciones cuando la contratación se 
haga para mujeres. Se establece, por 
último, un horizonte temporal para su 
aplicación, a cuyo término se realizará 
una rigurosa evaluación de sus resul-
tados, lo que permitirá su modificación si 
fuera necesario.

Por lo demás, se mantienen en su regu-
lación actual las bonificaciones dirigidas 
a personas con discapacidad, constitu-
ción inicial de trabajadores autónomos, 
empresas de inserción, víctimas de 
violencia de género y, en particular, las 
que tienen como finalidad mantener la 
situación de actividad de los trabajadores 
mayores de 59 años. Respecto de estas 
últimas, deberá reflexionarse si estas 

bonificaciones deben seguir incardinadas 
en las políticas de empleo, como ocurre 
en la actualidad, o deben formar parte de 
las políticas de Seguridad Social.

En segundo lugar, respecto del objetivo 
específico de elevar las oportunidades de 
empleo de los jóvenes, se introducen 
mejoras sustanciales en la regulación de 
los contratos para la formación que, al 
mismo tiempo, incentivan su utilización 
por los empresarios a través de una boni-
ficación total de las cotizaciones sociales 
y los hacen más atractivos para los 
jóvenes, a través de la mejora del salario 
y del reconocimiento de la prestación de 
desempleo al término de los mismos. Se 
introducen también determinadas modi-
ficaciones respecto del contrato en prác-
ticas, referidas a los títulos que habilitan 
para realizar estos contratos y al plazo 
dentro del cual es posible realizarlos.

El capítulo IV, finalmente, incluye 
medidas dirigidas a la mejora de los 
mecanismos de intermediación laboral 
para fomentar las oportunidades de 
acceder a un empleo por parte de las 
personas desempleadas. Se estima nece-
sario iniciar una apertura a la colabora-
ción público-privada en esta materia, 
preservando, en cualquier caso, la centra-
lidad y el fortalecimiento de los servicios 
públicos de empleo de carácter estatal y 
autonómico, para que no se produzca la 
sustitución de la iniciativa pública por la 
iniciativa privada en el ámbito de la inter-
mediación y la colocación. Los servicios 
públicos de empleo son siempre necesa-
rios para acompañar y promover los 
cambios en el acceso y la mejora del 
empleo y para gestionar las prestaciones 
por desempleo. Se mantiene la voluntad 
de seguir mejorando y potenciando los 
servicios públicos de empleo. En este 
contexto, la regulación de las agencias 
privadas de colocación con ánimo de 
lucro permitirá complementar la acti-
vidad de los servicios públicos de 
empleo.
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En este sentido, se regula legalmente la 
actividad de las agencias de colocación 
con ánimo de lucro en la línea de las más 
recientes normas y criterios de la Organi-
zación Internacional del Trabajo en esta 
materia. La centralidad de los servicios 
públicos de empleo respecto de estas 
agencias queda asegurada por la exigencia 
de una autorización administrativa para 
el desarrollo de su actividad, por la confi-
guración de las mismas como entidades 
colaboradoras de dichos servicios 
públicos cuando suscriban convenios de 
colaboración con los mismos y, en todo 
caso, por su sometimiento al control e 
inspección por parte de éstos.

Por otro lado, la Ley introduce varias 
modificaciones en la legislación relativa 
a las empresas de trabajo temporal que se 
dirigen a la incorporación a nuestro 
Derecho de la Directiva 2008/104/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 
de noviembre de 2008, relativa al trabajo 
a través de empresas de trabajo temporal. 
Además de determinadas modificaciones 
referidas al principio de igualdad de trato 
entre los trabajadores cedidos por las 
empresas de trabajo temporal y los traba-
jadores de las empresas usuarias, la adap-
tación a la legislación comunitaria obliga 
a revisar las restricciones que se aplican 
a las empresas de trabajo temporal. Para 
aplicar esta medida, se reserva un período 
para que la negociación colectiva, dentro 
de los sectores hoy excluidos de la acti-
vidad de las empresas de trabajo temporal 
por razones de seguridad y salud en el 
trabajo, pueda, de manera razonada y 
justificada, definir los empleos u ocupa-
ciones de especial riesgo que no puedan 
ser objeto de contratos de puesta a dispo-
sición.

Una vez concluido este período y 
respetando las excepciones para empleos 
u ocupaciones determinadas que hayan 
podido acordarse, se derogan -con 
algunas excepciones- las restricciones 
actualmente vigentes y se establecen 
requisitos complementarios para que las 

empresas de trabajo temporal puedan 
realizar contratos de puesta a disposición 
de trabajadores en estos sectores mediante 
el refuerzo de las exigencias en materia 
de prevención de riesgos laborales y de 
formación preventiva de los trabaja-
dores.

caPÍtulo i

Medidas para reducir la dualidad y la 
temporalidad del mercado de trabajo

Artículo 1. Contratos temporales.

Uno. La letra a) del apartado 1 del 
artículo 15 del Texto Refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores, apro-
bado por Real Decreto Legislativo 1/1995, 
de 24 de marzo, queda redactada del 
siguiente modo:

«a) Cuando se contrate al trabajador 
para la realización de una obra o servicio 
determinados, con autonomía y sustanti-
vidad propia dentro de la actividad de la 
empresa y cuya ejecución, aunque limi-
tada en el tiempo, sea en principio de 
duración incierta. Estos contratos no 
podrán tener una duración superior a tres 
años ampliable hasta doce meses más por 
convenio colectivo de ámbito sectorial 
estatal o, en su defecto, por convenio 
colectivo sectorial de ámbito inferior. 
Transcurridos estos plazos, los trabaja-
dores adquirirán la condición de trabaja-
dores fijos de la empresa.

Los convenios colectivos sectoriales 
estatales y de ámbito inferior, incluidos 
los convenios de empresa, podrán iden-
tificar aquellos trabajos o tareas con 
sustantividad propia dentro de la acti-
vidad normal de la empresa que puedan 
cubrirse con contratos de esta natura-
leza.»

Dos. El apartado 5 del artículo 15 del 
Texto Refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 
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marzo, queda redactado de la siguiente 
manera:

«5. Sin perjuicio de lo dispuesto en 
los apartados 1.a), 2 y 3 de este artículo, 
los trabajadores que en un periodo de 
treinta meses hubieran estado contra-
tados durante un plazo superior a veinti-
cuatro meses, con o sin solución de 
continuidad, para el mismo o diferente 
puesto de trabajo con la misma empresa 
o grupo de empresas, mediante dos o más 
contratos temporales, sea directamente o 
a través de su puesta a disposición por 
empresas de trabajo temporal, con las 
mismas o diferentes modalidades contrac-
tuales de duración determinada, adqui-
rirán la condición de trabajadores fijos.

Lo establecido en el párrafo anterior 
también será de aplicación cuando se 
produzcan supuestos de sucesión o 
subrogación empresarial conforme a lo 
dispuesto legal o convencionalmente.

Atendiendo a las peculiaridades de 
cada actividad y a las características del 
puesto de trabajo, la negociación colec-
tiva establecerá requisitos dirigidos a 
prevenir la utilización abusiva de 
contratos de duración determinada con 
distintos trabajadores para desempeñar el 
mismo puesto de trabajo cubierto ante-
riormente con contratos de ese carácter, 
con o sin solución de continuidad, 
incluidos los contratos de puesta a dispo-
sición realizados con empresas de trabajo 
temporal.

Lo dispuesto en este apartado no será 
de aplicación a la utilización de los 
contratos formativos, de relevo e interi-
nidad, a los contratos temporales cele-
brados en el marco de programas públicos 
de empleo-formación, así como a los 
contratos temporales que sean utilizados 
por empresas de inserción debidamente 
registradas y el objeto de dichos contratos 
sea considerado como parte esencial de 
un itinerario de inserción personali-
zado.»

Tres. El apartado 9 del artículo 15 del 
Texto Refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 
marzo, queda redactado como sigue:

«9. En los supuestos previstos en los 
apartados 1.a) y 5, el empresario deberá 
facilitar por escrito al trabajador, en los 
diez días siguientes al cumplimiento de 
los plazos indicados, un documento justi-
ficativo sobre su nueva condición de 
trabajador fijo de la empresa. En todo 
caso, el trabajador podrá solicitar, por 
escrito, al Servicio Público de Empleo 
correspondiente un certificado de los 
contratos de duración determinada o 
temporales celebrados, a los efectos de 
poder acreditar su condición de traba-
jador fijo en la empresa. El Servicio 
Público de Empleo emitirá dicho docu-
mento y lo pondrá en conocimiento de la 
empresa en la que el trabajador preste sus 
servicios.»

Cuatro. El actual apartado 9 del 
artículo 15 del Texto Refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores, apro-
bado por Real Decreto Legislativo 1/1995, 
de 24 de marzo, pasa a ser el número 
10.

Cinco. La letra c) del artículo 49.1 del 
Texto Refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 
marzo, queda redactada de la siguiente 
manera:

«c) Por expiración del tiempo conve-
nido o realización de la obra o servicio 
objeto del contrato. A la finalización del 
contrato, excepto en los casos del contrato 
de interinidad y de los contratos forma-
tivos, el trabajador tendrá derecho a 
recibir una indemnización de cuantía 
equivalente a la parte proporcional de la 
cantidad que resultaría de abonar doce 
días de salario por cada año de servicio, 
o la establecida, en su caso, en la norma-
tiva específica que sea de aplicación.
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Los contratos de duración determinada 
que tengan establecido plazo máximo de 
duración, incluidos los contratos en prác-
ticas y para la formación, concertados 
por una duración inferior a la máxima 
legalmente establecida, se entenderán 
prorrogados automáticamente hasta 
dicho plazo cuando no medie denuncia 
o prórroga expresa y el trabajador 
continúe prestando servicios.

Expirada dicha duración máxima o 
realizada la obra o servicio objeto del 
contrato, si no hubiera denuncia y se 
continuara en la prestación laboral, el 
contrato se considerará prorrogado táci-
tamente por tiempo indefinido, salvo 
prueba en contrario que acredite la natu-
raleza temporal de la prestación.

Si el contrato de trabajo de duración 
determinada es superior a un año, la parte 
del contrato que formule la denuncia está 
obligada a notificar a la otra la termina-
ción del mismo con una antelación 
mínima de quince días.»

Seis. La disposición adicional decimo-
quinta del Texto Refundido de la Ley del 
Estatuto de los Trabajadores, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 
24 de marzo, queda redactada de la 
siguiente manera:

«Disposición adicional decimoquinta. 
Aplicación de los límites de duración del 
contrato por obra o servicio determinados 
y al encadenamiento de contratos en las 
Administraciones públicas.

1. Lo dispuesto en el artículo 15.1.a) 
en materia de duración máxima del 
contrato por obra o servicio determinados 
y en el artículo 15.5 sobre límites al enca-
denamiento de contratos de esta Ley 
surtirá efectos en el ámbito de las Admi-
nistraciones públicas y sus organismos 
públicos vinculados o dependientes, sin 
perjuicio de la aplicación de los princi-
pios constitucionales de igualdad, mérito 
y capacidad en el acceso al empleo 
público, por lo que no será obstáculo 
para la obligación de proceder a la cober-

tura de los puestos de trabajo de que se 
trate a través de los procedimientos ordi-
narios, de acuerdo con lo establecido en 
la normativa aplicable.

En cumplimiento de esta previsión, el 
trabajador continuará desempeñando el 
puesto que venía ocupando hasta que se 
proceda a su cobertura por los procedi-
mientos antes indicados, momento en el 
que se producirá la extinción de la rela-
ción laboral, salvo que el mencionado 
trabajador acceda a empleo público, 
superando el correspondiente proceso 
selectivo.

2. No obstante lo previsto en el apar-
tado anterior, lo dispuesto en el artículo 
15.1.a) en materia de duración máxima 
del contrato por obra o servicio determi-
nados no será de aplicación a los contratos 
celebrados por las Administraciones 
Públicas y sus organismos públicos vincu-
lados o dependientes, ni a las modali-
dades particulares de contrato de trabajo 
contempladas en la Ley Orgánica 6/2001, 
de 21 de diciembre, de Universidades o 
en cualesquiera otras normas con rango 
de ley cuando estén vinculados a un 
proyecto específico de investigación o de 
inversión de duración superior a tres 
años.

3. Para la aplicación del límite al 
encadenamiento de contratos previsto en 
el artículo 15.5, sólo se tendrán en cuenta 
los contratos celebrados en el ámbito de 
cada una de las Administraciones Públicas 
sin que formen parte de ellas, a estos 
efectos, los organismos públicos, agen-
cias y demás entidades de derecho 
público con personalidad jurídica propia 
vinculadas o dependientes de las mismas. 
En todo caso, lo dispuesto en dicho 
artículo 15.5 no será de aplicación 
respecto de las modalidades particulares 
de contrato de trabajo contempladas en 
la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de 
diciembre, de Universidades o en cuales-
quiera otras normas con rango de ley.»
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Siete. Se añade una disposición tran-
sitoria decimotercera al Texto Refundido 
de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 
1/1995, de 24 de marzo, con la siguiente 
redacción:

«Disposición transitoria decimoter-
cera. Indemnización por finalización 
de contrato temporal.

La indemnización prevista a la finali-
zación del contrato temporal establecida 
en el artículo 49.1.c) de esta Ley se apli-
cará de modo gradual conforme al 
siguiente calendario:

Ocho días de salario por cada año de 
servicio para los contratos temporales 
que se celebren hasta el 31 de diciembre 
de 2011.

Nueve días de salario por cada año de 
servicio para los contratos temporales 
que se celebren a partir del 1 de enero de 
2012.

Diez días de salario por cada año de 
servicio para los contratos temporales 
que se celebren a partir del 1 de enero de 
2013.

Once días de salario por cada año de 
servicio para los contratos temporales 
que se celebren a partir del 1 de enero de 
2014.

Doce días de salario por cada año de 
servicio para los contratos temporales 
que se celebren a partir del 1 de enero de 
2015.»

Ocho. Se añade un nuevo apartado 
4 bis al artículo 6 del Texto Refundido de 
la Ley sobre Infracciones y Sanciones en 
el Orden Social, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de 
agosto, con la siguiente redacción:

«4 bis. La falta de entrega al traba-
jador por parte del empresario del docu-
mento justificativo al que se refiere el 
artículo 15.9 del Estatuto de los Trabaja-
dores.»

Artículo 2. Extinción del contrato de tra-
bajo.

Uno. El apartado 1 del artículo 51 
del Real Decreto Legislativo 1/1995, de 
24 de marzo, por el que se aprueba el 
Texto Refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores queda redactado del 
siguiente modo:

«1. A efectos de lo dispuesto en la 
presente Ley se entenderá por despido 
colectivo la extinción de contratos de 
trabajo fundada en causas económicas, 
técnicas, organizativas o de producción 
cuando, en un período de noventa días, 
la extinción afecte al menos a:

a) Diez trabajadores, en las empresas 
que ocupen menos de cien trabaja-
dores.

b) El 10 por ciento del número de 
trabajadores de la empresa en aquéllas 
que ocupen entre cien y trescientos traba-
jadores.

c) reinta trabajadores en las empresas 
que ocupen trescientos o más trabaja-
dores.

Se entiende que concurren causas 
económicas cuando de los resultados de 
la empresa se desprenda una situación 
económica negativa, en casos tales como 
la existencia de pérdidas actuales o 
previstas, o la disminución persistente de 
su nivel de ingresos, que puedan afectar 
a su viabilidad o a su capacidad de 
mantener el volumen de empleo. A estos 
efectos, la empresa tendrá que acreditar 
los resultados alegados y justificar que de 
los mismos se deduce la razonabilidad de 
la decisión extintiva para preservar o 
favorecer su posición competitiva en el 
mercado.

Se entiende que concurren causas 
técnicas cuando se produzcan cambios, 
entre otros, en el ámbito de los medios o 
instrumentos de producción; causas orga-
nizativas cuando se produzcan cambios, 
entre otros, en el ámbito de los sistemas 
y métodos de trabajo del personal y 
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causas productivas cuando se produzcan 
cambios, entre otros, en la demanda de 
los productos o servicios que la empresa 
pretende colocar en el mercado. A estos 
efectos, la empresa deberá acreditar la 
concurrencia de alguna de las causas 
señaladas y justificar que de las mismas 
se deduce la razonabilidad de la decisión 
extintiva para contribuir a prevenir una 
evolución negativa de la empresa o a 
mejorar la situación de la misma a través 
de una más adecuada organización de 
los recursos, que favorezca su posición 
competitiva en el mercado o una mejor 
respuesta a las exigencias de la 
demanda.

Se entenderá igualmente como despido 
colectivo la extinción de los contratos de 
trabajo que afecten a la totalidad de la 
plantilla de la empresa, siempre que el 
número de trabajadores afectados sea 
superior a cinco, cuando aquél se 
produzca como consecuencia de la cesa-
ción total de su actividad empresarial 
fundada en las mismas causas anterior-
mente señaladas.

Para el cómputo del número de extin-
ciones de contratos a que se refiere el 
párrafo primero de este artículo, se 
tendrán en cuenta asimismo cualesquiera 
otras producidas en el período de refe-
rencia por iniciativa del empresario en 
virtud de otros motivos no inherentes a la 
persona del trabajador distintos de los 
previstos en el párrafo c) del apartado 1 
del artículo 49 de esta Ley, siempre que 
su número sea, al menos, de cinco.

Cuando en períodos sucesivos de 
noventa días y con el objeto de eludir las 
previsiones contenidas en el presente 
artículo, la empresa realice extinciones 
de contratos al amparo de lo dispuesto en 
el artículo 52.c) de esta Ley en un número 
inferior a los umbrales señalados, y sin 
que concurran causas nuevas que justifi-
quen tal actuación, dichas nuevas extin-
ciones se considerarán efectuadas en 

fraude de ley, y serán declaradas nulas y 
sin efecto.»

Dos. El apartado 2 del artículo 51 del 
texto refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 
marzo, queda redactado de la siguiente 
manera:

«2. El empresario que tenga la inten-
ción de efectuar un despido colectivo 
deberá solicitar autorización para la 
extinción de los contratos de trabajo 
conforme al procedimiento de regulación 
de empleo previsto en esta Ley y en sus 
normas de desarrollo reglamentario. El 
procedimiento se iniciará mediante la 
solicitud a la autoridad laboral compe-
tente y la apertura simultánea de un 
período de consultas con los represen-
tantes legales de los trabajadores.

La comunicación a la autoridad laboral 
y a los representantes legales de los traba-
jadores deberá ir acompañada de toda la 
documentación necesaria para acreditar 
las causas motivadoras del expediente y 
la justificación de las medidas a adoptar, 
en los términos que reglamentariamente 
se determinen.

La comunicación de la apertura del 
período de consultas se realizará mediante 
escrito dirigido por el empresario a los 
representantes legales de los trabajadores, 
una copia del cual se hará llegar, junto 
con la solicitud, a la autoridad laboral.

En los supuestos de ausencia de repre-
sentación legal de los trabajadores en la 
empresa, éstos podrán atribuir su repre-
sentación para el periodo de consultas y 
la conclusión de un acuerdo a una comi-
sión designada conforme a lo dispuesto 
en el artículo 41.4.»

Tres. El apartado 4 del artículo 51 del 
texto refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 
marzo, queda redactado de la siguiente 
manera:
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«4. La consulta con los represen-
tantes legales de los trabajadores, quienes 
ostentarán la condición de parte intere-
sada en la tramitación del expediente de 
regulación de empleo, tendrá una dura-
ción no superior a treinta días naturales, 
o de quince en el caso de empresas de 
menos de cincuenta trabajadores, y 
deberá versar sobre las causas motiva-
doras del expediente y la posibilidad de 
evitar o reducir sus efectos, así como 
sobre las medidas necesarias para atenuar 
sus consecuencias para los trabajadores 
afectados, tales como medidas de recolo-
cación que podrán ser realizadas a través 
de empresas de recolocación autorizadas 
o acciones de formación o reciclaje 
profesional para la mejora de la empleabi-
lidad, y para posibilitar la continuidad y 
viabilidad del proyecto empresarial.

En todo caso, en las empresas de 
cincuenta o más trabajadores, se deberá 
acompañar a la documentación inicia-
dora del expediente un plan de acompa-
ñamiento social que contemple las 
medidas anteriormente señaladas.

Durante el período de consultas, las 
partes deberán negociar de buena fe con 
vistas a la consecución de un acuerdo.

Dicho acuerdo requerirá la confor-
midad de la mayoría de los miembros del 
comité o comités de empresa, de los 
delegados de personal en su caso, o de 
representaciones sindicales, si las hubiere 
que, en su conjunto, representen a la 
mayoría de aquéllos.

A la finalización del período de 
consultas el empresario comunicará a la 
autoridad laboral el resultado del mismo, 
así como el contenido definitivo de las 
medidas o del plan señalados anterior-
mente.

El empresario y la representación de 
los trabajadores podrán acordar en cual-
quier momento la sustitución del período 
de consultas por el procedimiento de 
mediación o arbitraje que sea de aplica-
ción en el ámbito de la empresa, que 

deberá desarrollarse dentro del plazo 
máximo señalado para dicho período.»

Cuatro. El apartado 5 del artículo 51 
del texto refundido de la Ley del Estatuto 
de los Trabajadores, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 
marzo, queda modificado de la siguiente 
manera:

«5. Cuando el período de consultas 
concluya con acuerdo entre las partes, la 
autoridad laboral procederá a dictar reso-
lución en el plazo de siete días naturales 
autorizando la extinción de las relaciones 
laborales y dando traslado de la misma a 
la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social y a la entidad gestora de la presta-
ción por desempleo. Si transcurrido dicho 
plazo no hubiera recaído pronuncia-
miento expreso, se entenderá autorizada 
la medida extintiva en los términos 
contemplados en el acuerdo.

No obstante lo dispuesto en el párrafo 
anterior, si la autoridad laboral apreciase, 
de oficio o a instancia de parte, la exis-
tencia de fraude, dolo, coacción o abuso 
de derecho en la conclusión del acuerdo, 
lo remitirá, con suspensión de plazo para 
dictar resolución, a la autoridad judicial, 
a efectos de su posible declaración de 
nulidad. Del mismo modo actuará 
cuando, de oficio o a petición de la 
entidad gestora de la prestación por 
desempleo, estimase que el acuerdo 
pudiera tener por objeto la obtención 
indebida de las prestaciones por parte de 
los trabajadores afectados por inexis-
tencia de la causa motivadora de la situa-
ción legal de desempleo.»

Cinco. El apartado 6 del artículo 51 
del Texto Refundido de la Ley del Estatuto 
de los Trabajadores, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 
marzo, queda modificado de la siguiente 
manera:

«6. Cuando el período de consultas 
concluya sin acuerdo, la autoridad laboral 
dictará resolución estimando o desesti-
mando, en todo o en parte, la solicitud 
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empresarial. La resolución se dictará en 
el plazo de quince días naturales a partir 
de la comunicación a la autoridad laboral 
de la conclusión del período de consultas; 
si transcurrido dicho plazo no hubiera 
recaído pronunciamiento expreso, se 
entenderá autorizada la medida extintiva 
en los términos de la solicitud.

La resolución de la autoridad laboral 
será motivada y congruente con la soli-
citud empresarial. La autorización proce-
derá cuando de la documentación 
obrante en el expediente se desprenda 
que concurre la causa alegada por el 
empresario y la razonabilidad de la 
medida en los términos señalados en el 
apartado 1 de este artículo.»

Seis. La letra c) del artículo 52 del 
Texto Refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 
marzo, queda redactada en estos 
términos:

«c) Cuando concurra alguna de las 
causas previstas en el artículo 51.1 de 
esta Ley y la extinción afecte a un número 
inferior al establecido en el mismo.

Los representantes de los trabajadores 
tendrán prioridad de permanencia en la 
empresa en el supuesto al que se refiere 
este apartado.»

Siete. La letra c) del apartado 1 del 
artículo 53 del Texto Refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores, apro-
bado por Real Decreto Legislativo 1/1995, 
de 24 de marzo, queda redactada en los 
siguientes términos:

«c) Concesión de un plazo de prea-
viso de quince días, computado desde la 
entrega de la comunicación personal al 
trabajador hasta la extinción del contrato 
de trabajo. En el supuesto contemplado 
en el artículo 52.c), del escrito de prea-
viso se dará copia a la representación 
legal de los trabajadores para su conoci-
miento.»

Ocho. El apartado 4 del artículo 53 
del Texto Refundido de la Ley del Estatuto 
de los Trabajadores, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 
marzo, queda redactado en los siguientes 
términos:

«4. Cuando la decisión extintiva del 
empresario tuviera como móvil algunas 
de las causas de discriminación prohi-
bidas en la Constitución o en la Ley o 
bien se hubiera producido con violación 
de derechos fundamentales y libertades 
públicas del trabajador, la decisión extin-
tiva será nula, debiendo la autoridad judi-
cial hacer tal declaración de oficio.

Será también nula la decisión extintiva 
en los siguientes supuestos:

a) La de los trabajadores durante el 
período de suspensión del contrato de 
trabajo por maternidad, riesgo durante el 
embarazo, riesgo durante la lactancia 
natural, enfermedades causadas por 
embarazo, parto o lactancia natural, 
adopción o acogimiento o paternidad al 
que se refiere la letra d) del apartado 1 del 
artículo 45, o el notificado en una fecha 
tal que el plazo de preaviso concedido 
finalice dentro de dicho periodo.

b) La de las trabajadoras embara-
zadas, desde la fecha de inicio del emba-
razo hasta el comienzo del periodo de 
suspensión a que se refiere la letra a), y la 
de los trabajadores que hayan solicitado 
uno de los permisos a los que se refieren 
los apartados 4, 4 bis y 5 del artículo 37, 
o estén disfrutando de ellos, o hayan soli-
citado o estén disfrutando la excedencia 
prevista en el apartado 3 del artículo 46; 
y la de las trabajadoras víctimas de 
violencia de género por el ejercicio de los 
derechos de reducción o reordenación de 
su tiempo de trabajo, de movilidad 
geográfica, de cambio de centro de 
trabajo o de suspensión de la relación 
laboral en los términos y condiciones 
reconocidos en esta Ley.

c) La de los trabajadores después de 
haberse reintegrado al trabajo al finalizar 
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los periodos de suspensión del contrato 
por maternidad, adopción o acogimiento 
o paternidad, siempre que no hubieran 
transcurrido más de nueve meses desde 
la fecha de nacimiento, adopción o 
acogimiento del hijo.

Lo establecido en las letras anteriores 
será de aplicación, salvo que, en esos 
casos, se declare la procedencia de la 
decisión extintiva por motivos no relacio-
nados con el embarazo o con el ejercicio 
del derecho a los permisos y excedencia 
señalados.

La decisión extintiva se considerará 
improcedente cuando no se acredite la 
concurrencia de la causa en que se funda-
mentó la decisión extintiva o cuando no se 
hubieren cumplido los requisitos estable-
cidos en el apartado 1 de este artículo.

No obstante, la no concesión del prea-
viso o el error excusable en el cálculo de 
la indemnización no determinará la 
improcedencia del despido, sin perjuicio 
de la obligación del empresario de abonar 
los salarios correspondientes a dicho 
período o al pago de la indemnización en 
la cuantía correcta, con independencia 
de los demás efectos que procedan.»

Nueve. El apartado 2 del artículo 
122 del Texto Refundido de la Ley de 
Procedimiento Laboral, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de 
abril, queda redactado en los siguientes 
términos:

«2. La decisión extintiva será nula 
cuando:

a) Resulte discriminatoria o contraria 
a los derechos fundamentales y libertades 
públicas del trabajador.

b) Se haya efectuado en fraude de 
Ley eludiendo las normas establecidas 
por los despidos colectivos, en los casos 
a que se refiere el último párrafo del 
artículo 51.1 del Texto Refundido de la 
Ley del Estatuto de los Trabajadores.

c) La de los trabajadores durante el 
período de suspensión del contrato de 
trabajo por maternidad, riesgo durante el 
embarazo, riesgo durante la lactancia 
natural, enfermedades causadas por emba-
razo, parto o lactancia natural, adopción o 
acogimiento o paternidad al que se refiere 
la letra d) del apartado 1 del artículo 45 del 
Texto Refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores, o el notificado en una 
fecha tal que el plazo de preaviso conce-
dido finalice dentro de dicho período.

d) La de las trabajadoras embarazadas, 
desde la fecha de inicio del embarazo hasta 
el comienzo del período de suspensión a 
que se refiere la letra c), y la de los trabaja-
dores que hayan solicitado uno de los 
permisos a los que se refieren los apartados 
4, 4.bis y 5 del artículo 37 del Estatuto de 
los Trabajadores, o estén disfrutando de 
ellos, o hayan solicitado o estén disfrutando 
la excedencia prevista en el apartado 3 del 
artículo 46 del Estatuto de los Trabajadores; 
y la de las trabajadoras víctimas de violencia 
de género por el ejercicio de los derechos 
de reducción o reordenación de su tiempo 
de trabajo, de movilidad geográfica, de 
cambio de centro de trabajo o de suspen-
sión de la relación laboral, en los términos 
y condiciones reconocidos en el Estatuto de 
los Trabajadores.

e) La de los trabajadores después de 
haberse reintegrado al trabajo al finalizar 
los períodos de suspensión del contrato 
por maternidad, adopción o acogimiento 
o paternidad, siempre que no hubieran 
transcurrido más de nueve meses desde 
la fecha de nacimiento, adopción o 
acogimiento del hijo.

Lo establecido en las letras c), d) y e) 
será de aplicación, salvo que, en esos 
casos, se declare la procedencia de la 
decisión extintiva por motivos no relacio-
nados con el embarazo o con el ejercicio 
del derecho a los permisos y excedencias 
señalados.»

Diez. El apartado 3 del artículo 122 
del Texto Refundido de la Ley de Proce-
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dimiento Laboral, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril, 
queda redactado en los siguientes 
términos:

«3. La decisión extintiva se calificará 
de improcedente cuando no se hubieren 
cumplido los requisitos establecidos en el 
artículo 53.1 del Texto Refundido de la 
Ley del Estatuto de los Trabajadores.

No obstante, la no concesión del prea-
viso o el error excusable en el cálculo de 
la indemnización no determinará la 
improcedencia del despido, sin perjuicio 
de la obligación del empresario de abonar 
los salarios correspondientes a dicho 
período o al pago de la indemnización en 
la cuantía correcta, con independencia 
de los demás efectos que procedan.»

Artículo 3. Contrato para el fomento de 
la contratación indefinida.

La disposición adicional primera de la 
Ley 12/2001, de 9 de julio, de medidas 
urgentes de reforma del mercado de 
trabajo para el incremento del empleo y 
la mejora de su calidad, queda modifi-
cada como sigue:

«Disposición adicional primera.
Contrato para el fomento de la contrata-
ción indefinida.

1 Con objeto de facilitar la coloca-
ción estable de trabajadores desem-
pleados y de empleados sujetos a 
contratos temporales, podrá concertarse 
el contrato de trabajo para el fomento de 
la contratación indefinida que se regula 
en esta disposición, en las condiciones 
previstas en la misma.

2. El contrato podrá concertarse con 
trabajadores incluidos en uno de los 
grupos siguientes:

a) Trabajadores desempleados inscritos 
en la oficina de empleo en quienes concurra 
alguna de las siguientes condiciones:

Jóvenes desde dieciséis hasta treinta 
años de edad, ambos inclusive.

Mujeres desempleadas cuando se 
contraten para prestar servicios en profe-
siones u ocupaciones con menor índice 
de empleo femenino; mujeres en los dos 
años inmediatamente posteriores a la 
fecha del parto o de la adopción o acogi-
miento de menores; mujeres desem-
pleadas que se reincorporen al mercado 
de trabajo tras un período de inactividad 
laboral de cinco años; mujeres desem-
pleadas víctimas de violencia de género 
y de trata de seres humanos.

Mayores de cuarenta y cinco años de 
edad.

Personas con discapacidad.

Parados que lleven, al menos, un mes 
inscritos ininterrumpidamente como 
demandantes de empleo.

Desempleados que, durante los dos 
años anteriores a la celebración del 
contrato, hubieran estado contratados 
exclusivamente mediante contratos de 
carácter temporal, incluidos los contratos 
formativos.

Desempleados a quienes, durante los 
dos años anteriores a la celebración del 
contrato, se les hubiera extinguido un 
contrato de carácter indefinido en una 
empresa diferente.

b) Trabajadores que estuvieran 
empleados en la misma empresa mediante 
un contrato de duración determinada o 
temporal, incluidos los contratos forma-
tivos, celebrados con anterioridad al 18 de 
junio de 2010, a quienes se les transforme 
dicho contrato en un contrato de fomento 
de la contratación indefinida con anterio-
ridad al 31 de diciembre de 2010.

c) Trabajadores que estuvieran 
empleados en la misma empresa mediante 
un contrato de duración determinada o 
temporal, incluidos los contratos forma-
tivos, celebrados a partir del 18 de junio 
de 2010. Estos contratos podrán ser trans-
formados en un contrato de fomento de 
la contratación indefinida con anterio-
ridad al 31 de diciembre de 2011 siempre 

Boletín núm. 2118–Pág. 94



– 2401 –

           

que la duración de los mismos no haya 
excedido de seis meses. Esta duración 
máxima no será de aplicación a los 
contratos formativos.

Se entenderán válidas las transforma-
ciones en los contratos de fomento de la 
contratación indefinida de los contratos de 
duración determinada o temporales en los 
supuestos a que se refieren las letras b) y 
c), una vez transcurrido el plazo de veinte 
días hábiles establecido en el artículo 59.3 
del Estatuto de los Trabajadores, a contar 
desde la fecha de la transformación.

3. El contrato se concertará por 
tiempo indefinido y se formalizará por 
escrito, en el modelo que se establezca.

El régimen jurídico del contrato y los 
derechos y obligaciones que de él se 
deriven se regirán, con carácter general, por 
lo dispuesto en la Ley y en los convenios 
colectivos para los contratos por tiempo 
indefinido, con la única excepción de lo 
dispuesto en los apartados siguientes.

4. Cuando el contrato se extinga por 
causas objetivas y la extinción sea decla-
rada judicialmente improcedente o recono-
cida como tal por el empresario, la cuantía 
de la indemnización a la que se refiere el 
artículo 53.5 del Estatuto de los Trabaja-
dores, en su remisión a los efectos del 
despido disciplinario previstos en el artículo 
56 del mismo texto legal, será de treinta y 
tres días de salario por año de servicio, 
prorrateándose por meses los períodos de 
tiempo inferiores a un año y hasta un 
máximo de veinticuatro mensualidades.

Cuando el trabajador alegue que la 
utilización del procedimiento de despido 
objetivo no se ajusta a derecho porque la 
causa real del despido es disciplinaria, 
corresponderá al mismo la carga de la 
prueba sobre esta cuestión.

Si se procediera según lo dispuesto en 
el artículo 56.2 del Estatuto de los Trabaja-
dores, el empresario deberá depositar en el 
Juzgado de lo Social la diferencia entre la 
indemnización ya percibida por el traba-

jador según el artículo 53.1.b) de la misma 
Ley y la señalada en este apartado.

5. No podrá concertar el contrato 
para el fomento de la contratación indefi-
nida al que se refiere la presente disposi-
ción la empresa que en los seis meses 
anteriores a la celebración del contrato, 
hubiera realizado extinciones de contratos 
indefinidos ordinarios por causas obje-
tivas declaradas o reconocidas como 
improcedentes o hubiera procedido a un 
despido colectivo. En ambos supuestos, la 
limitación afectará únicamente a la cober-
tura del mismo puesto de trabajo afectado 
por la extinción o despido y para el mismo 
centro o centros de trabajo.

Esta limitación no será de aplicación 
cuando las extinciones de contratos se 
hayan producido con anterioridad al 18 
de junio de 2010 ni cuando, en el supuesto 
de despido colectivo, la realización de los 
contratos a los que se refiere la presente 
disposición haya sido acordada con los 
representantes de los trabajadores en el 
período de consultas previsto en el artículo 
51.4 del Estatuto de los Trabajadores.

6. El Gobierno, previa consulta con 
las organizaciones sindicales y empresa-
riales más representativas, procederá a la 
evaluación de la eficacia de esta disposi-
ción y sus efectos en la evolución de la 
contratación indefinida. Esta evaluación 
se realizará con anterioridad al 31 de 
diciembre de 2012.»

caPÍtulo ii

Medidas para favorecer la flexibilidad 
interna negociada en las empresas y 
para fomentar el uso de la reducción 
de jornada como instrumento de ajus-

te temporal de empleo

Artículo 4. Movilidad geográfica.

El apartado 2 del artículo 40 del Texto 
Refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, aprobado por Real Decreto 
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Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, 
queda redactado en los siguientes 
términos:

«2. El traslado a que se refiere el 
apartado anterior deberá ir precedido de 
un período de consultas con los represen-
tantes legales de los trabajadores de una 
duración no superior a quince días, 
cuando afecte a la totalidad del centro de 
trabajo, siempre que éste ocupe a más de 
cinco trabajadores, o cuando, sin afectar 
a la totalidad del centro de trabajo, en un 
período de noventa días comprenda a un 
número de trabajadores de, al menos:

a) Diez trabajadores, en las empresas 
que ocupen menos de cien trabaja-
dores.

b) El 10 por ciento del número de 
trabajadores de la empresa en aquellas 
que ocupen entre cien y trescientos traba-
jadores.

c) Treinta trabajadores en las 
empresas que ocupen trescientos o más 
trabajadores.

Dicho período de consultas deberá 
versar sobre las causas motivadoras de la 
decisión empresarial y la posibilidad de 
evitar o reducir sus efectos, así como 
sobre las medidas necesarias para atenuar 
sus consecuencias para los trabajadores 
afectados.

La apertura del período de consultas y 
las posiciones de las partes tras su conclu-
sión deberán ser notificadas a la auto-
ridad laboral para su conocimiento.

Durante el período de consultas, las 
partes deberán negociar de buena fe, con 
vistas a la consecución de un acuerdo.

Dicho acuerdo requerirá la confor-
midad de la mayoría de los miembros del 
comité o comités de empresa, de los 
delegados de personal, en su caso, o de 
representaciones sindicales, si las hubiere, 
que, en su conjunto, representen a la 
mayoría de aquéllos.

En los supuestos de ausencia de repre-
sentación legal de los trabajadores en la 
empresa, éstos podrán atribuir su repre-
sentación a una comisión designada 
conforme a lo dispuesto en el artículo 
41.4.

Tras la finalización del período de 
consultas el empresario notificará a los 
trabajadores su decisión sobre el traslado, 
que se regirá a todos los efectos por lo 
dispuesto en el apartado 1 de este 
artículo.

No obstante lo señalado en el párrafo 
anterior, la autoridad laboral, a la vista de 
las posiciones de las partes y siempre que 
las consecuencias económicas o sociales 
de la medida así lo justifiquen, podrá 
ordenar la ampliación del plazo de incor-
poración a que se refiere el apartado 1 de 
este artículo y la consiguiente paraliza-
ción de la efectividad del traslado por un 
período de tiempo que, en ningún caso, 
podrá ser superior a seis meses.

Contra las decisiones a que se refiere 
el presente apartado se podrá reclamar en 
conflicto colectivo, sin perjuicio de la 
acción individual prevista en el apartado 
1 de este artículo. La interposición del 
conflicto paralizará la tramitación de las 
acciones individuales iniciadas, hasta su 
resolución.

El acuerdo con los representantes 
legales de los trabajadores en el período 
de consultas se entenderá sin perjuicio 
del derecho de los trabajadores afectados 
al ejercicio de la opción prevista en el 
párrafo cuarto del apartado 1 de este 
artículo.

El empresario y la representación legal 
de los trabajadores podrán acordar en 
cualquier momento la sustitución del 
periodo de consultas a que se refiere este 
apartado por la aplicación del procedi-
miento de mediación o arbitraje que sea 
de aplicación en el ámbito de la empresa, 
que deberá desarrollarse dentro del plazo 
máximo señalado para dicho periodo.»
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Artículo 5. Modificaciones sustanciales 
de las condiciones de trabajo.

El artículo 41 del Texto Refundido de 
la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 
1/1995, de 24 de marzo, queda redac-
tado como sigue:

«Artículo 41. Modificaciones sustan-
ciales de condiciones de trabajo.

1. La dirección de la empresa, 
cuando existan probadas razones econó-
micas, técnicas, organizativas o de 
producción, podrá acordar modifica-
ciones sustanciales de las condiciones de 
trabajo. Tendrán la consideración de 
modificaciones sustanciales de las condi-
ciones de trabajo, entre otras, las que 
afecten a las siguientes materias:

a) Jornada de trabajo.

b) horario y distribución del tiempo 
de trabajo.

c) Régimen de trabajo a turnos.

d) Sistema de remuneración.

e) Sistema de trabajo y rendimiento.

f) Funciones, cuando excedan de los 
límites que para la movilidad funcional 
prevé el artículo 39 de esta Ley.

Se entenderá que concurren las causas 
a que se refiere este artículo cuando la 
adopción de las medidas propuestas 
contribuya a prevenir una evolución 
negativa de la empresa o a mejorar la 
situación y perspectivas de la misma a 
través de una más adecuada organización 
de sus recursos, que favorezca su posi-
ción competitiva en el mercado o una 
mejor respuesta a las exigencias de la 
demanda.

2. Se considera de carácter indivi-
dual la modificación de aquellas condi-
ciones de trabajo de que disfrutan los 
trabajadores a título individual.

Se considera de carácter colectivo la 
modificación de aquellas condiciones 
reconocidas a los trabajadores en virtud 

de acuerdo o pacto colectivo o disfru-
tadas por éstos en virtud de una decisión 
unilateral del empresario de efectos 
colectivos.

No obstante lo dispuesto en el párrafo 
anterior, no se considerarán en ningún 
caso de carácter colectivo a los efectos de 
lo dispuesto en el apartado 4 de este 
artículo las modificaciones funcionales y 
de horario de trabajo que afecten, en un 
período de noventa días, a un número de 
trabajadores inferior a:

a) Diez trabajadores, en las empresas 
que ocupen menos de cien trabaja-
dores.

b) El 10 por ciento del número de 
trabajadores de la empresa en aquellas 
que ocupen entre cien y trescientos traba-
jadores.

c) Treinta trabajadores, en las 
empresas que ocupen trescientos o más 
trabajadores.

3. La decisión de modificación 
sustancial de condiciones de trabajo de 
carácter individual deberá ser notificada 
por el empresario al trabajador afectado 
y a sus representantes legales con una 
antelación mínima de treinta días a la 
fecha de su efectividad.

En los supuestos previstos en los 
párrafos a), b) y c) del apartado 1 de este 
artículo, y sin perjuicio de lo dispuesto en 
el artículo 50.1.a), si el trabajador resul-
tase perjudicado por la modificación 
sustancial tendrá derecho a rescindir su 
contrato y percibir una indemnización de 
veinte días de salario por año de servicio 
prorrateándose por meses los períodos 
inferiores a un año y con un máximo de 
nueve meses.

Sin perjuicio de la ejecutividad de la 
modificación en el plazo de efectividad 
anteriormente citado, el trabajador que 
no habiendo optado por la rescisión de 
su contrato se muestre disconforme con 
la decisión empresarial podrá impugnarla 
ante la jurisdicción competente. La 
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sentencia declarará la modificación justi-
ficada o injustificada y, en este último 
caso, reconocerá el derecho del traba-
jador a ser repuesto en sus anteriores 
condiciones.

Cuando con objeto de eludir las previ-
siones contenidas en el apartado siguiente 
de este artículo, la empresa realice modi-
ficaciones sustanciales de las condiciones 
de trabajo en períodos sucesivos de 
noventa días en número inferior a los 
umbrales a que se refiere el último párrafo 
del apartado 2, sin que concurran causas 
nuevas que justifiquen tal actuación, 
dichas nuevas modificaciones se consi-
derarán efectuadas en fraude de ley y 
serán declaradas nulas y sin efecto.

4. Sin perjuicio de los procedi-
mientos específicos que puedan estable-
cerse en la negociación colectiva, la deci-
sión de modificación sustancial de 
condiciones de trabajo de carácter colec-
tivo deberá ir precedida en las empresas 
en que existan representantes legales de 
los trabajadores de un período de 
consultas con los mismos de duración no 
superior a quince días, que versará sobre 
las causas motivadoras de la decisión 
empresarial y la posibilidad de evitar o 
reducir sus efectos, así como sobre las 
medidas necesarias para atenuar sus 
consecuencias para los trabajadores afec-
tados.

Durante el período de consultas, las 
partes deberán negociar de buena fe, con 
vistas a la consecución de un acuerdo. 
Dicho acuerdo requerirá la conformidad 
de la mayoría de los miembros del comité 
o comités de empresa, de los delegados 
de personal, en su caso, o de representa-
ciones sindicales, si las hubiere, que, en 
su conjunto, representen a la mayoría de 
aquéllos.

En las empresas en las que no exista 
representación legal de los mismos, éstos 
podrán optar por atribuir su representa-
ción para la negociación del acuerdo, a 
su elección, a una comisión de un 

máximo de tres miembros integrada por 
trabajadores de la propia empresa y 
elegida por éstos democráticamente o a 
una comisión de igual número de compo-
nentes designados, según su representati-
vidad, por los sindicatos más representa-
tivos y representativos del sector al que 
pertenezca la empresa y que estuvieran 
legitimados para formar parte de la comi-
sión negociadora del convenio colectivo 
de aplicación a la misma.

En todos los casos, la designación 
deberá realizarse en un plazo de cinco 
días a contar desde el inicio del periodo 
de consultas, sin que la falta de designa-
ción pueda suponer la paralización del 
mismo. Los acuerdos de la comisión 
requerirán el voto favorable de la mayoría 
de sus miembros. En el supuesto de que 
la negociación se realice con la comisión 
cuyos miembros sean designados por los 
sindicatos, el empresario podrá atribuir 
su representación a las organizaciones 
empresariales en las que estuviera inte-
grado, pudiendo ser las mismas más 
representativas a nivel autonómico, y con 
independencia de la organización en la 
que esté integrado tenga carácter inter-
sectorial o sectorial.

El empresario y la representación de 
los trabajadores podrán acordar en cual-
quier momento la sustitución del periodo 
de consultas por el procedimiento de 
mediación o arbitraje que sea de aplica-
ción en el ámbito de la empresa, que 
deberá desarrollarse dentro del plazo 
máximo señalado para dicho periodo.

Cuando el periodo de consultas fina-
lice con acuerdo se presumirá que concu-
rren las causas justificativas a que alude 
el apartado 1 y solo podrá ser impugnado 
ante la jurisdicción competente por la 
existencia de fraude, dolo, coacción o 
abuso de derecho en su conclusión. Ello 
sin perjuicio del derecho de los trabaja-
dores afectados a ejercitar la opción 
prevista en el párrafo segundo del apar-
tado 3 de este artículo.
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5. Cuando la modificación colectiva 
se refiera a condiciones de trabajo reco-
nocidas a los trabajadores en virtud de 
acuerdo o pacto colectivo o disfrutadas 
por éstos en virtud de una decisión unila-
teral del empresario de efectos colectivos, 
una vez finalizado el período de consultas 
sin acuerdo, el empresario notificará a los 
trabajadores su decisión sobre la modifi-
cación, que surtirá efectos transcurrido el 
plazo a que se refiere el apartado 3 de 
este artículo.

Contra las decisiones a que se refiere 
el presente apartado se podrá reclamar en 
conflicto colectivo, sin perjuicio de la 
acción individual prevista en el apartado 
3 de este artículo. La interposición del 
conflicto paralizará la tramitación de las 
acciones individuales iniciadas hasta su 
resolución.

6. Cuando la modificación se refiera 
a condiciones de trabajo establecidas en 
los convenios colectivos regulados en el 
título III de la presente Ley, sean éstos de 
sector o empresariales, se podrá efectuar 
en todo momento por acuerdo, de confor-
midad con lo establecido en el apartado 
4. Cuando se trate de convenios colec-
tivos de sector, el acuerdo deberá ser 
notificado a la Comisión paritaria del 
mismo.

Mediante los acuerdos interprofesio-
nales de ámbito estatal o autonómico, 
previstos en el artículo 83 de la presente 
Ley, se deberán establecer los procedi-
mientos de aplicación general y directa 
para solventar de manera efectiva las 
discrepancias en la negociación de los 
acuerdos a que se refiere este apartado, 
incluido el compromiso previo de someter 
las discrepancias a un arbitraje, en cuyo 
caso el laudo arbitral tendrá la misma 
eficacia que los acuerdos en periodo de 
consultas y sólo será recurrible conforme 
al procedimiento y en base a los motivos 
establecidos en el artículo 91.

La modificación de las condiciones 
establecidas en los convenios colectivos 

de sector sólo podrá referirse a las mate-
rias señaladas en las letras b), c), d), e) y f) 
del apartado 1, y deberá tener un plazo 
máximo de vigencia que no podrá exceder 
de la vigencia del convenio colectivo 
cuya modificación se pretenda.

7. En materia de traslados se estará a 
lo dispuesto en las normas específicas 
establecidas en el artículo 40 de esta 
Ley.»

Artículo 6. Contenido de los convenios 
colectivos.

Uno. Se modifica el apartado 3 del 
artículo 82 del Texto Refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores, apro-
bado por Real Decreto Legislativo 1/1995, 
de 24 de marzo, quedando redactado en 
los siguientes términos:

«3. Los convenios colectivos regu-
lados por esta Ley obligan a todos los 
empresarios y trabajadores incluidos 
dentro de su ámbito de aplicación y 
durante todo el tiempo de su vigencia.

Sin perjuicio de lo anterior, por acuerdo 
entre la empresa y los representantes de 
los trabajadores legitimados para nego-
ciar un convenio colectivo conforme a lo 
previsto en el artículo 87.1, se podrá 
proceder, previo desarrollo de un periodo 
de consultas en los términos del 
artículo  41.4, a inaplicar el régimen sala-
rial previsto en los convenios colectivos 
de ámbito superior a la empresa, cuando 
la situación y perspectivas económicas 
de ésta pudieran verse dañadas como 
consecuencia de tal aplicación, afec-
tando a las posibilidades de manteni-
miento del empleo en la misma.

En los supuestos de ausencia de repre-
sentación legal de los trabajadores en la 
empresa, éstos podrán atribuir su represen-
tación a una comisión designada conforme 
a lo dispuesto en el artículo 41.4.

Cuando el periodo de consultas fina-
lice con acuerdo se presumirá que concu-
rren las causas justificativas a que alude 
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el párrafo segundo, y sólo podrá ser 
impugnado ante la jurisdicción compe-
tente por la existencia de fraude, dolo, 
coacción o abuso de derecho en su 
conclusión. El acuerdo deberá ser notifi-
cado a la Comisión paritaria del convenio 
colectivo.

El acuerdo de inaplicación deberá 
determinar con exactitud la retribución a 
percibir por los trabajadores de dicha 
empresa, estableciendo, en su caso y en 
atención a la desaparición de las causas 
que lo determinaron, una programación 
de la progresiva convergencia hacia la 
recuperación de las condiciones sala-
riales establecidas en el convenio colec-
tivo de ámbito superior a la empresa que 
le sea de aplicación, sin que en ningún 
caso dicha inaplicación pueda superar el 
período de vigencia del convenio ni, 
como máximo los tres años de duración. 
El acuerdo de inaplicación y la programa-
ción de la recuperación de las condi-
ciones salariales no podrán suponer el 
incumplimiento de las obligaciones esta-
blecidas en convenio relativas a la elimi-
nación de las discriminaciones retribu-
tivas por razones de género.

Mediante los acuerdos interprofesio-
nales de ámbito estatal o autonómico, 
previstos en el artículo 83 de la presente 
ley, se deberán establecer los procedi-
mientos de aplicación general y directa 
para solventar de manera efectiva las 
discrepancias en la negociación de los 
acuerdos a que se refiere este apartado, 
incluido el compromiso previo de someter 
las discrepancias a un arbitraje vincu-
lante, en cuyo caso el laudo arbitral 
tendrá la misma eficacia que los acuerdos 
en periodo de consultas y sólo será recu-
rrible conforme al procedimiento y en 
base a los motivos establecidos en el 
artículo 91.»

Dos. La letra c) del apartado 3 del 
artículo 85 del Texto Refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores, apro-
bado por Real Decreto Legislativo 1/1995, 

de 24 de marzo, queda redactada de la 
siguiente manera:

«c) Procedimientos para solventar de 
manera efectiva las discrepancias que 
puedan surgir en la negociación para la 
modificación sustancial de condiciones 
de trabajo establecidas en los convenios 
colectivos de conformidad con lo esta-
blecido en el artículo 41.6 y para la no 
aplicación del régimen salarial a que se 
refiere el artículo 82.3, adaptando, en su 
caso, los procedimientos que se esta-
blezcan a este respecto en los acuerdos 
interprofesionales de ámbito estatal o 
autonómico conforme a lo dispuesto en 
tales artículos.»

Artículo 7. Suspensión del contrato y 
reducción de jornada por causas econó-
micas, técnicas, organizativas o de 
producción.

El artículo 47 del Texto Refundido de 
la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 
1/1995, de 24 de marzo, queda modifi-
cado como sigue:

«Artículo 47. Suspensión del contrato 
o reducción de jornada por causas econó-
micas, técnicas, organizativas o de 
producción o derivadas de fuerza 
mayor.

1. El contrato de trabajo podrá ser 
suspendido a iniciativa del empresario 
por causas económicas, técnicas, organi-
zativas o de producción, con arreglo al 
procedimiento establecido en el artículo 
51 de esta Ley y en sus normas de desa-
rrollo, con las siguientes especialidades:

a) El procedimiento será aplicable 
cualquiera que sea el número de trabaja-
dores de la empresa y del número de 
afectados por la suspensión.

b) El plazo a que se refiere el 
artículo 51.4, relativo a la duración del 
período de consultas, se reducirá a la 
mitad y la documentación será la estric-
tamente necesaria en los términos que 
reglamentariamente se determinen.
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c) La autorización de esta medida 
procederá cuando de la documentación 
obrante en el expediente se desprenda 
razonablemente que tal medida temporal 
es necesaria para la superación de una 
situación de carácter coyuntural de la 
actividad de la empresa.

d) La autorización de la medida no 
generará derecho a indemnización 
alguna.

2. La jornada de trabajo podrá redu-
cirse por causas económicas, técnicas, 
organizativas o de producción con arreglo 
al procedimiento previsto en el apartado 
anterior. A estos efectos, se entenderá por 
reducción de jornada la disminución 
temporal de entre un 10 y un 70 por 
ciento de la jornada de trabajo compu-
tada sobre la base de una jornada diaria, 
semanal, mensual o anual. Durante el 
período de reducción de jornada no 
podrán realizarse horas extraordinarias 
salvo fuerza mayor.

3. Igualmente, el contrato de trabajo 
podrá ser suspendido por causa derivada 
de fuerza mayor con arreglo al procedi-
miento establecido en el artículo 51.12 
de esta Ley y normas reglamentarias de 
desarrollo.

4. Durante las suspensiones de 
contratos o las reducciones de jornada se 
promoverá el desarrollo de acciones 
formativas vinculadas a la actividad 
profesional de los trabajadores afectados 
cuyo objeto sea aumentar su polivalencia 
o incrementar su empleabilidad.»

Artículo 8. Protección por desempleo y 
reducción de jornada.

El Texto Refundido de la Ley General 
de la Seguridad Social, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de 
junio, queda modificado de la siguiente 
manera:

Uno. El apartado 2 del artículo 203 
queda modificado en los siguientes 
términos:

«2. El desempleo será total cuando el 
trabajador cese, con carácter temporal o 
definitivo, en la actividad que venía desa-
rrollando y sea privado, consiguiente-
mente, de su salario.

A estos efectos, se entenderá por 
desempleo total el cese total del traba-
jador en la actividad por días completos, 
continuados o alternos, durante, al 
menos, una jornada ordinaria de trabajo, 
en virtud de suspensión de contrato o 
reducción de jornada autorizada por la 
autoridad competente.»

Dos. El apartado 3 del artículo 203 
queda redactado del modo siguiente:

«3. El desempleo será parcial cuando 
el trabajador vea reducida temporalmente 
su jornada diaria ordinaria de trabajo, 
entre un mínimo de un 10 y un máximo 
de un 70 por ciento, siempre que el 
salario sea objeto de análoga reducción.

A estos efectos, se entenderá por 
reducción temporal de la jornada diaria 
ordinaria aquella que se autorice por un 
período de regulación de empleo, sin que 
estén comprendidas las reducciones de 
jornadas definitivas o que se extiendan a 
todo el período que resta de la vigencia 
del contrato de trabajo.»

Tres. El apartado 1.3 del artículo 208 
queda modificado en los siguientes 
términos:

«3) Cuando se reduzca temporal-
mente la jornada ordinaria diaria de 
trabajo, en virtud de expediente de regu-
lación de empleo en los términos del 
artículo 203.3.»

Cuatro. Se añade un nuevo apartado 
5 al artículo 210, con la siguiente redac-
ción:

«5. En el caso de desempleo parcial, 
la consunción de prestaciones generadas 
se producirá por horas y no por días. A tal 
fin, el porcentaje consumido será equiva-
lente al de reducción de jornada autori-
zada.»
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Artículo 9. Medidas de apoyo a la re-
ducción de jornada.

La Ley 27/2009, de 30 de diciembre, 
de medidas urgentes para el manteni-
miento y el fomento del empleo y la 
protección de las personas desempleadas, 
queda modificada como sigue:

Uno. Se adiciona un nuevo apartado 
2 bis al artículo 1, del tenor siguiente:

«2 bis. No obstante lo establecido en 
los apartados anteriores, el derecho a la 
bonificación del 50 por ciento de las 
cuotas empresariales a la Seguridad 
Social por contingencias comunes, consi-
derado en el apartado 1 anterior, será 
ampliado hasta el 80 por ciento, cuando 
la empresa, en los procedimientos de 
regulación de empleo que hayan 
concluido con acuerdo, incluya medidas 
para reducir los efectos de la regulación 
temporal de empleo entre los trabaja-
dores afectados, tales como acciones 
formativas durante el período de suspen-
sión de contratos o de reducción de 
jornada cuyo objetivo sea aumentar la 
polivalencia del trabajador o incrementar 
su empleabilidad, medidas de flexibilidad 
interna en la empresa que favorezcan la 
conciliación de la vida familiar y profe-
sional o cualquier otra medida alternativa 
o complementaria dirigida a favorecer el 
mantenimiento del empleo en la 
empresa.

Todo ello con los límites y las condi-
ciones establecidos en los apartados 
anteriores, si bien el compromiso de 
mantenimiento del empleo de los traba-
jadores a que se refiere el apartado 2 será 
de seis meses cuando se trate de acuerdos 
concluidos con posterioridad a la entrada 
en vigor de la Ley de Medidas Urgentes 
para la Reforma del Mercado de 
Trabajo.»

Dos. El apartado 5 del artículo 1, 
queda modificado de la siguiente 
manera:

«5. Lo dispuesto en este artículo será 
aplicable a las solicitudes de regulación 
de empleo presentadas desde el 1 de 
octubre de 2008 hasta el 31 de diciembre 
de 2011, salvo lo establecido en el último 
párrafo del apartado 2 de este artículo, 
que será de aplicación a las solicitudes de 
regulación de empleo presentadas desde 
el 1 de enero de 2010 hasta el 31 de 
diciembre de 2011.»

Tres. El apartado 1 del artículo 3 
queda redactado en los siguientes 
términos:

«1. Cuando se autorice a una 
empresa, en virtud de uno o varios expe-
dientes de regulación de empleo o proce-
dimientos concursales, a suspender los 
contratos de trabajo, de forma continuada 
o no, o a reducir el número de días u 
horas de trabajo, y posteriormente se 
autorice por resolución administrativa en 
expediente de regulación de empleo o 
por resolución judicial en procedimiento 
concursal la extinción de los contratos, o 
se extinga el contrato al amparo del 
artículo 52.c del Estatuto de los Trabaja-
dores, Texto Refundido aprobado por 
Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 
marzo, los trabajadores afectados tendrán 
derecho a la reposición de la duración de 
la prestación por desempleo de nivel 
contributivo por el mismo número de días 
que hubieran percibido el desempleo 
total o parcial en virtud de aquellas auto-
rizaciones con un límite máximo de 180 
días, siempre que se cumplan las 
siguientes condiciones:

a) Que las resoluciones administra-
tivas o judiciales que autoricen las 
suspensiones o reducciones de jornada se 
hayan producido entre el 1 de octubre de 
2008 y el 31 de diciembre de 2011, 
ambos inclusive;

b) Que el despido o la resolución 
administrativa o judicial que autorice la 
extinción se produzca entre el 18 de 
junio de 2010 y el 31 de diciembre de 
2012.»
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caPÍtulo iii

Medidas para favorecer el empleo de 
los jóvenes y de las personas desem-

pleadas

Artículo 10. Bonificaciones de cuotas 
por la contratación indefinida.

1. Las empresas que contraten, hasta 
el 31 de diciembre de 2011, de forma 
indefinida a trabajadores desempleados 
entre 16 y 30 años, ambos inclusive, con 
especiales problemas de empleabilidad, 
inscritos en la Oficina de Empleo, tendrán 
derecho a una bonificación en la cuota 
empresarial a la Seguridad Social, de 
66,67 euros/mes (800 euros/año), durante 
tres años o, en su caso, por su equivalente 
diario.

A estos efectos, se considerará que 
tienen especiales problemas de empleabi-
lidad aquellos jóvenes desempleados que 
hayan estado inscritos en la Oficina de 
Empleo al menos doce meses en los 
dieciocho meses anteriores a la contrata-
ción y que no hayan completado la esco-
laridad obligatoria o carezcan de titula-
ción profesional.

Cuando estos contratos se realicen con 
mujeres, las bonificaciones indicadas 
serán de 83,33 euros/mes (1.000 euros/
año) o su equivalente diario.

2. Las empresas que contraten, hasta 
el 31 de diciembre de 2011, de forma 
indefinida a trabajadores desempleados 
mayores de 45 años, que hayan estado 
inscritos en la Oficina de Empleo al 
menos doce meses en los dieciocho 
meses anteriores a la contratación, 
tendrán derecho a una bonificación en la 
cuota empresarial a la Seguridad Social, 
de 100 euros/mes (1.200 euros/año), 
durante tres años o, en su caso, por su 
equivalente diario.

Si estos contratos se conciertan con 
mujeres, las bonificaciones indicadas 

serán de 116,67 euros/mes (1.400 euros/
año) o su equivalente diario.

3. Las empresas que, hasta el 31 de 
diciembre de 2011, transformen en inde-
finidos contratos formativos, de relevo y 
de sustitución por anticipación de la edad 
de jubilación, cualquiera que sea la fecha 
de su celebración, tendrán derecho a una 
bonificación en la cuota empresarial a la 
Seguridad Social de 41,67 euros/mes 
(500 euros/año), durante tres años o, en 
su caso, por su equivalente diario.

En el caso de mujeres, dichas bonifica-
ciones serán de 58,33 euros/mes (700 
euros/año), o, en su caso, por su equiva-
lente diario.

4. Podrán ser beneficiarios de las 
bonificaciones establecidas en este 
artículo las empresas, incluidos los traba-
jadores autónomos, y sociedades labo-
rales o cooperativas a las que se incor-
poren trabajadores como socios 
trabajadores o de trabajo, siempre que 
estas últimas hayan optado por un 
régimen de Seguridad Social propio de 
trabajadores por cuenta ajena.

También podrán ser beneficiarios de 
dichas bonificaciones las empresas, 
incluidos los trabajadores autónomos, y 
sociedades laborales y cooperativas a que 
se refiere el párrafo anterior en el caso de 
transformación de contratos formativos, 
de relevo y de sustitución por anticipa-
ción de la edad de jubilación en contratos 
o vínculos societarios indefinidos, en los 
supuestos incluidos en este artículo.

5. Será requisito imprescindible para 
que puedan aplicarse las bonificaciones 
establecidas en este artículo que las 
nuevas contrataciones o transforma-
ciones, salvo las referidas a contratos de 
relevo, supongan un incremento del nivel 
de empleo fijo de la empresa.

Para calcular dicho incremento, se 
tomará como referencia el promedio 
diario de trabajadores con contratos inde-
finidos en el periodo de los noventa días 
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anteriores a la nueva contratación o trans-
formación, calculado como el cociente 
que resulte de dividir entre noventa el 
sumatorio de los contratos indefinidos que 
estuvieran en alta en la empresa en cada 
uno de los noventa días inmediatamente 
anteriores a la nueva contratación o trans-
formación. Se excluirán del cómputo los 
contratos indefinidos que se hubieran 
extinguido en dicho periodo por despido 
disciplinario declarado como procedente, 
dimisión, muerte, jubilación o incapa-
cidad permanente total, absoluta o gran 
invalidez del trabajador, o durante el 
periodo de prueba.

6. Las empresas que se acojan a estas 
bonificaciones estarán obligadas a 
mantener, durante el periodo de duración 
de la bonificación, el nivel de empleo fijo 
alcanzado con la contratación indefinida 
o transformación bonificada.

No se considerará incumplida dicha 
obligación si se producen extinciones de 
contratos indefinidos en dicho periodo 
por despido disciplinario declarado como 
procedente, dimisión, muerte, jubilación 
o incapacidad permanente total, absoluta 
o gran invalidez del trabajador, o durante 
el periodo de prueba.

En el supuesto de producirse extin-
ciones de contratos indefinidos por otras 
causas y cuando ello suponga disminu-
ción del empleo fijo, las empresas estarán 
obligadas a cubrir dichas vacantes en los 
dos meses siguientes a que se produzcan 
mediante la contratación de nuevos 
trabajadores con contrato indefinido o la 
transformación de contratos temporales o 
formativos en indefinidos, con la misma 
jornada de trabajo, al menos, que tuviera 
el trabajador cuyo contrato indefinido se 
hubiera extinguido. Si el contrato extin-
guido correspondiese a uno de los boni-
ficados conforme a este artículo, cuando 
la cobertura de dicha vacante se realice 
con un trabajador perteneciente a alguno 
de los colectivos de bonificación previstos 
en el mismo, este nuevo contrato dará 

derecho a la aplicación de la bonifica-
ción correspondiente al colectivo de que 
se trate durante el tiempo que reste desde 
la extinción del contrato hasta el cumpli-
miento de los tres años de bonificación 
de éste.

El incumplimiento por parte de las 
empresas de las obligaciones establecidas 
en este apartado dará lugar al reintegro 
de las bonificaciones aplicadas sobre los 
contratos bonificados, celebrados al 
amparo de este artículo, afectados por el 
descenso del nivel de la plantilla fija que 
se alcanzó con esas contrataciones.

7. En lo no previsto en esta disposi-
ción, será de aplicación lo establecido en 
la sección 1.ª del capítulo I y en la dispo-
sición adicional tercera de la Ley 43/2006, 
de 29 de diciembre, salvo lo dispuesto en 
materia de exclusiones en su 
artículo 6.2.

8. Los trabajadores contratados al 
amparo de este artículo serán objetivo 
prioritario en los planes de formación 
para personas ocupadas dentro de los 
programas de formación profesional para 
el empleo, así como de cualquier otra 
medida de política activa de empleo, al 
objeto de incrementar su cualificación 
profesional.

Artículo 11. Bonificaciones de cuotas 
en los contratos para la formación.

1. Las empresas que, a partir de la 
entrada en vigor de esta Ley y hasta el 31 
de diciembre de 2011, celebren contratos 
para la formación con trabajadores 
desempleados e inscritos en la oficina de 
empleo tendrán derecho, durante toda la 
vigencia del contrato, incluidas las 
prórrogas, a una bonificación del cien 
por cien de las cuotas empresariales a la 
Seguridad Social por contingencias 
comunes, así como las correspondientes 
a accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales, desempleo, fondo de 
garantía salarial y formación profesional, 
correspondientes a dichos contratos.

Boletín núm. 2118–Pág. 104



– 2411 –

           

Asimismo, en los contratos para la 
formación celebrados o prorrogados 
según lo dispuesto en el párrafo anterior, 
se bonificará el cien por cien de las cuotas 
de los trabajadores a la Seguridad Social 
durante toda la vigencia del contrato, 
incluidas sus prórrogas.

Las bonificaciones en este artículo 
serán aplicables asimismo a los contratos 
para la formación concertados con ante-
rioridad a la entrada en vigor de esta Ley 
que sean prorrogados entre dicha fecha y 
el 31 de diciembre de 2011, durante la 
vigencia de dichas prórrogas.

2. Para tener derecho a los incentivos 
establecidos en los dos primeros párrafos 
del apartado anterior, el contrato para la 
formación deberá suponer incremento de 
la plantilla de la empresa. Para el cómputo 
de dicho incremento, se aplicará lo esta-
blecido en el párrafo segundo del artículo 
10.5 de esta Ley.

3. En lo no previsto en esta disposi-
ción, será de aplicación lo establecido en 
la sección 1.ª del capítulo I y en la dispo-
sición adicional tercera de la Ley 43/2006, 
de 29 de diciembre, salvo lo dispuesto en 
materia de exclusiones en su artículo 
6.2.

4. Los trabajadores contratados al 
amparo de este artículo serán objetivo 
prioritario en los planes de formación 
para personas ocupadas dentro de los 
programas de formación profesional para 
el empleo, así como de cualquier otra 
medida de política activa de empleo, al 
objeto de incrementar su cualificación 
profesional.

Artículo 12. Contratos formativos.

Uno. El apartado 1 del artículo 11 
del Texto Refundido de la Ley del Estatuto 
de los Trabajadores, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 
marzo, se modifica en los siguientes 
términos:

«1. El contrato de trabajo en prác-
ticas podrá concertarse con quienes estu-
vieren en posesión de título universitario 
o de formación profesional de grado 
medio o superior o títulos oficialmente 
reconocidos como equivalentes, de 
acuerdo con las leyes reguladoras del 
sistema educativo vigente, o de certifi-
cado de profesionalidad de acuerdo con 
lo previsto en la Ley Orgánica 5/2002, de 
19 de junio, de las Cualificaciones y de 
la Formación Profesional, que habiliten 
para el ejercicio profesional, dentro de 
los cinco años, o de siete años cuando el 
contrato se concierte con un trabajador 
con discapacidad, siguientes a la termi-
nación de los correspondientes estudios, 
de acuerdo con las siguientes reglas:

a) El puesto de trabajo deberá 
permitir la obtención de la práctica profe-
sional adecuada al nivel de estudios o de 
formación cursados. Mediante convenio 
colectivo de ámbito sectorial estatal o, en 
su defecto, en los convenios colectivos 
sectoriales de ámbito inferior, se podrán 
determinar los puestos de trabajo, grupos, 
niveles o categorías profesionales objeto 
de este contrato.

b) La duración del contrato no podrá 
ser inferior a seis meses ni exceder de dos 
años, dentro de cuyos límites los conve-
nios colectivos de ámbito sectorial estatal 
o, en su defecto, los convenios colectivos 
sectoriales de ámbito inferior podrán 
determinar la duración del contrato, aten-
diendo a las características del sector y de 
las prácticas a realizar.

Las situaciones de incapacidad 
temporal, riesgo durante el embarazo, 
maternidad, adopción o acogimiento, 
riesgo durante la lactancia y paternidad 
interrumpirán el cómputo de la duración 
del contrato.

c) Ningún trabajador podrá estar 
contratado en prácticas en la misma o 
distinta empresa por tiempo superior a 
dos años en virtud de la misma titulación 
o certificado de profesionalidad.
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Tampoco se podrá estar contratado en 
prácticas en la misma empresa para el 
mismo puesto de trabajo por tiempo 
superior a dos años, aunque se trate de 
distinta titulación o distinto certificado de 
profesionalidad.

A los efectos de este artículo, los títulos 
de grado, máster y, en su caso, doctorado, 
correspondientes a los estudios universi-
tarios no se considerarán la misma titula-
ción, salvo que al ser contratado por 
primera vez mediante un contrato en 
prácticas el trabajador estuviera ya en 
posesión del título superior de que se 
trate.

No se podrá concertar un contrato en 
prácticas en base a un certificado de 
profesionalidad obtenido como conse-
cuencia de un contrato para la formación 
celebrado anteriormente con la misma 
empresa.

d) Salvo lo dispuesto en convenio 
colectivo, el período de prueba no podrá 
ser superior a un mes para los contratos 
en prácticas celebrados con trabajadores 
que estén en posesión de título de grado 
medio o de certificado de profesionalidad 
de nivel 1 o 2, ni a dos meses para los 
contratos en prácticas celebrados con 
trabajadores que están en posesión de 
título de grado superior o de certificado 
de profesionalidad de nivel 3.

e) La retribución del trabajador será 
la fijada en convenio colectivo para los 
trabajadores en prácticas, sin que, en su 
defecto, pueda ser inferior al 60 o al 75 
por 100 durante el primero o el segundo 
año de vigencia del contrato, respectiva-
mente, del salario fijado en convenio 
para un trabajador que desempeñe el 
mismo o equivalente puesto de trabajo.

f) Si al término del contrato el traba-
jador continuase en la empresa no podrá 
concertarse un nuevo período de prueba, 
computándose la duración de las prác-
ticas a efecto de antigüedad en la 
empresa.»

Dos. El apartado 2 del artículo 11 del 
Texto Refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 
marzo, queda redactado como sigue:

«2. El contrato para la formación 
tendrá por objeto la adquisición de la 
formación teórica y práctica necesaria 
para el desempeño adecuado de un oficio 
o de un puesto de trabajo que requiera un 
determinado nivel de cualificación, y se 
regirá por las siguientes reglas:

a) Se podrá celebrar con trabajadores 
mayores de dieciséis años y menores de 
veintiún años que carezcan de la titula-
ción o del certificado de profesionalidad 
requerido para realizar un contrato en 
prácticas.

Cuando el contrato se concierte con 
desempleados que se incorporen como 
alumnos-trabajadores a los programas 
públicos de empleo-formación, tales 
como los de escuelas taller, casas de 
oficios, talleres de empleo u otros que se 
puedan aprobar, el límite máximo de 
edad será el establecido en las disposi-
ciones que regulen el contenido de los 
citados programas. En el supuesto de 
desempleados que cursen un ciclo forma-
tivo de formación profesional de grado 
medio, el límite máximo de edad será de 
veinticuatro años.

El límite máximo de edad no será de 
aplicación cuando el contrato se concierte 
con personas con discapacidad.

b) Mediante convenio colectivo de 
ámbito sectorial estatal o, en su defecto, 
en los convenios colectivos sectoriales de 
ámbito inferior, se podrá establecer, en 
función del tamaño de la plantilla, el 
número máximo de contratos a realizar, 
así como los puestos de trabajo objeto de 
este contrato.

Asimismo, los convenios colectivos de 
empresa podrán establecer el número 
máximo de contratos a realizar en función 
del tamaño de la plantilla, en el supuesto 
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de que exista un plan formativo de 
empresa.

Si los convenios colectivos a que se 
refieren los párrafos anteriores no deter-
minasen el número máximo de contratos 
que cada empresa puede realizar en 
función de su plantilla, dicho número 
será el determinado reglamentaria-
mente.

c) La duración mínima del contrato 
será de seis meses y la máxima de dos 
años. Mediante convenio colectivo de 
ámbito sectorial estatal o, en su defecto, 
en los convenios colectivos sectoriales de 
ámbito inferior, se podrá establecer otras 
duraciones atendiendo a las caracterís-
ticas del oficio o puesto de trabajo a 
desempeñar y a los requerimientos forma-
tivos del mismo, sin que, en ningún caso, 
la duración mínima pueda ser inferior a 
seis meses ni la máxima superior a tres 
años, o a cuatro años cuando el contrato 
se concierte con una persona con disca-
pacidad, teniendo en cuenta el tipo o 
grado de discapacidad y las caracterís-
ticas del proceso formativo a realizar.

Las situaciones de incapacidad 
temporal, riesgo durante el embarazo, 
maternidad, adopción o acogimiento, 
riesgo durante la lactancia y paternidad 
interrumpirán el cómputo de la duración 
del contrato.

d) Expirada la duración máxima del 
contrato para la formación, el trabajador 
no podrá ser contratado bajo esta moda-
lidad por la misma o distinta empresa.

No se podrán celebrar contratos para 
la formación que tengan por objeto la 
cualificación para un puesto de trabajo 
que haya sido desempeñado con anterio-
ridad por el trabajador en la misma 
empresa por tiempo superior a doce 
meses.

e) El tiempo dedicado a la formación 
teórica, que se impartirá siempre fuera 
del puesto de trabajo, dependerá de las 
características del oficio o puesto de 

trabajo a desempeñar y del número de 
horas establecido para la formación 
adecuada a dicho puesto u oficio, sin 
que, en ningún caso, pueda ser inferior al 
15 por 100 de la jornada máxima prevista 
en el convenio colectivo o, en su defecto, 
de la jornada máxima legal.

Respetando el límite anterior, los 
convenios colectivos podrán establecer el 
tiempo dedicado a la formación teórica y 
su distribución, estableciendo, en su 
caso, el régimen de alternancia o concen-
tración del mismo respecto del tiempo de 
trabajo efectivo.

Cuando el trabajador contratado para 
la formación no haya finalizado la educa-
ción secundaria obligatoria, la formación 
tendrá por objeto prioritario la obtención 
del título de graduado en Educación 
Secundaria Obligatoria. A tal efecto, las 
Administraciones educativas deberán 
garantizar una oferta adaptada a este 
objetivo.

Asimismo, en el marco de los programas 
públicos de empleo-formación que 
tengan por objeto profesionalizar jóvenes 
con fracaso escolar e insertarlos en el 
mercado de trabajo desarrollados por las 
Comunidades Autónomas, una parte de 
la formación teórica podrá impartirse por 
las Administraciones Públicas previa-
mente al contrato, computando este 
tiempo de formación a los efectos de 
formación realizada y de jornada de 
trabajo al formalizarse el contrato, 
haciéndose constar expresamente en 
éste.

Se entenderá cumplido el requisito de 
formación teórica cuando el trabajador 
acredite, mediante certificación de la 
Administración pública competente, que 
ha realizado un curso de formación 
profesional para el empleo adecuado al 
oficio o puesto de trabajo objeto del 
contrato. El curso realizado deberá tener 
al menos un número de horas equivalente 
a las horas de formación teórica que 
como mínimo debería recibir el traba-
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jador en proporción a la duración de su 
contrato.

En los supuestos a que se refieren los 
párrafos anteriores, la retribución del 
trabajador se incrementará proporcional-
mente al tiempo no dedicado a la forma-
ción teórica.

Cuando el trabajador contratado para 
la formación sea una persona con disca-
pacidad psíquica, la formación teórica 
podrá sustituirse, total o parcialmente, 
previo informe de los equipos multipro-
fesionales de valoración correspon-
dientes, por la realización de procedi-
mientos de rehabilitación o de ajuste 
personal y social en un centro psicosocial 
o de rehabilitación sociolaboral.

Tanto la financiación como la organi-
zación e impartición de la formación 
teórica se regulará en los términos que se 
establezcan reglamentariamente.

f) El trabajo efectivo que preste el 
trabajador en la empresa deberá estar 
relacionado con las tareas propias del 
nivel ocupacional, oficio o puesto de 
trabajo objeto del contrato.

g) La cualificación o competencia 
profesional adquirida a través del contrato 
para la formación será objeto de acredi-
tación en los términos previstos en la Ley 
Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las 
Cualificaciones y de la Formación Profe-
sional y en su normativa de desarrollo. 
Conforme a lo establecido en dicha regu-
lación, el trabajador podrá solicitar de la 
Administración pública competente la 
expedición del correspondiente certifi-
cado de profesionalidad. Sin perjuicio de 
lo anterior, a la finalización del contrato, 
el empresario deberá entregar al traba-
jador un certificado en el que conste la 
duración de la formación teórica y el 
nivel de la formación práctica adqui-
rida.

h) La retribución del trabajador 
contratado para la formación será durante 
el primer año del contrato la fijada en 

convenio colectivo, sin que pueda ser 
inferior al salario mínimo interprofesional 
en proporción al tiempo de trabajo efec-
tivo. Durante el segundo año del contrato 
para la formación, la retribución será la 
fijada en convenio colectivo, sin que en 
ningún caso pueda ser inferior al salario 
mínimo interprofesional, con indepen-
dencia del tiempo dedicado a la forma-
ción teórica.

i) La acción protectora de la Segu-
ridad Social del trabajador contratado 
para la formación comprenderá todas las 
contingencias, situaciones protegibles y 
prestaciones, incluido el desempleo. 
Asimismo, se tendrá derecho a la cober-
tura del Fondo de Garantía Salarial.

j) En el supuesto de que el trabajador 
continuase en la empresa al término del 
contrato se estará a lo establecido en el 
apartado 1, párrafo f), de este artículo.

k) El contrato para la formación se 
presumirá de carácter común u ordinario 
cuando el empresario incumpla en su 
totalidad las obligaciones que le corres-
pondan en materia de formación 
teórica.»

Tres. Se modifica el apartado 3 del 
artículo 11 del Texto Refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores, apro-
bado por Real Decreto Legislativo 1/1995, 
de 24 de marzo, que queda redactado 
como sigue:

«3. En la negociación colectiva se 
fijarán criterios y procedimientos 
tendentes a conseguir una presencia 
equilibrada de hombres y mujeres vincu-
lados a la empresa mediante contratos 
formativos. Asimismo, podrán estable-
cerse compromisos de conversión de los 
contratos formativos en contratos por 
tiempo indefinido.»

Cuatro. Se modifica la disposición 
adicional sexta del Texto Refundido de la 
Ley General de la Seguridad Social, apro-
bado por Real Decreto Legislativo 1/1994, 
de 20 de junio, del siguiente modo:
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«La acción protectora de la Seguridad 
Social del trabajador contratado para la 
formación comprenderá todas las contin-
gencias, situaciones protegibles y presta-
ciones de aquella, incluido el desem-
pleo.»

Cinco. Se introduce una nueva dispo-
sición adicional cuadragésima novena en 
el Texto Refundido de la Ley General de 
la Seguridad Social, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de 
junio, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional cuadragésima 
novena. Cotización por desempleo en 
el contrato para la formación y cuantía de 
la prestación.

La cotización por la contingencia de 
desempleo en el contrato para la forma-
ción se efectuará por la cuota fija resul-
tante de aplicar a la base mínima corres-
pondiente a las contingencias de 
accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales el mismo tipo de cotización 
y distribución entre empresario y traba-
jador establecidos para el contrato en 
prácticas.

Para determinar la base reguladora y la 
cuantía de la prestación por desempleo 
se aplicará lo establecido en el artículo 
211 de esta Ley.»

caPÍtulo iv

Medidas para la mejora de la inter-
mediación laboral y sobre la actua-

ción de las empresas de trabajo tem-
poral

Artículo 13. Servicios Públicos de Em-
pleo.

Se autoriza al Gobierno para que 
apruebe, mediante Acuerdo del Consejo 
de Ministros, una nueva prórroga, hasta 
el 31 de diciembre de 2012, del Plan 
Extraordinario de medidas de orienta-
ción, formación profesional e inserción 
laboral, aprobado por Acuerdo del 

Consejo de Ministros de 18 de abril de 
2008, referida exclusivamente a la medida 
consistente en la contratación de 1.500 
orientadores para el reforzamiento de la 
red de oficinas de empleo y que fue 
prorrogado por dos años, respecto a esta 
medida, mediante Acuerdo del Consejo 
de Ministros de 30 de abril de 2009, 
según la habilitación conferida por la 
disposición final primera del real decreto-
ley 2/2009, de 6 de marzo, de medidas 
urgentes para el mantenimiento y el 
fomento del empleo y protección de las 
personas desempleadas. Esta medida será 
de aplicación en todo el territorio del 
Estado y su gestión se realizará por las 
Comunidades Autónomas con competen-
cias estatutariamente asumidas en el 
ámbito del trabajo, el empleo y la forma-
ción y por el Servicio Público de Empleo 
Estatal.

Respecto de la gestión por las Comu-
nidades Autónomas de esta medida, los 
créditos correspondientes se distribuirán 
territorialmente entre dichas administra-
ciones, de conformidad con lo estable-
cido en los artículos 14 de la Ley 56/2003, 
de 16 de diciembre, de Empleo, y 86 de 
la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria.

Artículo 14. Políticas de empleo y Agen-
cias de colocación.

La Ley 56/2003, de 16 de diciembre, 
de Empleo, queda modificada como 
sigue:

Uno. El artículo 20 queda redactado 
en los siguientes términos:

«Artículo 20. Concepto.

1. La intermediación laboral es el 
conjunto de acciones que tienen por 
objeto poner en contacto las ofertas de 
trabajo con los trabajadores que buscan 
un empleo, para su colocación. La inter-
mediación laboral tiene como finalidad 
proporcionar a los trabajadores un 
empleo adecuado a sus características y 
facilitar a los empleadores los trabaja-

Boletín núm. 2118–Pág. 109



– 2416 –

           

dores más apropiados a sus requeri-
mientos y necesidades.

2. También se considerará interme-
diación laboral la actividad destinada a la 
recolocación de los trabajadores que 
resultaran excedentes en procesos de 
reestructuración empresarial, cuando 
aquélla hubiera sido establecida o acor-
dada con los trabajadores o sus represen-
tantes en los correspondientes planes 
sociales o programas de recolocación.

3. Con independencia del agente 
que la realice, la intermediación laboral 
tiene la consideración de un servicio de 
carácter público.»

Dos. Se incorpora un artículo 21 bis, 
que queda redactado de la siguiente 
manera:

«Artículo 21 bis. Agencias de coloca-
ción.

1. A efectos de lo previsto en esta Ley 
se entenderá por agencias de colocación 
aquellas entidades públicas o privadas, 
con o sin ánimo de lucro, que realicen 
actividades de intermediación laboral de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 
20, bien como colaboradores de los 
Servicios Públicos de Empleo, bien de 
forma autónoma pero coordinada con los 
mismos. Asimismo, podrán desarrollar 
actuaciones relacionadas con la búsqueda 
de empleo, tales como orientación e 
información profesional, y con la selec-
ción de personal.

Las empresas de recolocación son 
agencias de colocación especializadas 
en la actividad a que se refiere el artículo 
20.2.

2. Las personas físicas o jurídicas que 
deseen actuar como agencias de coloca-
ción deberán obtener autorización del 
servicio público de empleo que se conce-
derá de acuerdo con los requisitos que se 
establezcan reglamentariamente. La 
autorización, que será única y tendrá 
validez en todo el territorio español, se 
concederá por el Servicio Público de 

Empleo Estatal en el supuesto de que la 
agencia pretenda realizar su actividad en 
diferentes Comunidades Autónomas, o 
por el equivalente de la Comunidad Autó-
noma, en el caso de que la agencia única-
mente pretenda actuar en el territorio de 
una Comunidad.

El vencimiento del plazo máximo del 
procedimiento de autorización sin 
haberse notificado resolución expresa al 
interesado supondrá la desestimación de 
la solicitud por silencio administrativo, 
con el objeto de garantizar una adecuada 
protección de los trabajadores.

3. Reglamentariamente se regulará 
un sistema telemático común que permita 
integrar el conjunto de la información 
proporcionada por el Servicio Público de 
Empleo Estatal y por los servicios de las 
Comunidades Autónomas respecto a las 
agencias de colocación autorizadas de 
manera que éstos puedan conocer en 
todo momento las agencias que operan 
en su territorio.

4. En todo caso, sin perjuicio de las 
obligaciones previstas en este capítulo y 
de las específicas que se determinen 
reglamentariamente, las agencias de 
colocación deberán:

a) Suministrar a los servicios públicos 
de empleo la información que se deter-
mine por vía reglamentaria, con la perio-
dicidad y la forma que allí se establezca 
sobre los trabajadores atendidos y las 
actividades que desarrollan, así como 
sobre las ofertas de empleo y los perfiles 
profesionales que correspondan con esas 
ofertas.

b) Respetar la intimidad y dignidad 
de los trabajadores y cumplir la norma-
tiva aplicable en materia de protección 
de datos.

c) Elaborar y ejecutar planes especí-
ficos para la colocación de trabajadores 
desempleados integrantes de los colec-
tivos mencionados en el artículo 26, que 
concluyan con la colocación de aquéllos, 
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en los términos que se determinen regla-
mentariamente en función de la situación 
del mercado de trabajo.

d) Disponer de sistemas electrónicos 
compatibles y complementarios con los 
de los servicios públicos de empleo.

e) Cumplir la normativa vigente en 
materia laboral y de Seguridad Social.

f) Cumplir con las normas sobre 
accesibilidad universal de las personas 
con discapacidad y, en particular, velar 
por la correcta relación entre las caracte-
rísticas de los puestos de trabajo ofertados 
y el perfil académico y profesional reque-
rido, a fin de no excluir del acceso al 
empleo a las personas con discapa-
cidad.

5. Las agencias de colocación auto-
rizadas podrán ser consideradas enti-
dades colaboradoras de los servicios 
públicos de empleo mediante la suscrip-
ción de un convenio de colaboración con 
los mismos, con el alcance previsto en las 
normas de desarrollo de esta Ley y en los 
propios convenios que se suscriban.

El convenio de colaboración a que se 
refiere el párrafo anterior deberá regular 
los mecanismos de comunicación por 
parte de las agencias de colocación de 
los incumplimientos de las obligaciones 
de los trabajadores y de los solicitantes y 
beneficiarios de prestaciones por desem-
pleo previstas en el artículo 231.1 del 
texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de 
junio.

Tal comunicación se realizará a los 
efectos de la adopción por parte de los 
servicios públicos de empleo de las 
medidas que, en su caso, procedan.»

Tres. Se modifica el artículo 22, que 
queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 22. Principios básicos de la 
intermediación laboral.

1. La intermediación laboral reali-
zada por los servicios públicos de empleo 
y las agencias de colocación, así como 
las acciones de intermediación que 
puedan realizar otras entidades colabora-
doras de aquéllos, se prestarán de acuerdo 
a los principios constitucionales de 
igualdad de oportunidades en el acceso 
al empleo y no discriminación, garanti-
zándose la plena transparencia en el 
funcionamiento de los mismos.

Los servicios públicos de empleo, 
agencias y entidades señalados en el 
apartado anterior someterán su actuación 
en el tratamiento de datos de los trabaja-
dores a la normativa aplicable en materia 
de protección de datos.

2. Con el fin de asegurar el cumpli-
miento de los citados principios, los 
servicios públicos de empleo garanti-
zarán que el proceso específico de selec-
ción y casación entre oferta de trabajo y 
demanda de empleo corresponda, con 
carácter general, al servicio público de 
empleo y a las agencias de colocación 
debidamente autorizadas.

En el supuesto de colectivos con espe-
ciales dificultades de inserción laboral, 
los servicios públicos de empleo podrán 
contar con entidades colaboradoras espe-
cializadas para realizar el proceso a que 
se refiere el párrafo anterior.

3. Los servicios públicos de empleo 
asumen la dimensión pública de la inter-
mediación laboral, si bien podrán esta-
blecer con otras entidades y con agencias 
de colocación, convenios, acuerdos u 
otros instrumentos de coordinación que 
tengan por objeto favorecer la colocación 
de demandantes de empleo.

4. La intermediación laboral reali-
zada por los servicios públicos de empleo, 
por sí mismos o a través de las entidades 
o agencias de colocación cuando realicen 
actividades incluidas en el ámbito de la 
colaboración con aquéllos, conforme a lo 
establecido en este capítulo, se realizará 
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de forma gratuita para los trabajadores y 
para los empleadores.

La intermediación realizada por las 
agencias de colocación con indepen-
dencia de los servicios públicos de 
empleo deberá garantizar a los trabaja-
dores la gratuidad por la prestación de 
servicios, no pudiéndose exigir a éstos 
ninguna contraprestación por los 
mismos.

5. A efectos de la intermediación que 
realicen los servicios públicos de empleo 
y, en su caso, las entidades colaboradoras 
de los mismos y de la ejecución de los 
programas y medidas de políticas activas 
de empleo, tendrán exclusivamente la 
consideración de demandantes de empleo 
aquéllos que se inscriban como tales en 
dichos servicios públicos de empleo.»

Cuatro. El artículo 22.bis queda 
redactado en los siguientes términos:

«Artículo 22 bis. Discriminación en 
el acceso al empleo.

1. Los servicios públicos de empleo, 
sus entidades colaboradoras y las agen-
cias de colocación en la gestión de la 
intermediación laboral deberán velar 
específicamente para evitar la discrimina-
ción tanto directa como indirecta en el 
acceso al empleo.

Los gestores de la intermediación 
laboral cuando, en las ofertas de coloca-
ción, apreciasen carácter discriminatorio, 
lo comunicarán a quienes hubiesen 
formulado la oferta.

2. En particular, se considerarán 
discriminatorias las ofertas referidas a 
uno de los sexos, salvo que se trate de un 
requisito profesional esencial y determi-
nante de la actividad a desarrollar.

En todo caso se considerará discrimi-
natoria la oferta referida a uno solo de los 
sexos basada en exigencias del puesto de 
trabajo relacionadas con el esfuerzo 
físico.»

Cinco. Se adiciona un nuevo apar-
tado 3 al artículo 23, con la siguiente 
redacción:

«3. Los recursos económicos desti-
nados a las políticas activas de empleo 
serán gestionadas por los servicios 
públicos de empleo de las Comunidades 
Autónomas para el cumplimiento de los 
objetivos fijados en el artículo 25, desa-
rrollando para ello los programas y actua-
ciones que consideren necesarios.

Las medidas y ayudas contempladas 
en los programas y actuaciones podrán 
ser gestionadas mediante la concesión de 
subvenciones públicas, contratación 
administrativa, suscripción de convenios, 
gestión directa o cualquier otra forma 
jurídica ajustada a derecho.»

Seis. Se da nueva redacción al 
artículo 27, en la siguiente forma:

«Artículo 27. La inscripción como 
demandantes de empleo y suscripción 
del compromiso de actividad de los bene-
ficiarios de prestaciones y subsidios por 
desempleo.

1. Los solicitantes y beneficiarios de 
prestaciones y subsidios por desempleo, 
conforme a lo establecido en el 
artículo 231 del texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 
20 de junio, deberán inscribirse y 
mantener la inscripción como deman-
dantes de empleo en el servicio público 
de empleo, lo que implicará la suscrip-
ción ante el mismo del compromiso de 
actividad, y deberán cumplir las exigen-
cias de dicho compromiso, que quedarán 
recogidas en el documento de renova-
ción de la demanda.

No obstante, una vez inscritos y sin 
perjuicio de seguir manteniendo dicha 
inscripción, los solicitantes y beneficia-
rios de prestaciones y subsidios por 
desempleo que lo deseen podrán requerir 
los servicios de las agencias de coloca-
ción.
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2. La inscripción como demandante 
de empleo se realizará con plena dispo-
nibilidad para aceptar una oferta de colo-
cación adecuada y para cumplir el resto 
de exigencias derivadas del compromiso 
de actividad, el cual se entenderá suscrito 
desde la fecha de la solicitud de las pres-
taciones y subsidios por desempleo.

3. Las Administraciones públicas 
competentes en la intermediación laboral 
y en la gestión de políticas activas de 
empleo, garantizarán su aplicación a los 
beneficiarios de prestaciones y subsidios 
por desempleo, en el marco de las actua-
ciones que puedan establecerse de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 14.2 
de esta Ley. A estos efectos, se deberá 
atender mediante dichas actuaciones, 
como mínimo, al volumen de beneficia-
rios proporcional a la participación que 
los mismos tengan en el total de desem-
pleados de su territorio.

4. Los beneficiarios de prestaciones 
y subsidios por desempleo inscritos en los 
servicios públicos de empleo, una vez 
hayan suscrito el compromiso de acti-
vidad, deberán participar en las políticas 
activas de empleo que se determinen en 
el itinerario de inserción, sin perjuicio de 
lo dispuesto en el último párrafo del 
artículo 231.1 del texto refundido de la 
Ley General de la Seguridad Social. Las 
Administraciones públicas competentes 
verificarán el cumplimiento de las obliga-
ciones derivadas de la inscripción como 
demandantes de empleo y de la suscrip-
ción del compromiso de actividad de los 
beneficiarios de prestaciones y subsidios 
por desempleo, debiendo comunicar los 
incumplimientos de dichas obligaciones 
al Servicio Público de Empleo Estatal, en 
el momento en que se produzcan o 
conozcan. Dicha comunicación podrá 
realizarse por medios electrónicos.»

Siete. Se da nueva redacción al apar-
tado 1 del artículo 28, en la siguiente 
forma:

«1. Las Administraciones y los orga-
nismos públicos que tengan atribuidas la 
competencia de la gestión del empleo y 
el Servicio Público de Empleo Estatal 
deberán cooperar y colaborar en el ejer-
cicio de sus competencias garantizando 
la coordinación de las distintas actua-
ciones de intermediación e inserción 
laboral y las de solicitud, reconocimiento 
y percepción de las prestaciones por 
desempleo, a través de los acuerdos que 
se adopten en Conferencia Sectorial y de 
los convenios de colaboración que se 
alcancen, en aplicación de lo previsto en 
los artículos 5 y 6 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

En estos convenios de colaboración se 
podrán establecer las condiciones de 
utilización de las cantidades no ejecu-
tadas en la financiación de gastos de las 
distintas prestaciones por desempleo, 
para financiar programas de fomento del 
empleo y de formación profesional para 
el empleo, siempre que la disminución 
de los gastos inicialmente previstos se 
deba al efectivo cumplimiento por las 
Administraciones Públicas competentes 
de las funciones establecidas en los apar-
tados 3 y 4 del artículo anterior.»

Ocho. Se adiciona una nueva dispo-
sición adicional sexta, con la siguiente 
redacción:

«Disposición adicional sexta. Distri-
bución competencial en las iniciativas de 
formación financiadas mediante bonifica-
ciones en las cuotas de la Seguridad 
Social.

Dentro del Sistema Nacional de 
Empleo, corresponde a la Administración 
General del Estado, a través del Servicio 
Público de Empleo Estatal o de los Servi-
cios

Públicos de Empleo de las Comuni-
dades Autónomas con convenio en esta 
materia, la realización de las actividades 
de evaluación, seguimiento y control de 
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las iniciativas de formación financiadas 
mediante bonificaciones en las cuotas de 
la Seguridad Social que se aplican a las 
empresas que tengan sus centros de 
trabajo en más de una Comunidad Autó-
noma, sin perjuicio de la evaluación, 
seguimiento y control que puedan realizar 
los servicios de empleo de las Comuni-
dades Autónomas en los centros de 
trabajo en su ámbito territorial.

Igualmente, las Comunidades Autó-
nomas realizarán dichas actividades de 
evaluación, seguimiento y control cuando 
las empresas tengan todos los centros de 
trabajo en el ámbito de la misma Comu-
nidad Autónoma, sin perjuicio de las 
competencias exclusivas del Estado en 
cuanto al régimen económico de la Segu-
ridad Social.

El Servicio Público de Empleo Estatal 
ingresará a los servicios competentes de 
las Comunidades Autónomas el valor de 
las bonificaciones no aplicadas a causa 
de las sanciones impuestas por infrac-
ciones en las bonificaciones en las cuotas 
de la Seguridad Social en concepto de 
formación de demanda, que se destinarán 
a las políticas activas de formación para 
el empleo.»

Artículo 15. Adaptación de la legisla-
ción laboral a la regulación de las 
agencias de colocación.

El texto refundido de la Ley del Estatuto 
de los Trabajadores, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 
marzo, queda modificado de la siguiente 
manera:

Uno. El apartado 2 del artículo 16 
queda modificado como sigue:

«2. Los Servicios Públicos de Empleo 
podrán autorizar, en las condiciones que 
se determinan en la Ley 56/2003, de 16 
de diciembre, de Empleo, la existencia de 
agencias de colocación públicas o 
privadas. Dichas agencias deberán garan-
tizar, en su ámbito de actuación, el prin-
cipio de igualdad en el acceso al empleo, 

no pudiendo establecer discriminación 
alguna, directa o indirecta, basada en 
motivos de origen, incluido el racial o 
étnico, sexo, edad, estado civil, religión 
o convicciones, opinión política, orienta-
ción sexual, afiliación sindical, condición 
social, lengua dentro del Estado y disca-
pacidad, siempre que los trabajadores se 
hallasen en condiciones de aptitud para 
desempeñar el trabajo o empleo de que 
se trate.

Las agencias de colocación en sus 
actuaciones deberán respetar la intimidad 
y dignidad de los trabajadores, cumplir la 
normativa aplicable en materia de protec-
ción de datos y garantizar a los trabaja-
dores la gratuidad por la prestación de 
servicios.»

Dos. Se añade un apartado 3 al 
artículo 16, con la siguiente redacción:

«3. La actividad consistente en la 
contratación de trabajadores para 
cederlos temporalmente a otras empresas 
se realizará exclusivamente por empresas 
de trabajo temporal de acuerdo con su 
legislación específica.»

Artículo 16. Adaptación de la legisla-
ción de Seguridad Social a la regula-
ción de las agencias de colocación.

El apartado 1 del artículo 231 del texto 
refundido de la Ley General de la Segu-
ridad Social, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/1994, de 20 de junio, queda 
modificado de la siguiente manera:

«1. Son obligaciones de los trabaja-
dores y de los solicitantes y beneficiarios 
de prestaciones por desempleo:

a) Cotizar por la aportación corres-
pondiente a la contingencia de desem-
pleo.

b) Proporcionar la documentación e 
información que reglamentariamente se 
determinen a efectos del reconocimiento, 
suspensión, extinción o reanudación del 
derecho a las prestaciones.
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c) Participar en los trabajos de cola-
boración social, programas de empleo, o 
en acciones de promoción, formación o 
reconversión profesionales, que deter-
minen los servicios públicos de empleo, 
o las agencias de colocación cuando 
desarrollen actividades en el ámbito de 
colaboración con aquéllos y aceptar la 
colocación adecuada que le sea ofrecida 
por los servicios públicos de empleo o 
por dichas agencias.

d) Renovar la demanda de empleo 
en la forma y fechas en que se determine 
en el documento de renovación de la 
demanda y comparecer, cuando haya 
sido previamente requerido, ante la 
Entidad Gestora, los servicios públicos de 
empleo o las agencias de colocación 
cuando desarrollen actividades en el 
ámbito de colaboración con aquéllos.

e) Solicitar la baja en las prestaciones 
por desempleo cuando se produzcan 
situaciones de suspensión o extinción del 
derecho o se dejen de reunir los requi-
sitos exigidos para su percepción, en el 
momento de la producción de dichas 
situaciones.

f) Reintegrar las prestaciones indebi-
damente percibidas.

g) Devolver a los servicios públicos 
de empleo, o, en su caso, a las agencias 
de colocación cuando desarrollen activi-
dades en el ámbito de colaboración con 
aquéllos, en el plazo de cinco días, el 
correspondiente justificante de haber 
comparecido en el lugar y fecha indi-
cados para cubrir las ofertas de empleo 
facilitadas por los mismos.

h) Inscribirse como demandantes de 
empleo y suscribir y cumplir las exigen-
cias del compromiso de actividad, en los 
términos establecidos en el artículo 27 de 
la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de 
Empleo.

i) Buscar activamente empleo, parti-
cipar en acciones de mejora de la ocupa-
bilidad, que se determinen por los servi-

cios públicos de empleo competentes, en 
su caso, dentro de un itinerario de inser-
ción.

Sin perjuicio de la obligación de acre-
ditar la búsqueda activa de empleo, la 
participación en las acciones de mejora 
de la ocupabilidad que se correspondan 
con su profesión habitual o sus aptitudes 
formativas según lo determinado en el 
itinerario de inserción, será voluntaria 
para los beneficiarios de prestaciones 
contributivas durante los treinta primeros 
días de percepción, y la no participación 
en las mismas no conllevará efectos 
sancionadores.»

Artículo 17. Empresas de trabajo tem-
poral.

La Ley 14/1994, de 1 de junio, por la 
que se regulan las Empresas de Trabajo 
Temporal, queda modificada en los 
siguientes términos:

Uno. El párrafo b) del artículo 8 
queda redactado de la siguiente manera:

«b) Para la realización de trabajos u 
ocupaciones especialmente peligrosos 
para la seguridad y la salud en el trabajo, 
en los términos previstos en la disposi-
ción adicional segunda de esta Ley y, de 
conformidad con ésta, en los convenios 
o acuerdos colectivos.»

Dos. El artículo 11 queda redactado 
como sigue:

«1. Los trabajadores contratados para 
ser cedidos a empresas usuarias tendrán 
derecho durante los períodos de presta-
ción de servicios en las mismas a la apli-
cación de las condiciones esenciales de 
trabajo y empleo que les corresponderían 
de haber sido contratados directamente 
por la empresa usuaria para ocupar el 
mismo puesto.

A estos efectos, se considerarán condi-
ciones esenciales de trabajo y empleo las 
referidas a la remuneración, la duración 
de la jornada, las horas extraordinarias, 
los períodos de descanso, el trabajo 
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nocturno, las vacaciones y los días 
festivos.

La remuneración comprenderá todas 
las retribuciones económicas, fijas o 
variables, establecidas para el puesto de 
trabajo a desarrollar en el convenio 
colectivo aplicable a la empresa usuaria 
que estén vinculadas a dicho puesto de 
trabajo. Deberá incluir, en todo caso, la 
parte proporcional correspondiente al 
descanso semanal, las pagas extraordina-
rias, los festivos y las vacaciones. Será 
responsabilidad de la empresa usuaria la 
cuantificación de las percepciones finales 
del trabajador y, a tal efecto, dicha 
empresa usuaria deberá consignar las 
retribuciones a que se refiere este párrafo 
en el contrato de puesta a disposición del 
trabajador.

Asimismo, los trabajadores contratados 
para ser cedidos tendrán derecho a que 
se les apliquen las mismas disposiciones 
que a los trabajadores de la empresa 
usuaria en materia de protección de las 
mujeres embarazadas y en período de 
lactancia, y de los menores, así como a 
la igualdad de trato entre hombres y 
mujeres y a la aplicación de las mismas 
disposiciones adoptadas con vistas a 
combatir las discriminaciones basadas en 
el sexo, la raza o el origen étnico, la reli-
gión o las creencias, la discapacidad, la 
edad o la orientación sexual.

2. Cuando el contrato se haya concer-
tado por tiempo determinado el traba-
jador tendrá derecho, además, a recibir 
una indemnización económica a la fina-
lización del contrato de puesta a disposi-
ción equivalente a la parte proporcional 
de la cantidad que resultaría de abonar 
doce días de salario por cada año de 
servicio, o a la establecida en su caso, en 
la normativa específica que sea de apli-
cación. La indemnización podrá ser 
prorrateada durante la vigencia del 
contrato.»

Tres. Se da nueva redacción al apar-
tado 3 del artículo 16 en los términos 
siguientes:

«3. La empresa usuaria responderá 
subsidiariamente de las obligaciones 
salariales y de Seguridad Social contraídas 
con el trabajador durante la vigencia del 
contrato de puesta a disposición, así 
como de la indemnización económica 
derivada de la extinción del contrato de 
trabajo. Dicha responsabilidad será soli-
daria en el caso de que el referido contrato 
se haya realizado incumpliendo lo 
dispuesto en los artículos 6 y 8 de la 
presente Ley.

Reglamentariamente se determinará la 
información que la empresa de trabajo 
temporal debe suministrar a la empresa 
usuaria.»

Cuatro. Se da nueva redacción al 
apartado 2 del artículo 17:

«2. Igualmente, tendrán derecho a la 
utilización de los servicios de transporte, 
de comedor, de guardería y otros servi-
cios comunes e instalaciones colectivas 
de la empresa usuaria durante el plazo de 
duración del contrato de puesta a dispo-
sición en las mismas condiciones que los 
trabajadores contratados directamente 
por la empresa usuaria.»

Cinco. Se añaden dos nuevos apar-
tados 3 y 4 al artículo 17 en los siguientes 
términos:

«3. La empresa usuaria deberá 
informar a los trabajadores cedidos por 
empresas de trabajo temporal, sobre la 
existencia de puestos de trabajo vacantes, 
a fin de garantizarles las mismas oportu-
nidades de acceder a puestos perma-
nentes que a los trabajadores contratados 
directamente por aquélla. Esta informa-
ción podrá facilitarse mediante un 
anuncio público en un lugar adecuado de 
la empresa o centro de trabajo, o mediante 
otros medios previstos en la negociación 
colectiva, que aseguren la transmisión de 
la información.
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4. Mediante la negociación colectiva 
se adoptarán las medidas adecuadas para 
facilitar el acceso de los trabajadores 
cedidos por empresas de trabajo temporal 
a la formación disponible para los traba-
jadores de las empresas usuarias.»

Seis. Se introduce una disposición 
adicional segunda, con la siguiente 
redacción:

«Disposición adicional segunda.        
Trabajos u ocupaciones de especial peli-
grosidad para la seguridad y la salud en 
el trabajo.

1. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 8 b) de esta Ley, no podrán 
celebrarse contratos de puesta a disposi-
ción para la realización de los siguientes 
trabajos en actividades de especial peli-
grosidad:

a) Trabajos que impliquen la exposi-
ción a radiaciones ionizantes en zonas 
controladas según el Real Decreto 
783/2001, de 6 de julio, por el que se 
aprueba el Reglamento sobre protección 
sanitaria contra radiaciones ionizantes.

b) Trabajos que impliquen la exposi-
ción a agentes cancerígenos, mutagé-
nicos o tóxicos para la reproducción, de 
primera y segunda categoría, según el 
Real Decreto 363/1995, de 10 de marzo, 
por el que se aprueba el Reglamento 
sobre notificación de sustancias nuevas y 
clasificación, envasado y etiquetado de 
sustancias peligrosas, y el Real Decreto 
255/2003, de 28 de febrero, por el que se 
aprueba el Reglamento sobre clasifica-
ción, envasado y etiquetado de prepa-
rados peligrosos, así como sus respectivas 
normas de desarrollo y de adaptación al 
progreso técnico.

c) Trabajos que impliquen la exposi-
ción a agentes biológicos de los grupos 3 
y 4, según el Real Decreto 664/1997, de 
12 de mayo, sobre la protección de los 
trabajadores contra los riesgos relacio-
nados con la exposición a agentes bioló-
gicos durante el trabajo, así como sus 

normas de modificación, desarrollo y 
adaptación al progreso técnico.

2. Con anterioridad al 31 de marzo 
de 2011, mediante los acuerdos interpro-
fesionales o convenios colectivos a que 
se refiere el artículo 83 del texto refun-
dido de la Ley del Estatuto de los Traba-
jadores, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, o la 
negociación colectiva sectorial de ámbito 
estatal en las actividades de la construc-
ción, la minería a cielo abierto y de inte-
rior, las industrias extractivas por sondeos 
en superficie terrestre, los trabajos en 
plataformas marinas, la fabricación, 
manipulación y utilización de explosivos, 
incluidos los artículos pirotécnicos y 
otros objetos o instrumentos que 
contengan explosivos y los trabajos con 
riesgos eléctricos en alta tensión podrán 
determinarse, por razones de seguridad y 
salud en el trabajo, limitaciones para la 
celebración de contratos de puesta a 
disposición, siempre que cumplan los 
siguientes requisitos:

a) Deberán referirse a ocupaciones o 
puestos de trabajo concretos o a tareas 
determinadas.

b) habrán de justificarse por razón 
de los riesgos para la seguridad y salud en 
el trabajo asociados a los puestos o 
trabajos afectados.

c) Deberán fundamentarse en un 
informe razonado que se acompañará a 
la documentación exigible para el 
registro, depósito y publicación del 
convenio o acuerdo colectivo por la auto-
ridad laboral.

3 Desde el 1 de abril de 2011, respe-
tando las limitaciones que, en su caso, 
hubieran podido establecerse mediante 
la negociación colectiva conforme a lo 
señalado en el apartado anterior, podrán 
celebrarse contratos de puesta a disposi-
ción en el ámbito de las actividades antes 
señaladas. Sin perjuicio del cumplimiento 
de los requisitos establecidos legal y 
reglamentariamente, la celebración de 
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contratos de puesta a disposición estará 
sujeta a los siguientes requisitos:

a) La empresa de trabajo temporal 
deberá organizar de forma total o parcial 
sus actividades preventivas con recursos 
propios debidamente auditados conforme 
a la normativa de prevención de riesgos 
laborales y tener constituido un comité 
de seguridad y salud en el trabajo del que 
formen parte un número no inferior a 
cuatro delegados de prevención.

b) El trabajador deberá poseer las 
aptitudes, competencias, cualificaciones 
y formación específica requeridas para el 
desempeño del puesto de trabajo, 
debiendo acreditarse las mismas docu-
mentalmente por la empresa de trabajo 
temporal.

4. Lo establecido en los convenios o 
acuerdos colectivos conforme a lo seña-
lado en el apartado 2 se entiende sin 
perjuicio de las reglas sobre vigencia, 
prórroga, denuncia y renegociación de 
los convenios colectivos en el Título III 
del texto refundido del Estatuto de los 
Trabajadores.»

Siete.  Se incorpora una nueva dispo-
sición adicional cuarta con la siguiente 
redacción:

«Disposición adicional cuarta. Validez 
de limitaciones o prohibiciones de recu-
rrir a empresas de trabajo temporal.

A partir del 1 de abril de 2011, se 
suprimen todas las limitaciones o prohi-
biciones actualmente vigentes para la 
celebración de contratos de puesta a 
disposición por las empresas de trabajo 
temporal, incluida la establecida en la 
Disposición adicional quinta de la Ley 
30/2007, de 30 de octubre, de contratos 
del sector público, con la única excep-
ción de lo establecido en la presente Ley. 
A partir de esa fecha, las limitaciones o 
prohibiciones que puedan ser estable-
cidas sólo serán válidas cuando se justifi-
quen por razones de interés general rela-
tivas a la protección de los trabajadores 

cedidos por empresas de trabajo temporal, 
a la necesidad de garantizar el buen 
funcionamiento del mercado de trabajo y 
a evitar posibles abusos.

Antes de la fecha señalada en el párrafo 
anterior, previa negociación en la Mesa 
General de Negociación de las Adminis-
traciones Públicas, el Gobierno estable-
cerá los criterios funcionales de aplica-
ción de lo dispuesto en dicho párrafo en 
el ámbito de dichas Administraciones.

Las empresas de trabajo temporal no 
podrán realizar con las Administraciones 
Públicas contratos de puesta a disposi-
ción de trabajadores para la realización 
de tareas que, por una norma con rango 
de Ley, estén reservadas a los funciona-
rios públicos.»

Artículo 18. Adaptación de la legisla-
ción sobre infracciones y sanciones en 
el orden social a la regulación de las 
agencias de colocación y de las em-
presas de trabajo temporal.

El texto refundido de la Ley sobre 
Infracciones y Sanciones en el orden 
social, aprobado por Real Decreto Legis-
lativo 5/2000, de 4 de agosto, queda 
modificado como sigue:

Uno. Se modifica el encabezamiento 
de la subsección 1.ª de la Sección 3.ª del 
Capítulo II, que queda redactado como 
sigue:

«Subsección 1.ª Infracciones de los 
empresarios, de las agencias de coloca-
ción y de los beneficiarios de ayudas y 
subvenciones en materia de empleo, 
ayudas de fomento del empleo en general 
y formación profesional para el empleo»

Dos. El apartado 1 del artículo 16, 
infracciones muy graves, queda redac-
tado como sigue:

«1. Ejercer actividades de interme-
diación, de cualquier clase y ámbito 
funcional, que tengan por objeto la colo-
cación de trabajadores sin haber obte-
nido la correspondiente autorización 
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administrativa o exigir a los trabajadores 
precio o contraprestación por los servi-
cios prestados.»

Tres. El apartado 2 del artículo 16, 
infracciones muy graves, queda redac-
tado como sigue:

«2. Solicitar datos de carácter 
personal en los procesos de selección o 
establecer condiciones, mediante la 
publicidad, difusión o por cualquier otro 
medio, que constituyan discriminaciones 
favorables o adversas para el acceso al 
empleo por motivos de sexo, origen, 
incluido el racial o étnico, edad, estado 
civil, discapacidad, religión o convic-
ciones, opinión política, orientación 
sexual, afiliación sindical, condición 
social y lengua dentro del Estado.»

Cuatro. El apartado 1 del artículo 17 
queda redactado como sigue:

«1. Leves.

a) No comparecer, previo requeri-
miento, ante los servicios públicos de 
empleo o las agencias de colocación 
cuando desarrollen actividades en el 
ámbito de la colaboración con aquéllos 
y así se recoja en el convenio de colabo-
ración, o no renovar la demanda de 
empleo en la forma y fechas que se deter-
minen en el documento de renovación de 
la demanda, salvo causa justificada.

b) No devolver en plazo, salvo causa 
justificada, a los servicios públicos de 
empleo o, en su caso, a las agencias de 
colocación cuando desarrollen activi-
dades en el ámbito de la colaboración 
con aquéllos y así se recoja en el convenio 
de colaboración, el correspondiente justi-
ficante de haber comparecido en el lugar 
y fecha indicados para cubrir las ofertas 
de empleo facilitadas por aquéllos.»

Cinco. El apartado 2 del artículo 17, 
queda modificado en los siguientes 
términos:

«2. Graves: rechazar una oferta de 
empleo adecuada, ya sea ofrecida por los 

servicios públicos de empleo o por las 
agencias de colocación cuando desarro-
llen actividades en el ámbito de la cola-
boración con aquéllos, o negarse a parti-
cipar en programas de empleo, incluidos 
los de inserción profesional, o en acciones 
de promoción, formación o reconversión 
profesional, salvo causa justificada, ofre-
cidos por los servicios públicos de 
empleo.

A los efectos previstos en esta Ley, se 
entenderá por colocación adecuada la 
que reúna los requisitos establecidos en 
el artículo 231.3 del texto refundido de la 
Ley General de la Seguridad Social, apro-
bado por Real Decreto Legislativo 1/1994, 
de 20 de junio, en aquellos aspectos en 
los que sea de aplicación a los deman-
dantes de empleo no solicitantes ni bene-
ficiarios de prestaciones por desem-
pleo.»

Seis. El párrafo b) del artículo 18.3 
queda redactado de la siguiente manera:

«b) Formalizar contratos de puesta a 
disposición para la realización de trabajos 
u ocupaciones de especial peligrosidad 
para la seguridad o la salud en el trabajo 
o formalizarlos sin haber cumplido los 
requisitos previstos para ello conforme a 
lo establecido legal o convencional-
mente.»

Siete. El párrafo b) del artículo 19.3 
queda redactado de la siguiente manera:

«b) La formalización de contratos de 
puesta a disposición para la realización 
de trabajos u ocupaciones de especial 
peligrosidad para la seguridad o la salud 
en el trabajo o formalizarlos sin haber 
cumplido los requisitos previstos para 
ello conforme a lo establecido legal o 
convencionalmente, entendiéndose 
cometida una infracción por cada 
contrato en estas circunstancias.»

Ocho. El párrafo a) del artículo 24.3 
queda redactado de la forma siguiente:

«a) No comparecer, previo requeri-
miento, ante los servicios públicos de 
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empleo o las agencias de colocación 
cuando desarrollen actividades en el 
ámbito de la colaboración con aquéllos, 
o no renovar la demanda de empleo en 
la forma y fechas que se determinen en el 
documento de renovación de la demanda, 
salvo causa justificada.»

Nueve. El apartado 4 del artículo 25 
queda redactado de la siguiente manera:

«4. En el caso de solicitantes o bene-
ficiarios de prestaciones por desempleo 
de nivel contributivo o asistencial:

a) Rechazar una oferta de empleo 
adecuada, ya sea ofrecida por los servi-
cios públicos de empleo o por las agen-
cias de colocación cuando desarrollen 
actividades en el ámbito de la colabora-
ción con aquéllos, salvo causa justifi-
cada.

b) Negarse a participar en los trabajos 
de colaboración social, programas de 
empleo, incluidos los de inserción profe-
sional, o en acciones de promoción, 
formación o reconversión profesional, 
salvo causa justificada, ofrecidos por los 
servicios públicos de empleo o en las 
acciones de orientación e información 
profesional ofrecidas por las agencias de 
colocación cuando desarrollen activi-
dades en el ámbito de la colaboración 
con aquéllos.

A los efectos previstos en esta Ley, se 
entenderá por colocación adecuada y por 
trabajos de colaboración social, los que 
reúnan los requisitos establecidos, respec-
tivamente, en el artículo 231.3 y en el 
artículo 213.3 del texto refundido de la 
Ley General de la Seguridad Social.»

Disposición adicional primera. Nego-
ciación colectiva y modalidades con-
tractuales.

1. Lo dispuesto en el artículo 15, 
apartado 1 a), del Estatuto de los Trabaja-
dores, según la redacción dada al mismo 
por esta Ley, se entiende sin perjuicio de 
lo que establecen actualmente los conve-

nios colectivos sectoriales sobre la dura-
ción máxima del contrato por obra o 
servicio determinados.

2. Igualmente, lo dispuesto en el 
artículo 15, apartados 1 a) y 5, y en el 
artículo 49, apartado 1 c), del Estatuto de 
los Trabajadores, según la redacción dada 
a los mismos por esta Ley, se entiende sin 
perjuicio de lo que se establece o pueda 
establecerse sobre la regulación del 
contrato fijo de obra, incluida su indem-
nización por cese, en la negociación 
colectiva de conformidad con la disposi-
ción adicional tercera de la Ley 32/2006, 
de 18 de octubre, reguladora de la 
subcontratación en el sector de la cons-
trucción.

Disposición adicional segunda. Forma-
ción teórica en los contratos para la for-
mación.

1. Sin perjuicio del desarrollo regla-
mentario al que se alude en el párrafo 
octavo del artículo 11.2 e) del Estatuto de 
los Trabajadores, en el marco de la norma-
tiva que se dicte en aplicación y desa-
rrollo del Real Decreto 395/2007, de 23 
de marzo, por el que se regula el subsis-
tema de la formación profesional para el 
empleo, y en particular de su artículo 27, 
referido a la formación teórica de los 
contratos para la formación, el Gobierno, 
a través de los Ministerios de Trabajo e 
Inmigración y de Educación, en sus 
respectivos ámbitos de competencia, 
establecerá procedimientos que flexibi-
licen y faciliten a los empresarios la orga-
nización de la correspondiente formación 
teórica a los trabajadores contratados 
para la formación, especialmente en el 
supuesto de empresas de hasta 50 traba-
jadores.

2. En todo caso, las empresas podrán 
financiarse el coste que les suponga la 
formación teórica en los términos 
previstos en el artículo 27.5 del Real 
Decreto 395/2007, de 23 de marzo, o 
norma que lo modifique o sustituya. Las 
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bonificaciones en las cuotas empresa-
riales a la Seguridad Social para la finan-
ciación de dicho coste serán compatibles 
con las que estén contempladas para los 
contratos para la formación en programas 
de fomento de empleo.

Disposición adicional tercera. Con-
tratos para la formación en los pro-
gramas de Escuelas Taller, Casas de 
Oficio y Talleres de Empleo.

1. La acción protectora de la Segu-
ridad Social en los contratos para la 
formación suscritos con alumnos trabaja-
dores en los programas de escuelas taller, 
casas de oficios y talleres de empleo, 
comprenderá las mismas contingencias, 
situaciones protegibles y prestaciones 
que para el resto de trabajadores contra-
tados bajo esta modalidad, tal y como 
establecen el artículo 11.2 i) del Estatuto 
de los Trabajadores y la disposición 
adicional sexta de la Ley General de la 
Seguridad Social, a excepción del desem-
pleo.

2. Las bonificaciones previstas en el 
artículo 11 de esta Ley no serán de apli-
cación a los contratos para la formación 
suscritos con los alumnos trabajadores 
participantes en los programas de escuelas 
taller, casas de oficio y talleres de 
empleo.

Disposición adicional cuarta. Planes de 
formación profesional específicos para 
jóvenes y personas desempleadas.

En relación a las medidas para favo-
recer el empleo de los jóvenes y de las 
personas desempleadas articulados en el 
Capítulo III de esta Ley, se procederá a la 
elaboración de planes específicos de 
formación profesional que contribuyan a 
la incorporación de estos colectivos al 
mercado de trabajo.

Disposición adicional quinta. Implanta-
ción del Sistema Nacional de Cualifica-
ciones y Formación Profesional.

El Gobierno completará el desarrollo 
de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de 
junio, de las cualificaciones y de la 
formación profesional, en el plazo de seis 
meses mediante un Real Decreto que 
regule la implantación del Sistema 
Nacional de Cualificaciones y Formación 
Profesional, adecuando las ofertas forma-
tivas a los requerimientos de la produc-
ción y del empleo, a través de acciones 
formativas evaluables y certificables.

Disposición adicional sexta. Vincula-
ción de políticas activas de empleo y 
prestaciones por desempleo.

En el momento en que el empleo inicie 
su recuperación, el Gobierno adoptará 
las medidas necesarias para reformar la 
normativa que regula las prestaciones por 
desempleo con el objetivo de aumentar 
la vinculación de éstas con las políticas 
activas de empleo.

Disposición adicional séptima. Plan de 
recolocación del sector de la construc-
ción.

El Gobierno impulsará un plan especí-
fico, en colaboración con las Comuni-
dades Autónomas, para la recolocación 
de los parados procedentes del sector de 
la construcción, a través de programas 
específicos de formación y de segui-
miento, que les permitan ser contratados 
en sectores demandantes de mano de 
obra como por ejemplo los de rehabilita-
ción, instalación energética, seguridad, 
turismo, dependencia, entre otros.

Disposición adicional octava. La forma-
ción profesional en el trabajo.

Se modifica el apartado 2 b) del 
artículo 4 del texto refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores, apro-
bado por Real Decreto Legislativo 1/1995, 
de 24 de marzo, que queda redactado de 
la siguiente forma:

«b) A la promoción y formación 
profesional en el trabajo, así como al 
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desarrollo de planes y acciones forma-
tivas tendentes a favorecer su mayor 
empleabilidad.»

Disposición adicional novena. Informe 
Anual de Evaluación de las bonifica-
ciones a la contratación.

El Gobierno presentará ante el 
Congreso de los Diputados un Informe 
Anual de Evaluación y seguimiento 
económico de las bonificaciones a la 
contratación con el fin de conocer la 
efectividad de la medida a fin de ajustar 
las políticas activas a la realidad del 
mercado laboral.

Disposición adicional décima. Fondo 
de capitalización.

El Gobierno, en el plazo máximo de un 
año a partir del 18 de junio de 2010, 
previa consulta con las organizaciones 
empresariales y sindicales más represen-
tativas, aprobará un proyecto de ley por 
el que, sin incremento de las cotizaciones 
empresariales, se regule la constitución 
de un Fondo de capitalización para los 
trabajadores, mantenido a lo largo de su 
vida laboral, por una cantidad equiva-
lente a un número de días de salario por 
año de servicio a determinar.

La regulación reconocerá el derecho 
del trabajador a hacer efectivo el abono 
de las cantidades acumuladas a su favor 
en el Fondo de capitalización en los 
supuestos de despido, de movilidad 
geográfica, para el desarrollo de activi-
dades de formación o en el momento de 
su jubilación. Las indemnizaciones a 
abonar por el empresario en caso de 
despido se reducirán en un número de 
días por año de servicio equivalente al 
que se determine para la constitución del 
Fondo.

El Fondo deberá estar operativo a partir 
de 1 de enero de 2012.

Disposición adicional undécima. 
Igualdad entre mujeres y hombres en 
el trabajo.

El texto refundido de la Ley del Estatuto 
de los Trabajadores, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 
marzo, queda modificado de la siguiente 
manera:

Uno. El párrafo primero del apartado 
1 del artículo 17, queda redactado como 
sigue:

«Se entenderán nulos y sin efecto los 
preceptos reglamentarios, las cláusulas 
de los convenios colectivos, los pactos 
individuales y las decisiones unilaterales 
del empresario que den lugar en el 
empleo, así como en materia de retribu-
ciones, jornada y demás condiciones de 
trabajo, a situaciones de discriminación 
directa o indirecta desfavorables por 
razón de edad o discapacidad o a situa-
ciones de discriminación directa o indi-
recta por razón de sexo, origen, incluido 
el racial o étnico, estado civil, condición 
social, religión o convicciones, ideas 
políticas, orientación o condición sexual, 
adhesión o no a sindicatos y a sus 
acuerdos, vínculos de parentesco con 
personas pertenecientes a o relacionadas 
con la empresa y lengua dentro del Estado 
español.»

Dos. El apartado 4 del artículo 22 
queda modificado como sigue:

«4. La definición de las categorías y 
grupos profesionales se ajustará a crite-
rios y sistemas que tengan como objetivo 
garantizar la ausencia de discriminación 
directa o indirecta entre mujeres y 
hombres.»

Tres. El apartado 2 del artículo 23 
queda redactado de la siguiente manera:

«2. En la negociación colectiva se 
pactarán los términos del ejercicio de 
estos derechos, que se acomodarán a 
criterios y sistemas que tengan como 
objetivo garantizar la ausencia de discri-
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minación directa o indirecta entre traba-
jadores mujeres y hombres.»

Cuatro. El apartado 2 del artículo 24 
queda modificado del modo siguiente:

«2. Los ascensos y la promoción 
profesional en la empresa se ajustarán a 
criterios y sistemas que tengan como 
objetivo garantizar la ausencia de discri-
minación directa o indirecta entre mujeres 
y hombres, pudiendo establecerse 
medidas de acción positiva dirigidas a 
eliminar o compensar situaciones de 
discriminación.»

Disposición adicional duodécima. 
Evaluación de las medidas para favorecer 
el empleo de los jóvenes y de las personas 
desempleadas.

El Gobierno evaluará con anterioridad 
al 31 de diciembre de 2011 el funciona-
miento de las medidas para favorecer el 
empleo de los jóvenes y de las personas 
desempleadas establecidas en los artículos 
10 y 11 de esta Ley, incluyendo en dicha 
valoración un informe de evolución de 
impacto de género de las mismas.

A la vista de dicha evaluación, y en 
función de la evolución del empleo 
durante 2010 y 2011, el Gobierno, previa 
consulta con las organizaciones sindi-
cales y empresariales más representativas, 
adoptará las medidas que correspondan 
sobre su prórroga o modificación.

Disposición adicional decimoter-
cera. Evaluación de la siniestralidad 
de los trabajadores cedidos por em-
presas de trabajo temporal.

El Instituto Nacional de Seguridad e 
higiene en el Trabajo deberá incorporar en 
sus informes periódicos sobre evolución de 
la siniestralidad datos específicos que 
permitan conocer la evolución de la sinies-
tralidad laboral en los trabajos u ocupa-
ciones de especial peligrosidad para la 
seguridad y la salud en el trabajo realizados 
por trabajadores cedidos por empresas de 
trabajo temporal conforme a lo establecido 

en el artículo 8 b) y en la disposición 
adicional segunda de la Ley 14/1994, de 1 
de junio, por la que se regulan las Empresas 
de Trabajo Temporal.

Disposición adicional decimo-
cuarta. Modificación de la Ley de 
Infracciones y Sanciones en el Orden 
Social sobre destino de donaciones y 
acciones de patrocinio en relación con 
la reserva de empleo a favor de las 
personas con discapacidad.

Uno. Se adiciona un nuevo apartado 
14 en el artículo 2 de la Ley de Infrac-
ciones y Sanciones en el Orden Social, 
texto refundido aprobado por Real 
Decreto Legislativo 5/2000, de 4 agosto, 
con la siguiente redacción:

«14. Las fundaciones y asociaciones 
de utilidad pública beneficiarias de dona-
ciones y acciones de patrocinio para el 
desarrollo de actividades de inserción y 
de creación de empleo de personas con 
discapacidad, como medida alternativa 
al cumplimiento de la obligación de 
reserva de empleo a favor de las personas 
con discapacidad.»

Dos. Se adiciona un nuevo apartado 
6 en el artículo 16 de la Ley de Infrac-
ciones y Sanciones en el Orden Social, 
con la siguiente redacción:

«6. La aplicación indebida o la no 
aplicación a los fines previstos legal o 
reglamentariamente de las donaciones y 
acciones de patrocinio recibidas de las 
empresas por fundaciones y asociaciones 
de utilidad pública, como medida alter-
nativa al cumplimiento de la obligación 
de reserva de empleo a favor de las 
personas con discapacidad.»

Disposición adicional decimoquinta. Ju-
risdicción social.

En el plazo de 6 meses el Gobierno 
aprobará un proyecto de ley de reforma 
del texto refundido de la Ley de Procedi-
miento Laboral, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril, 
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que contemple la atribución al orden 
jurisdiccional social, entre otras cues-
tiones, de los recursos contra las resolu-
ciones administrativas de la Autoridad 
laboral en los procedimientos de suspen-
sión temporal de relaciones laborales, 
reducción de jornada y despido colec-
tivo, regulados en los artículos 47 y 51 
del Estatuto de los Trabajadores.

Disposición adicional decimosexta. Ins-
pección de Trabajo y Seguridad So-
cial.

1. La Inspección de Trabajo y Segu-
ridad Social, sin perjuicio de las compe-
tencias de las Comunidades Autónomas 
que hayan recibido el traspaso de 
funciones y servicios en materia de 
función pública inspectora, adaptará el 
número y la conformación de sus efec-
tivos a las funciones legalmente enco-
mendadas, así como a las recomenda-
ciones internacionales y las pautas 
establecidas en la Estrategia Española de 
Seguridad y Salud en el Trabajo.

2. La Inspección de Trabajo y Segu-
ridad Social incluirá en su Plan Integrado 
de Actuación con carácter de objetivos 
de alcance general, los planes específicos 
siguientes:

a) Discriminación salarial entre 
mujeres y hombres.

b) Control de los contratos tempo-
rales sin causa e impulso a su transforma-
ción en indefinidos.

c) Control de la correcta utilización 
de los contratos formativos y de las prác-
ticas no laborales en las empresas.

d) Control de la actuación de las 
empresas que realizan actividad de cesión 
de trabajadores sin contar con autoriza-
ción administrativa.

Disposición adicional decimosép-
tima. Servicios Públicos de Empleo.

El Gobierno seguirá reforzando los 
Servicios Públicos de Empleo estatal y 

autonómicos mediante la mejora de sus 
recursos humanos, tecnológicos organi-
zativos y de la red de oficinas. Así mismo, 
incrementará el grado de coordinación y 
eficacia entre los Servicios Públicos de 
Empleo estatal y autonómicos para 
promover los cambios en el acceso y la 
mejora del empleo y para gestionar las 
prestaciones por desempleo.

Disposición adicional decimoctava. Tra-
bajadores transfronterizos de An-
dorra.

1. El Gobierno impulsará la modifi-
cación del convenio de seguridad social 
entre España y Andorra para mejorar la 
protección social de los trabajadores 
transfronterizos contemplando la cober-
tura por desempleo de los trabajadores 
que residan en un Estado y trabajen en 
otro.

2. En tanto se modifica el Convenio, 
conforme a lo indicado en el párrafo 
anterior, los españoles que residen en 
España y trabajen en Andorra, siempre 
que acrediten periodos suficientes de 
ocupación cotizada previamente en 
España y cumplan el resto de los requi-
sitos exigidos, podrán acceder a las pres-
taciones por desempleo en España al 
quedar en situación legal de desempleo 
en Andorra.

Disposición adicional decimono-
vena. Mejora de la gestión de la Inca-
pacidad temporal.

Se modifica la Ley General de Segu-
ridad Social, texto refundido aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 1/1994, 
de 20 de junio, en los siguientes 
términos:

Uno. Se adiciona un nuevo apartado 
4 al artículo 73, con la siguiente redac-
ción:

«4. Las Mutuas podrán destinar una 
parte de los excedentes obtenidos en la 
gestión de las contingencias profesionales 
o de la incapacidad temporal por enfer-
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medad común al establecimiento de 
sistema de reducción de las cotizaciones 
por contingencias comunes de las 
empresas, en los términos que se esta-
blezcan reglamentariamente, siempre 
que hayan reducido los costes de la inca-
pacidad temporal, por debajo de los 
límites establecidos, o que hayan obte-
nido una reducción significativa de estos 
costes como consecuencia de la aplica-
ción de planes pactados en el ámbito de 
la empresa con la representación de los 
trabajadores que modifiquen las condi-
ciones de trabajo, flexibilicen el cambio 
de puesto de trabajo de los trabajadores 
afectados por enfermedad común y 
mejoren el control del absentismo injus-
tificado. Las reducciones de cotización 
serán proporcionales a los ahorros de 
costes generados al sistema a través de 
estos procesos de colaboración».

Dos. Se suprime el tercer párrafo del 
apartado 1 del artículo 131 bis.

Tres. Se adiciona un tercer párrafo a 
la disposición adicional cuadragésima, 
con la siguiente redacción:

«La inspección médica de los servicios 
públicos de salud podrá solicitar la remi-
sión de los datos médicos, necesarios 
para el ejercicio de sus competencias, 
que obren en poder de las entidades 
gestoras de la Seguridad Social.»

Cuatro. Se adiciona una nueva dispo-
sición adicional con la siguiente redac-
ción:

«Disposición adicional quincuagésima 
primera. Gastos por la anticipación de 
la readaptación de los trabajadores en 
incapacidad temporal por contingencias 
comunes.

La Mutuas de Accidentes de Trabajo y 
Enfermedades Profesionales de la Segu-
ridad Social asumirán a su cargo, sin 
perjuicio del posible resarcimiento poste-
rior por los Servicios de Salud o por las 
Entidades Gestoras de la Seguridad Social 
el coste originado por la realización de 

pruebas diagnósticas, tratamientos y 
procesos de recuperación funcional diri-
gidos a evitar la prolongación innecesaria 
de los procesos de baja laboral por 
contingencias comunes de los trabaja-
dores del sistema de la Seguridad Social, 
y que deriven de los acuerdos o conve-
nios a que se refieren los artículos 12.4 y 
83 del Reglamento General sobre colabo-
ración en la gestión de las Mutuas de 
Accidentes de Trabajo y Enfermedades 
Profesionales de la Seguridad Social, 
aprobado por Real Decreto 1993/1995, 
de 7 de diciembre.»

Cinco. Se añade una nueva disposi-
ción adicional con el siguiente conte-
nido:

«Disposición adicional quincuagésima 
segunda. Competencias sobre los 
procesos de Incapacidad Temporal.

hasta el cumplimiento de la duración 
máxima de trescientos sesenta y cinco 
días de los procesos de incapacidad 
temporal del Sistema de la Seguridad 
Social, el Instituto Nacional de la Segu-
ridad Social, y, en su caso, el Instituto 
Social de la Marina, a través de los Inspec-
tores Médicos adscritos a dichas enti-
dades, ejercerán las mismas competen-
cias que la Inspección de Servicios 
Sanitarios de la Seguridad Social u órgano 
equivalente del respectivo Servicio 
Público de Salud, para emitir un alta 
médica a todos los efectos. Cuando el 
alta haya sido expedida por el Instituto 
Nacional de la Seguridad Social o el Insti-
tuto Social de la Marina, éstos serán los 
únicos competentes, a través de sus 
propios médicos, para emitir una nueva 
baja médica en la situación de incapa-
cidad temporal si aquélla se produce en 
un plazo de ciento ochenta días siguientes 
a la citada alta médica por la misma o 
similar patología.

La Secretaría de Estado de la Seguridad 
Social, a propuesta del Instituto Nacional 
de la Seguridad Social, y mediante reso-
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lución publicada en el Boletín Oficial del 
Estado, determinará la fecha a partir de la 
cual se asumirán las funciones atribuidas 
en el párrafo anterior.»

Disposición adicional vigésima. Faltas 
de asistencia al trabajo.

La letra d) del artículo 52 del texto 
refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, 
queda redactada en los siguientes 
términos:

«d) Por faltas de asistencia al trabajo, 
aún justificadas pero intermitentes, que 
alcancen el 20 % de las jornadas hábiles 
en dos meses consecutivos, o el 25 % en 
cuatro meses discontinuos dentro de un 
periodo de doce meses, siempre que el 
índice de absentismo total de la plantilla 
del centro de trabajo supere el 2,5 % en 
los mismos periodos de tiempo.

No se computarán como faltas de asis-
tencia, a los efectos del párrafo anterior, 
las ausencias debidas a huelga legal por 
el tiempo de duración de la misma, el 
ejercicio de actividades de representa-
ción legal de los trabajadores, accidente 
de trabajo, maternidad, riesgo durante el 
embarazo y la lactancia, enfermedades 
causadas por embarazo, parto o lactancia, 
paternidad, licencias y vacaciones, enfer-
medad o accidente no laboral cuando la 
baja haya sido acordada por los servicios 
sanitarios oficiales y tenga una duración 
de más de veinte días consecutivos, ni las 
motivadas por la situación física o psico-
lógica derivada de violencia de género, 
acreditada por los servicios sociales de 
atención o servicios de Salud, según 
proceda.»

Disposición adicional vigésima pri-
mera. Negociación colectiva.

El Gobierno promoverá las iniciativas 
legislativas que correspondan para la 
reforma de la negociación colectiva en 
los términos que, en ejercicio de la auto-

nomía colectiva, sean acordados y les 
sean requeridos por los interlocutores 
sociales en el proceso de negociación 
bipartita que actualmente desarrollan 
conforme a lo pactado en el Acuerdo 
para el Empleo y la Negociación Colec-
tiva, 2010, 2011 y 2012.

En defecto de acuerdo en el proceso 
de negociación bipartita, en un plazo de 
seis meses a contar desde la entrada en 
vigor de esta Ley, el Gobierno, previa 
consulta con las organizaciones empre-
sariales y sindicales, adoptará las inicia-
tivas que correspondan para abordar, 
entre otros, la definición de mecanismos 
de articulación de la negociación colec-
tiva, su papel como procedimiento de 
fijación de las condiciones laborales y de 
determinación de las políticas de empleo, 
su capacidad de adaptación a las necesi-
dades de los trabajadores, las empresas y 
sectores productivos y la mejora de la 
productividad, así como todos aquellos 
elementos e instrumentos que relacio-
nados con los objetivos señalados confi-
guran el actual sistema de negociación 
colectiva.

Disposición adicional vigésima se-
gunda. Modificación de la Ley 32/2010, 
de 5 de agosto, por la que se establece 
un sistema específico de protección por 
cese de actividad de los trabajadores 
autónomos.

El apartado 2 del artículo 8 de la Ley 
32/2010, de 5 de agosto, por la que se 
establece un sistema específico de protec-
ción por cese de actividad de los trabaja-
dores autónomos queda redactado de la 
siguiente forma:

«2. El trabajador autónomo al que se 
le hubiere reconocido el derecho a la 
protección económica por cese de acti-
vidad podrá volver a solicitar un nuevo 
reconocimiento, siempre que concurran 
los requisitos legales y hubieren transcu-
rrido dieciocho meses desde el reconoci-
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miento del último derecho a la presta-
ción.»

Disposición adicional vigésima tercera.  
Límites a las prestaciones salariales en 
especie.

El apartado 1 del artículo 26 del texto 
refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, 
queda modificado como sigue:

«1. Se considerará salario la totalidad 
de las percepciones económicas de los 
trabajadores, en dinero o en especie, por 
la prestación profesional de los servicios 
laborales por cuenta ajena, ya retribuyan 
el trabajo efectivo, cualquiera que sea la 
forma de remuneración, o los períodos de 
descanso computables como de trabajo.

En ningún caso, incluidas las rela-
ciones laborales de carácter especial a 
que se refiere el artículo 2 de esta Ley, el 
salario en especie podrá superar el 30 por 
100 de las percepciones salariales del 
trabajador, ni dar lugar a la minoración 
de la cuantía íntegra en dinero del salario 
mínimo interprofesional.»

Disposición adicional vigésima cuarta.
Medidas dirigidas a favorecer las opor-
tunidades de empleo de las personas 
con discapacidad.

1. El Gobierno procederá en el plazo 
de doce meses, en el marco de la Estra-
tegia Global de Acción para el Empleo de 
las Personas con Discapacidad 2008-
2012, a la revisión del Real Decreto 
1368/1985, de 17 de julio, por el que se 
regula la relación laboral de carácter 
especial de los minusválidos que trabajen 
en los centros especiales de empleo, así 
como a regular las cuestiones relacio-
nadas con los supuestos de sucesión o 
subrogación empresarial que afecten a 
los trabajadores con discapacidad o a los 
centros especiales de empleo.

2. El Gobierno estudiará, en el marco 
de la Estrategia Global de Acción para el 

Empleo de las Personas con Discapacidad 
2008-2012, las medidas oportunas para 
mejorar la empleabilidad de las personas 
con capacidad intelectual límite que no 
alcancen un grado de discapacidad 
mínimo del 33 por ciento.

Disposición transitoria primera. Ré-
gimen aplicable a los contratos por 
obra o servicio determinados.

Los contratos por obra o servicio deter-
minados concertados con anterioridad a 
la entrada en vigor de esta Ley se regirán 
por la normativa legal o convencional 
vigente en la fecha en que se cele-
braron.

Lo previsto en la redacción dada por 
esta Ley al artículo 15.1 a) del Estatuto de 
los Trabajadores será de aplicación a los 
contratos por obra o servicio determi-
nados suscritos a partir de la fecha de 
entrada en vigor de aquélla.

Disposición transitoria segunda. Ré-
gimen de entrada en vigor de la limita-
ción del encadenamiento de contratos 
temporales.

Lo previsto en la redacción dada por 
esta Ley al artículo 15.5 del Estatuto de 
los Trabajadores será de aplicación a los 
contratos de trabajo suscritos a partir de 
la fecha de entrada en vigor de aquélla, 
si bien respecto a los contratos suscritos 
por el trabajador con anterioridad, a los 
efectos del cómputo del número de 
contratos, del período y del plazo previsto 
en el citado artículo 15.5, se tomará en 
consideración el vigente a 18 de junio de 
2010.

Respecto a los contratos suscritos por 
el trabajador antes del 18 de junio de 
2010, seguirá siendo de aplicación, a los 
efectos del cómputo del número de 
contratos, lo establecido en el artículo 
15.5 según la redacción dada al mismo 
por la Ley 43/2006, de 29 de diciembre, 
para la mejora del crecimiento y del 
empleo.
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Disposición transitoria tercera. Abono 
de parte de la indemnización por el 
Fondo de Garantía Salarial en los nuevos 
contratos de carácter indefinido.

1. En los contratos de carácter inde-
finido, sean ordinarios o de fomento de 
la contratación indefinida, celebrados a 
partir del 18 de junio de 2010, cuando el 
contrato se extinga por las causas previstas 
en los artículos 51 y 52 del Estatuto de los 
Trabajadores o en el artículo 64 de la Ley 
22/2003, de 9 de julio, Concursal, una 
parte de la indemnización que corres-
ponda al trabajador será objeto de resar-
cimiento al empresario por el Fondo de 
Garantía Salarial en una cantidad equiva-
lente a ocho días de salario por año de 
servicio, prorrateándose por meses los 
períodos de tiempo inferiores al año.

2. La indemnización se calculará 
según las cuantías por año de servicio y 
los límites legalmente establecidos en 
función de la extinción de que se trate y 
de su calificación judicial o empresarial. 
No será de aplicación en este supuesto el 
límite señalado para la base del cálculo 
de la indemnización previsto en el 
artículo 33.2 del Estatuto de los Trabaja-
dores.

3. El abono procederá siempre que el 
contrato haya tenido una duración supe-
rior a un año y cualquiera que sea el 
número de trabajadores de la empresa. 
En los contratos de duración inferior la 
indemnización establecida legalmente 
será abonada totalmente y a su cargo por 
el empresario.

4. A los efectos previstos en esta 
disposición, el empresario deberá hacer 
constar en la comunicación escrita al 
trabajador el salario diario que haya 
servido para el cálculo de la indemniza-
ción a su cargo.

5. El abono del 40 por ciento de la 
indemnización legal en las empresas de 
menos de 25 trabajadores, para los 
contratos de carácter indefinido, sean 
ordinarios o de fomento de la contrata-

ción indefinida, celebrados con anterio-
ridad al 18 de junio de 2010, se seguirán 
rigiendo por lo dispuesto en el artículo 
33.8 del Estatuto de los Trabajadores.

6. El abono de parte de la indemni-
zación a que se refiere esta disposición se 
financiará con cargo al Fondo de Garantía 
Salarial.

7. Lo establecido en esta disposición 
será de aplicación hasta la entrada en 
funcionamiento del Fondo de capitaliza-
ción a que se refiere la disposición 
adicional décima.

Disposición transitoria cuarta. Régimen 
aplicable a procedimientos y expe-
dientes en tramitación a 18 de junio de 
2010.

1. Los procedimientos de movilidad 
geográfica, modificación sustancial de 
condiciones de trabajo, los dirigidos a la 
inaplicación del régimen salarial estable-
cido en convenio colectivo y los expe-
dientes de regulación de empleo para la 
extinción de contratos de trabajo que 
estuvieran en tramitación a 18 de junio 
de 2010 se regirán por la normativa 
vigente en el momento de su inicio.

2. Los expedientes de regulación de 
empleo, de carácter temporal, resueltos 
por la Autoridad laboral y con vigencia 
en su aplicación a 18 de junio de 2010 
se regirán por la normativa en vigor 
cuando se dictó la resolución del expe-
diente.

A los expedientes de regulación de 
empleo, de carácter temporal, en trami-
tación a 18 de junio de 2010, les podrá 
ser de aplicación el régimen jurídico 
previsto en esta Ley, siempre que se soli-
cite conjuntamente por el empresario y 
los representantes de los trabajadores y se 
haga constar esta circunstancia en la 
resolución de la autoridad laboral.

Disposición transitoria quinta. Normas 
relativas a la ampliación de la bonifica-
ción por mantenimiento del empleo y 

Boletín núm. 2118–Pág. 128



– 2435 –

           

de la reposición de las prestaciones por 
desempleo.

1. Las empresas que hayan instado 
expedientes de regulación de empleo, de 
carácter temporal, resueltos por la Auto-
ridad laboral y con vigencia en su aplica-
ción a 18 de junio de 2010, podrán bene-
ficiarse de la ampliación del derecho a la 
bonificación de las cuotas empresariales 
a la Seguridad Social por contingencias 
comunes a que se refiere el artículo 
1.2.bis de la Ley 27/2009, de 30 de 
diciembre, siempre que se reúnan las 
condiciones establecidas en esta Ley. En 
todo caso, el incremento de porcentaje 
de bonificación únicamente podrá apli-
carse respecto de las cotizaciones deven-
gadas con posterioridad a 18 de junio de 
2010.

2. A los trabajadores a quienes se 
hubiera extinguido su contrato de trabajo 
con anterioridad a 18 de junio de 2010, 
en los supuestos establecidos en el 
artículo 3.1 de la Ley 27/2009, de 30 de 
diciembre, y que previamente hubieran 
sido afectados por expedientes de regula-
ción temporal de suspensión de contratos 
o de reducción de jornada en los casos 
referidos en esa disposición, tendrán 
derecho, en su caso, a la reposición de 
las prestaciones por desempleo, en los 
términos y con los límites establecidos en 
la normativa vigente en el momento en 
que se produjo el despido o la resolución 
administrativa o judicial que autorizó la 
extinción del contrato.

Disposición transitoria sexta. Bonifica-
ciones y reducciones de cuotas en los 
contratos vigentes.

Las bonificaciones o reducciones en 
las cuotas empresariales de la Seguridad 
Social que se vinieran disfrutando por los 
contratos celebrados con anterioridad a 
18 de junio de 2010, se regirán por la 
normativa vigente en el momento de su 
celebración o, en su caso, en el momento 
de iniciarse el disfrute de la bonificación, 

salvo lo establecido, en su caso, en el 
párrafo tercero del artículo 11.1.

Disposición transitoria séptima. Límite 
de edad de los trabajadores contra-
tados para la formación.

hasta el 31 de diciembre de 2011 
podrán realizarse contratos para la forma-
ción con trabajadores menores de veinti-
cinco años sin que sea de aplicación el 
límite máximo de edad establecido en el 
párrafo primero del artículo 11.2.a) del 
Estatuto de los Trabajadores para la cele-
bración de contratos para la formación.

Disposición transitoria octava. Con-
tratos para la formación anteriores a 18 
de junio de 2010.

Los contratos para la formación 
vigentes a 18 de junio de 2010, así como 
sus prórrogas, se regirán por la normativa 
a cuyo amparo se concertaron.

No obstante lo anterior, a partir de 18 
de junio de 2010, será aplicable a dichos 
contratos, cuando sean prorrogados, la 
cobertura de la contingencia de desem-
pleo, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 11.2 i) del Estatuto de los Traba-
jadores y en las disposiciones adicionales 
sexta y cuadragésima novena de la Ley 
General de la Seguridad Social, así como 
lo dispuesto, en materia de bonifica-
ciones, en el artículo 11 de esta Ley.

Disposición transitoria novena. Con-
tratos para la formación con trabaja-
dores con discapacidad.

Mientras resulte de aplicación lo esta-
blecido en el artículo 11 de esta Ley, las 
empresas que celebren contratos para la 
formación con trabajadores con discapa-
cidad podrán aplicar lo establecido en 
ella, o bien la reducción del 50 por 100 
en las cuotas empresariales a la Segu-
ridad Social previstas para los contratos 
para la formación que celebren, de 
acuerdo con la disposición adicional 
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segunda del Estatuto de los Trabaja-
dores.

Disposición transitoria décima. Agen-
cias de colocación sin ánimo de lucro 
autorizadas.

Las actuales agencias de colocación 
autorizadas de acuerdo con el Real 
Decreto 735/1995, de 5 de mayo, por el 
que se regulan las agencias de coloca-
ción sin fines lucrativos y los servicios 
integrados para el empleo, dispondrán de 
un plazo de seis meses desde la entrada 
en vigor de las disposiciones de desa-
rrollo de esta Ley, para adecuarse a la 
nueva regulación de las agencias de colo-
cación y solicitar la correspondiente 
autorización, conforme al artículo 21.bis 
de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, 
de Empleo. Una vez superado el citado 
plazo, las empresas o entidades que no 
cuenten con la citada autorización no 
podrán continuar desarrollando estas 
actividades.

Disposición transitoria undécima. Am-
pliación transitoria de la duración de 
los enclaves laborales.

La duración máxima de seis años a que 
se refiere el último párrafo del artículo 5.2 
del Real Decreto 290/2004, de 20 de 
febrero, por el que se regulan los enclaves 
laborales como medida de fomento del 
empleo de las personas con discapacidad, 
podrá ampliarse de manera excepcional 
hasta el 31 de diciembre de 2012.

En el marco de la Estrategia Global de 
Acción para el Empleo de Personas con 
discapacidad, el Gobierno podrá modi-
ficar el régimen de duración de los 
enclaves laborales.

Disposición transitoria duodécima. En-
trada en vigor de los nuevos límites 
para las prestaciones salariales en es-
pecie.

Lo previsto en la redacción dada por 
esta Ley al artículo 26.1 del Estatuto de 

los Trabajadores será también de aplica-
ción a los contratos de trabajo vigentes a 
la fecha de entrada en vigor de aquélla, 
si bien únicamente a partir de dicha 
fecha.

Disposición derogatoria única. Alcance 
de la derogación normativa.

1. Quedan derogadas expresamente 
las siguientes disposiciones:

a) De la Ley 43/2006, de 29 de 
diciembre, para la mejora del crecimiento 
y del empleo, los apartados 1 y 6 del 
artículo 2, el artículo 3 y el párrafo tercero 
del artículo 7.1.

b) De la Ley 27/2009, de 30 de 
diciembre, de medidas urgentes para el 
mantenimiento y el fomento del empleo 
y la protección de las personas desem-
pleadas, el artículo 5.

c) De la Ley 30/2007, de 30 de 
octubre, de Contratos del Sector Público, 
la Disposición adicional quinta, a partir 
de 1 de abril de 2011.

d) De la Ley 32/2010, de 5 de agosto, 
por la que se establece un sistema espe-
cífico de Protección por Cese de Acti-
vidad de los Trabajadores Autónomos, la 
Disposición adicional decimotercera.

2. Se derogan cuantas normas de 
igual o inferior rango contradigan o se 
opongan a lo dispuesto en la presente 
Ley.

Disposición final primera. Fundamento 
constitucional.

Esta Ley se dicta al amparo de lo esta-
blecido en el artículo 149.1.7.ª y en el 
artículo 149.1.17.ª de la Constitución, 
que atribuyen al Estado la competencia 
exclusiva sobre las materias de legisla-
ción laboral, sin perjuicio de su ejecu-
ción por los órganos de las Comunidades 
Autónomas, y de legislación básica y 
régimen económico de la Seguridad 
Social, sin perjuicio de la ejecución de 
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sus servicios por las Comunidades Autó-
nomas, respectivamente.

Disposición final segunda. Incorpora-
ción de Derecho de la Unión Europea.

Mediante esta Ley se incorpora al 
derecho español la Directiva 2008/104/
CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 19 de noviembre de 2008, relativa al 
trabajo a través de empresas de trabajo 
temporal.

Disposición final tercera. Facultades de 
desarrollo.

1. El Gobierno y el Ministro de 
Trabajo e Inmigración, en el ámbito de 
sus competencias, dictarán las disposi-
ciones necesarias para la ejecución de lo 
establecido en esta Ley, previa consulta 
con las organizaciones empresariales y 
sindicales más representativas.

2. Se autoriza al Ministro de Trabajo 
e Inmigración a adaptar los métodos de 
cómputo del incremento y manteni-
miento del empleo a que se refieren los 
artículos 10 y 11 de esta Ley en función 
de los requerimientos técnicos de los 
sistemas informáticos de la Tesorería 
General de la Seguridad Social y de los 
servicios públicos de empleo.

3. Con anterioridad al 31 de 
diciembre de 2010, el Gobierno elabo-
rará, previa consulta con las organiza-
ciones sindicales y empresariales más 
representativas y con las Comunidades 
Autónomas, las disposiciones necesarias 
para desarrollar lo establecido en esta Ley 
en materia de agencias de colocación.

Asimismo, el Gobierno, previa consulta 
con las organizaciones sindicales y 
empresariales más representativas y con 
las Comunidades Autónomas, fijará indi-
cadores de eficacia de las agencias 
privadas de colocación. Dichos indica-
dores serán evaluados cada dos años a 
efectos de suscripción de posibles conve-
nios de colaboración entre Agencias y los 

Servicios de Empleo de las Comunidades 
Autónomas.

4. Con anterioridad al 31 de 
diciembre de 2010, el Gobierno apro-
bará, previa consulta con las organiza-
ciones sindicales y empresariales más 
representativas y con las Comunidades 
Autónomas, un Real Decreto para la 
modificación del Real Decreto 43/1996, 
de 19 de enero, por el que se aprueba el 
Reglamento de los Procedimientos de 
Regulación de Empleo y de Actuación 
Administrativa en materia de Traslados 
Colectivos, para su adaptación a lo 
dispuesto en esta Ley, con particular aten-
ción al contenido del plan de acompaña-
miento social de los expedientes de regu-
lación de empleo como instrumento para 
favorecer la recolocación de los trabaja-
dores afectados y la mejora de su 
empleabilidad.

Disposición final cuarta. Entrada en 
vigor.

1. La presente Ley entrará en vigor el 
día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

2. Las disposiciones sobre agencias 
de colocación establecidas en el Capítulo 
IV de esta Ley no serán de aplicación 
hasta tanto no entre en vigor la normativa 
de desarrollo a que se refiere la disposi-
ción final tercera, apartado 3.

Por tanto,

Mando a todos los españoles, particu-
lares y autoridades, que guarden y hagan 
guardar esta ley.

Madrid, 17 de septiembre de 2010.

JUAN CARLOS R.

El Presidente de Gobierno,
JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO
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Instrumento de Ratificación del Protocolo 
Adicional al Convenio para la protec-
ción de las personas con respecto al 
tratamiento automatizado de datos de 
carácter personal, a las autoridades de 
control y a los flujos transfronterizos de 
datos, hecho en estrasburgo el 8 de no-
viembre de 2001. («Boe» núm. 228 de 20 
de septiembre de 2010)

JUAN CARLOS I
rey de espaÑa

Por cuanto el día 24 de septiembre de 
2009, el Plenipotenciario de España, 
nombrado en buena y debida forma al 
efecto, firmó en Estrasburgo (Francia) el 
Protocolo Adicional al Convenio para la 
protección de las personas con respecto 
al tratamiento automatizado de datos de 
carácter personal, a las Autoridades de 
control y a los flujos transfronterizos de 
datos, hecho en Estrasburgo el 8 de 
noviembre de 2001,

Vistos y examinados el preámbulo y 
los tres artículos de dicho Protocolo.

Concedida por las Cortes Generales la 
autorización prevista en el Artículo 94.1 
de la Constitución,

Vengo en aprobar y ratificar cuanto en 
el mismo se dispone, como en virtud del 
presente lo apruebo y ratifico, prome-
tiendo cumplirlo, observarlo y hacer que 
se cumpla y observe en todas sus partes, 
a cuyo fin, para su mayor validación y 
firmeza, mando expedir este Instrumento 
de Ratificación firmado por Mí, debida-
mente sellado y refrendado por el infras-
crito Ministro de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación, junto con la siguiente 
Declaración:

«Para el caso de que el presente Proto-
colo Adicional al Convenio para la 
protección de las personas con respecto 
al tratamiento automatizado de datos de 
carácter personal, a las Autoridades de 
control y a los flujos transfronterizos de 

datos, sea extendido por el Reino Unido 
a Gibraltar, el Reino de España desea 
formular la siguiente declaración:

1. Gibraltar es un territorio no autó-
nomo de cuyas relaciones exteriores es 
responsable el Reino Unido y que está 
sometido a un proceso de descoloniza-
ción de acuerdo con las decisiones y 
resoluciones pertinentes de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas.

2. Las autoridades de Gibraltar tienen 
un carácter local y ejercen competencias 
exclusivamente internas que tienen su 
origen y fundamento en la distribución y 
atribución de competencias efectuadas por 
el Reino Unido, de conformidad con lo 
previsto en su legislación interna, en su 
condición de Estado soberano del que 
depende el citado territorio no autónomo.

3. En consecuencia, la eventual 
participación de las autoridades gibralta-
reñas en la aplicación del presente Proto-
colo se entenderá realizada exclusiva-
mente en el marco de las competencias 
internas de Gibraltar y no podrá conside-
rarse que produce cambio alguno 
respecto de lo previsto en los dos párrafos 
precedentes.»

Dado en Madrid a 20 de mayo de 2010.

JUAN CARLOS R.

 El Ministro de Asuntos Exteriores 
  y de Cooperación,
MIGUEL ÁNGEL MORATINOS CUYAUBÉ

PROTOCOLO ADICIONAL AL CONVENIO PARA 
LA PROTECCIÓN DE LAS PERSONAS CON 
RESPECTO AL TRATAMIENTO AUTOMATIZA-
DO DE DATOS DE CARÁCTER PERSONAL, A 
LAS AUTORIDADES DE CONTROL Y A LOS 

FLUJOS TRANSFRONTERIZOS DE DATOS

PreÁmBulo

Las Partes en el presente Protocolo 
Adicional al Convenio para la Protección 
de las Personas con respecto al Trata-
miento Automatizado de Datos de 
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Carácter Personal, abierto a la firma en 
Estrasburgo, el 28 de enero de 1981 (en 
lo sucesivo denominado «el Convenio»);

Convencidas de que las autoridades de 
control que ejercen sus funciones con 
total independencia son un elemento de 
la protección efectiva de las personas con 
respecto al tratamiento de datos de 
carácter personal;

Considerando la importancia del flujo 
de información entre los pueblos;

Considerando que, con la intensifica-
ción de los intercambios de datos de 
carácter personal a través de las fronteras 
nacionales, es necesario garantizar la 
protección efectiva de los derechos 
humanos y de las libertades fundamen-
tales y, en particular, del derecho al 
respeto de la vida privada, en relación 
con tales intercambios,

han convenido en lo siguiente:

Artículo 1. Autoridades de control.

1. Cada Parte dispondrá que una o 
más autoridades sean responsables de 
garantizar el cumplimiento de las medidas 
previstas por su derecho interno que 
hacen efectivos los principios enunciados 
en los Capítulos II y III del Convenio, así 
como en el presente Protocolo.

2.a) A este efecto, las autoridades 
mencionadas dispondrán, en particular, de 
competencias para la investigación y la 
intervención, así como de la competencia 
para implicarse en las actuaciones judi-
ciales o para llamar la atención de las auto-
ridades judiciales competentes respecto de 
las violaciones de las disposiciones del 
derecho interno que dan efecto a los prin-
cipios mencionados en el apartado 1 del 
artículo 1 del presente Protocolo.

b) Cada autoridad de control aten-
derá las reclamaciones formuladas por 
cualquier persona en relación con la 
protección de sus derechos y libertades 
fundamentales respecto de los trata-

mientos de datos de carácter personal 
dentro de su competencia.

3. Las autoridades de control ejer-
cerán sus funciones con total indepen-
dencia.

4. Las decisiones de las autoridades 
de control que den lugar a reclamaciones 
podrán ser objeto de recurso ante los 
tribunales.

5. De conformidad con lo dispuesto 
en el Capítulo IV, y sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 13 del Convenio, 
las autoridades de control cooperarán 
entre sí en la medida necesaria para el 
cumplimiento de sus obligaciones, en 
particular mediante el intercambio de 
toda la información útil.

Artículo 2. Flujos transfronterizos de 
datos de carácter personal hacia un des-
tinatario que no está sujeto a la jurisdic-
ción de una Parte en el Convenio.

1. Cada Parte dispondrá que la trans-
ferencia de datos de carácter personal 
hacia un destinatario sometido a la juris-
dicción de un Estado u organización que 
no sea Parte en el Convenio sólo podrá 
efectuarse si dicho Estado u organización 
garantiza un nivel de protección adecuado 
a la transferencia de datos prevista.

2. No obstante lo dispuesto en el 
apartado 1 del artículo 2 del presente 
Protocolo, cada Parte podrá permitir la 
transferencia de datos de carácter 
personal:

a) si está prevista en su legislación 
interna a causa de:

intereses específicos de la persona 
interesada, o de

intereses legítimos prevalecientes, en 
particular, intereses públicos importantes, o

b) si la persona responsable de la 
transferencia ofrece garantías, que, en 
particular, pueden resultar de cláusulas 
contractuales, y éstas son juzgadas sufi-
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cientes por la autoridad competente de 
conformidad con el derecho interno.

Artículo 3. Disposiciones finales.

1. Las disposiciones del artículo 1 y 
2 del presente Protocolo serán conside-
radas por las Partes artículos adicionales 
al Convenio y todas las disposiciones del 
Convenio se aplicarán en consecuencia.

2. El presente Protocolo estará abierto 
a la firma de los Estados signatarios del 
Convenio. Después de adherirse al 
Convenio en las condiciones previstas en 
el mismo, las Comunidades Europeas 
podrán firmar el presente Protocolo. El 
presente Protocolo está sujeto a ratifica-
ción, aceptación o aprobación. Cualquier 
signatario del presente Protocolo no podrá 
ratificar, aceptar o aprobar el mismo a 
menos que haya ratificado, aceptado o 
aprobado, con anterioridad o simultánea-
mente, el Convenio o se haya adherido al 
mismo. Los instrumentos de ratificación, 
aceptación o aprobación del presente 
Protocolo se depositarán en poder del 
Secretario General del Consejo de Europa.

3.a)  El presente Protocolo entrará en 
vigor el primer día del mes siguiente a la 
expiración de un período de tres meses 
después de la fecha en que cinco de sus 
signatarios hayan expresado su consenti-
miento para quedar vinculados por el 
Protocolo, de conformidad con lo 
dispuesto en el apartado 2 del artículo 3.

b) Respecto de cualquier Estado 
signatario del presente Protocolo que 
posteriormente exprese su consentimiento 
para quedar vinculado por el mismo, el 
Protocolo entrará en vigor el primer día 
del mes siguiente a la expiración de un 
período de tres meses después de la fecha 
de depósito del instrumento de ratifica-
ción, aceptación o aprobación.

4.a)  Después de la entrada en vigor 
del presente Protocolo, cualquier Estado 
que se haya adherido al Convenio podrá 
adherirse asimismo al Protocolo.

b) La adhesión se hará efectiva 
mediante el depósito en poder del Secre-
tario General del Consejo de Europa de 
un instrumento de adhesión, que entrará 
en vigor el primer día del mes siguiente a 
la expiración de un período de tres meses 
después de la fecha de su depósito.

5.a) Cualquier Parte podrá en cual-
quier momento denunciar el presente 
Protocolo mediante notificación dirigida 
al Secretario General del Consejo de 
Europa.

b) Dicha denuncia entrará en vigor el 
primer día del mes siguiente a la expira-
ción de un período de tres meses después 
de la fecha de recepción de dicha notifi-
cación por el Secretario General.

6. El Secretario General del Consejo 
de Europa notificará a los Estados miem-
bros del Consejo de Europa, a las Comu-
nidades Europeas y a cualquier otro 
Estado que se haya adherido al presente 
Protocolo:

a) cualquier firma;
b) el depósito de cualquier instru-

mento de ratificación, aceptación o apro-
bación;

c) cualquier fecha de entrada en 
vigor del presente Protocolo de confor-
midad con el artículo 3;

d) cualquier otra acción, notificación 
o comunicación relativa al presente 
Protocolo

En fe de lo cual, los abajo firmantes, 
debidamente autorizados para ello, 
firman el presente Protocolo.

hecho en Estrasburgo, el 8 de 
noviembre de 2001, en francés e inglés, 
siendo ambos textos igualmente autén-
ticos, en un único ejemplar, que se depo-
sitará en los archivos del Consejo de 
Europa. El Secretario General del Consejo 
de Europa remitirá copias certificadas a 
cada Estado miembro del Consejo de 
Europa, a las Comunidades Europeas y a 
cualquier Estado invitado a adherirse al 
Convenio.
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Estados Parte

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 228 Lunes 20 de septiembre de 2010 Sec. I.   Pág. 79622

Estados Parte

Estados Firma
Manifestación

del 
consentimiento

Entrada
en vigor

Declaraciones
 y reservas

Albania . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 09-06-2004 14-02-2005 R 01-06-2005
Alemania. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 08-11-2001 12-03-2003 R 01-07-2004 S
Andorra. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 31-05-2007 06-05-2008 R 01-09-2008 S
Austria . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 08-11-2001 04-04-2008 R 01-08-2008
Bosnia y Herzegovina. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 02-03-2004 31-03-2006 R 01-07-2006
Bulgaria . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 02-06-2010 08-07-2010 R 01-11-2010 S
Chipre. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 03-10-2002 17-03-2004 R 01-07-2004
Croacia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 05-06-2003 21-06-2005 R 01-10-2005
España . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 24-09-2009 03-06-2010 R 01-10-2010 S
Estonia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 15-12-2008 28-07-2009 R 01-11-2009
Eslovaquia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 08-11-2001 24-07-2002 R 01-07-2004
Francia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 08-11-2001 22-05-2007 R 01-09-2007
Hungría. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 30-03-2004 04-05-2005 R 01-09-2005
Irlanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 08-11-2001 05-05-2009 R 01-09-2009
Letonia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 22-05-2007 21-11-2007 R 01-03-2008
Macedonia, Antigua República Yugoslava de . . . . . . . . . . . . . . . . . 04-01-2008 26-09-2008 R 01-01-2009
Liechtenstein . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 28-01-2010 28-01-2010 R 01-05-2010
Lituania. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 08-11-2001 02-03-2004-R 01-07-2004
Luxemburgo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 24-02-2004 23-01-2007 R 01-05-2007
Mónaco. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 01-10-2008 24-12-2008 R 01-04-2009
Montenegro . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 24-02-2009 03-03-2010 R 01-07-2010
Países Bajos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12-05-2003 08-09-2004 R 01-01-2005 S
Polonia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 21-11-2002 12-07-2005 R 01-11-2005
Portugal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 08-11-2001 11-01-2007 R 01-05-2007
República Checa . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10-04-2002 24-09-2003 R 01-07-2004
Rumania . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13-07-2004 15-02-2006 R 01-06-2006
Serbia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 02-07-2008 08-12-2008 R 01-04-2009
Suecia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 08-11-2001 08-11-2001 R 01-07-2004
Suiza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 17-10-2002 20-12-2007 R 01-04-2008

R: Ratificación; S: Formula declaraciones o reservas.

Declaraciones y reservas

Alemania:

Declaración consignada en una Nota Verbal de la Representación Permanente de 
Alemania, con fecha 26 de febrero de 2003, por la que se confirma la declaración hecha 
en el momento de la firma el 8 de noviembre de 2001, entregada al Secretario General del 
Consejo de Europa en el momento del depósito del instrumento de ratificación, el 12 de 
marzo de 2003 – Original inglés/alemán.

El apartado 3 del artículo 1 del Protocolo adicional (así como el segundo párrafo de su 
Preámbulo) dispone que las autoridades de control ejercerán sus funciones con total 
independencia.

La República Federal de Alemania recuerda su declaración hecha durante la reunión 
del 6 al 8 de junio de 2000 del Comité Consultivo, constituido en virtud del artículo 18 del 
Convenio para la protección de las personas con respecto al tratamiento automatizado de 
datos de carácter personal, con arreglo a la cual la práctica actual de control de protección 
de datos en Alemania es conforme a lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 1 del 
Protocolo adicional, pues las autoridades de control responsable de la protección de datos cv
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R: Ratificación;
S: Formula declaraciones o reservas.

Declaraciones y reservas

Alemania:

Declaración consignada en una Nota 
Verbal de la Representación Permanente 
de Alemania, con fecha 26 de febrero de 
2003, por la que se confirma la declara-
ción hecha en el momento de la firma el 
8 de noviembre de 2001, entregada al 
Secretario General del Consejo de Europa 
en el momento del depósito del instru-
mento de ratificación, el 12 de marzo de 
2003 – Original inglés/alemán.

El apartado 3 del artículo 1 del Proto-
colo adicional (así como el segundo 
párrafo de su Preámbulo) dispone que las 

autoridades de control ejercerán sus 
funciones con total independencia.

La República Federal de Alemania 
recuerda su declaración hecha durante la 
reunión del 6 al 8 de junio de 2000 del 
Comité Consultivo, constituido en virtud 
del artículo 18 del Convenio para la 
protección de las personas con respecto 
al tratamiento automatizado de datos de 
carácter personal, con arreglo a la cual la 
práctica actual de control de protección 
de datos en Alemania es conforme a lo 
dispuesto en el apartado 3 del artículo 1 
del Protocolo adicional, pues las autori-
dades de control responsable de la protec-
ción de datos–aunque estén integrados en 
una estructura administrativa de tipo 
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jerárquico– ejercen sus funciones con 
total independencia.

Periodo de efecto: 1/7/2004.
La anterior declaración se refiere al 

artículo 1.
Andorra:
Declaración consignada en el instru-

mento de ratificación depositado el 6 de 
mayo de 2008 – Original francés.

De conformidad con el apartado 1 del 
artículo 1 del Protocolo adicional, 
Andorra designa a la «Agència Andorrana 
de Protecció de Dades» como autoridad 
competente para controlar y velar por el 
respeto de las medidas de derecho interno 
que dan efecto a los Capítulos II y III del 
Convenio.

Periodo de efecto: 1/9/2008.
La anterior declaración se refiere al 

artículo 1.
Bulgaria:
Declaración consignada en una Nota 

Verbal de la Representación Permanente 
de Bulgaria, de fecha 5 de julio de 2010, 
depositada junto con el instrumento de 
ratificación el 8 de julio de 2010 – 
Original inglés.

Conforme al apartado 1 del artículo 1 
del Protocolo Adicional, Bulgaria declara 
lo siguiente:

a) La autoridad de control en virtud 
del apartado 1 del artículo 1 del Proto-
colo adicional será la Comisión para la 
Protección de Datos de Carácter 
Personal;

b) La Comisión para la Protección de 
Datos de Carácter Personal es una auto-
ridad independiente que ejerce la protec-
ción de personas en el tratamiento de sus 
datos de carácter personal y que propor-
ciona el acceso a dichos datos;

c) La Comisión para la Protección de 
Datos de Carácter Personal adopta deci-
siones relativas a las quejas presentadas 
por particulares relativas a la violación de 

sus derechos respecto del tratamiento de 
sus datos de carácter personal;

d) las decisiones de la Comisión para 
la Protección de Datos de Carácter 
Personal pueden ser objeto de recurso 
ante el Tribunal Administrativo Supremo;

e) la transferencia de datos de 
carácter personal a otro Estado sólo se 
admite si se garantiza un nivel de protec-
ción adecuado de datos personales en su 
territorio.

Periodo de efecto: 1/11/2010.
La declaración anterior se refiere al 

artículo 1.
España:
Declaración consignada en el instru-

mento de ratificación depositado el 3 de 
junio de 2010 – Original inglés.

«Para el caso de que el presente Proto-
colo Adicional al Convenio para la 
protección de las personas con respecto 
al tratamiento automatizado de datos de 
carácter personal, a las Autoridades de 
control y a los flujos transfronterizos de 
datos, sea extendido por el Reino Unido 
a Gibraltar, el Reino de España desea 
formular la siguiente declaración:

1. Gibraltar es un territorio no autó-
nomo de cuyas relaciones exteriores es 
responsable el Reino Unido y que está 
sometido a un proceso de descoloniza-
ción de acuerdo con las decisiones y 
resoluciones pertinentes de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas.

2. Las autoridades de Gibraltar tienen 
un carácter local y ejercen competencias 
exclusivamente internas que tienen su 
origen y fundamento en la distribución y 
atribución de competencias efectuadas por 
el Reino Unido, de conformidad con lo 
previsto en su legislación interna, en su 
condición de Estado soberano del que 
depende el citado territorio no autónomo.

3. En consecuencia, la eventual 
participación de las autoridades gibralta-
reñas en la aplicación del presente Proto-
colo se entenderá realizada exclusiva-
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mente en el marco de las competencias 
internas de Gibraltar y no podrá conside-
rarse que produce cambio alguno 
respecto de lo previsto en los dos párrafos 
precedentes.»

Periodo de efecto: 1/10/2010.
Países Bajos:
Declaración consignada en el instru-

mento de aceptación depositado el 8 de 
septiembre de 2004 – Original inglés.

El Reino de los Países Bajos acepta el 
Protocolo para el Reino en Europa.

Periodo de efecto: 1/1/2005.
La declaración anterior se refiere a los 

artículos.
El presente Protocolo entró en vigor de 

forma general el 1 de julio de 2004 y 
entrará en vigor para España el 1 de 
octubre de 2010, de conformidad con lo 
establecido en su artículo 3.3.

Lo que se hace público para conoci-
miento general.

Madrid, 15 de septiembre de 2010.–El 
Secretario General Técnico del Ministerio 
de Asuntos Exteriores y de Cooperación, 
Antonio Cosano Pérez.

CORteS GeNeRALeS

ReSOLUCIóN de 9 de septiembre de 
2010, del congreso de los diputados, por 
la que se ordena la publicación del acuerdo 
de convalidación del real decreto-ley 
12/2010, de 20 de agosto, por el que se 
prorroga el programa temporal por des-
empleo e inserción, regulado en la ley 
14/2009, de 11 de noviembre. (publicada 
en el «boe» núm. 223 de 14 de sep-
tiembre de 2010.)

MINISteRIO de ASUNtOS eXteRIOReS 
Y de COOPeRACIóN

Acuerdos internacionales 

eNtRAdA eN VIGOR del Convenio entre 
los estados Unidos de América y el 
Reino de españa sobre incremento de la 
cooperación para impedir y combatir la 
delincuencia grave, hecho en Washington 
el 23 de junio de 2009. (publicada en el 
«boe» núm. 217 de 7 de septiembre de 
2010.)

APLICACIóN PROVISIONAL del Acuerdo 
entre el Reino de españa y la Univer-
sidad de las Naciones Unidas relativo al 
establecimiento, funcionamiento y ubica-
ción del instituto internacional de la uni-
versidad de las naciones unidas para la 
alianza de civilizaciones, hecho en Madrid 
y tokio el 28 de junio de 2010. (publicada 
en el «boe» núm. 227 de 18 de sep-
tiembre de 2010.)

APLICACIóN PROVISIONAL del Acuerdo 
entre el Reino de españa y la Univer-
sidad de las Naciones Unidas relativo al 
instituto internacional de la universidad 
de las naciones unidas para la alianza de 
civilizaciones, hecho en Madrid y tokio el 
28 de junio de 2010. (publicada en el 
«boe» núm. 227 de 18 de septiembre de 
2010.)
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